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INTRODUCCION 

La sociGdad se encuent.ra realmente interesada en que a tr:ivés 

de la justicia penal se aseguren suficientem1~nte los derechos 

de los particulares, tanto de los que se en cuentran sujetos a 

un procedimiento como de quiénes resulten r;;f~ndido.s por una 

-conducta ilÍcit~ y se preserv~n los intereses r:0lr:~ctivos que 

con l~ administraci6n de justicia se procura proteger. 

En innumerables ocasiones, en la práctica cotidiana do los 

procedimient.os penalr"~' a menudo se prc~scntan cituacior1cs que 

no se encucntr;in •lebid.:1mente reglamentadas por nuoslrns 

ordenamientos procesales, lo que provoca ':J:UC r:uo~~tru 

legislaci6n se torne incompleta e insuficiente para dar 

soluciones, lo que ocasiona un grave perjuicio <1 la impartición 

pronta y expcdiLa do la administraci6n de justicid. 

Para lograr qu~ esa impartición de justiciil realmente tnng.i 

el carácter de pronta y expedita conforme al mandato cont.r}nido 

en nuestra Constitución Política, f!S necesario rt.!~d iz<1r ol 

estudio de diversos ordenamientos l!"'r¡;iles, atendiendo a los 

diferentes planteamientos que sobre el particut,1r sean 

sometidos al ejecutivo federal f ir1 de ·11i3 ~~ ~stc en 

posibilidades de realizar las reformas correspondientes. 

Tal es el caso df.'l t-0ma principal d~l pr,_•o:wnt!=! trabajo, cuyo 

objeto primordial es dar a conocer t.1 necesidad que existe de 

adecuar los preceptos lc']alcs contenidos en el artículo 41'1 del 

Código de Procedimientos Pcn;iles para el Distrito Federal a los 

señalados por el artículo 363 del Código federal de 

Proc1~<limien+.;ns Penales, C?n lo que se rcfier0 a la re:111l;1ción del 

recurso de apelación cuando se presuma qur= existr: violación ;j 

loo principios reguladores de la valoración de la prueba. 



C.A P I TUL O P R I K ERO 

EL PROCEDIMIENTO PENl\L 



EL PROCP.DIHIP.NTO l'ENllL 

La--idea- de·- procedimiento es una de las nociones principales de 

la cienCí? procesal que com1jnmentc se lli:g;J a confundir can la 

de proceso, aportándose definiciones indistintamente tanto de 

una como de otra. 

Generalmente se habla de procedimiento y proceso como términos 

sinónimos, lo que conduce a cometer grave?s errores, por lo cual 

es indispensable establecer la diferencia 8Xistente entre ambos, 

toda ves que no se trata de términos análogos. 

Para Fenech 11 el proceso consiste en una sucesión de actos, y 

el procedimiento es el método o canon para la rea 1 ización de 

esta secuencia de actos. En uria palabrc) el procedimiento es la 

medida del proceso''{l) 

Para el Licenciado Sergio García Ramírez el proceso prcsc~nta 

dos aspectos; puede ser un medio jurisdiccional para la 

integración del litigio y también sirve para la rt?solución de 

una cuestión malQrial o sustantiva.-

Juan José r;oi.~áloz f~u~;Larr.;Jnte, ~cíial;i que c?s indispens<.tble 

~ i f erenci ar e 1 proced im i en to del proceso, lOdd vez q u<.! no se 

trata de términos sinfrnimos y;i que nn puedP. 8Xistir proceso sin 

juez y es indispensable ~u intervenci6n ~ara que este exista. Lo 

anterior si1nifictl que el procedimiento contempla una idP.a más 

general 1 que puede e:·:istir sin qui: hay;;i procr..!so, r!n cambio no 

puede haber proceso sin que lo ar1teceda el procedimiento.** 

l.-Ftrrrl1,cLL.Jr.t>. r~JrcÍa !~ '-Pfl¡io,!1'.!r"do Pro:rsllftnll,¡iq.m. 

tr:rr. G'.:ircfo Pimíre'.l ~Jgio,q-J. :-it.¡ÜJ.31. 

*'*Cfr. O:rrlálr.2 Bx;t.:rront.e JLEn Jcd.!,PriJcipics ch Leru"Jn Prt:o2sll RrB.l :-131draro,pi-J.122. 
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Así tenemos que puede existir procedimiento sin que haya 

proceso, como acontece con los actos proced imental~5, que sin 

tener aún el carácter de procesales, son desarrollados como 

parte -preparatoria del proceso por el Ministerio Público, como 

es el caso de la averiguación previa. Por el contrario no 

puede haber proceso sin la realizaci6n d1~l proccdimiar1to. 

Una vez scffalada la diferencia exi3tcnte entre procedimiento y 

proceso, i:s imfJor1..anLc conocer los diverso·- cont:•.J;..>tus qu~ los 

procesalistilS modernos han realizado n;ospecto del procedimiento 

penal. 

Para Manuel Rivera Silva el procedi1niento penal e~ ''el 

conjunto de actividades regulados por pruccpt.os prcvi•1mrnt.e 

establecidos, que tienen por oLjet.o determinar (~ue her:hos 

pueden ser calificados como delito para, i:n su caso, aplic;u la 

sanci6n correspondiente.••(2) 

Comulgando con l;) definición anterior, tenemos que, para .Juan 

José González Dustamante "el proccdimient.o penal es el conjunto 

de actuaciones sucesivamente ininterrumpidas y regulada~; por 

las normas del durecho procesal penal '-\ll~ s•.1 inicia dcsdP. que 

la ilUtoridad tiene conocimie11t.o de quo se hn cometido 1Jn delito 

y procede a invcstigu~lo y termin...t con el fJllo gur~ pronuncia 

el tribunal."(3) 

Guillermo ColÍB Sánchcz dcfini: al proc•~dimeolu pur1.J~ r~'Jf"!l0 "1?1 

conjunto de actos y formas legales que deben si:r observ;.1dos 

obligatoriamente poc todos los 'Juc :nt:ervir~nen, desde el 

momento en que se entablLl. la re1aci6n jurídir.a material de 

derer:ho penal. para hacrir fact..ihle la Llp1i~ar?iÓn dC> lü ley a un 

caso concrcto.''{4) 

2.--Ri'R!ü Silva M3fU!l1E1 Pronlinimto faul,µ);;.5 

3.~ fU5t.::truntc ,Juin. Ja:..é,c:p.cit.p)J.122 

tf,..JJJ.l.Úl sln::tcz (lti Uerrro,!rn.do ~Exi.CDn:J cb Pro:olimirntcs Rnl.les,rf.q.00 
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Otra de las definiciones que contiene los elementos o 

caracteriSticas de las anteriores es la que nos proporciona 

Guillermo Borja Osorno quien señala que el procedimiento "se 

puede consid,erar como el conjunto de actividades y formas 

mediante las cuales el órgano jurisdiccional decide una 

relaci6n de derecho penal sometida a su consideraci6n.''(5) 
De las anteriores definiciones podemos observar que las 

autores antes citados manejan en ellus elementos en común, como 

son: 

A) Se refieren a un conjunto de actos, actuaciones o 

actividades. 

8) Dichas actividades están reguladas a través o por un 

órgano jurisdiccional. 
C) El objeto de estas actividades es la aplicación de 

la ley para imponer !a sanción correspondiente al caso 

concreto. 

Con base en las anteriores definiciones consideramos desde 

nuestro punto de vista al procedimiento penal co~o: 

Una serie de actos jurídicos rcaliz<Jdos por ;iutoridad 

compelen te y regulados por el derecho procesa 1 p~m11, cuyo 

objeto es investigar que hechos pueden ser considerados como 

delitos, para qut:: en aplique la snnción 

correspondiente al caso concreto. 

Para poder comprender lo que es el procedimiento pena 1, es 

necesario sefialar cada uno d~ los períodos que lo integran. 

El pcocedimiento penal mexicano de acuerdo con el artículo 19 

del Código Federal de Procedimientos Penales, se cmcuentr<.1 

dividido en cuatro períodos: 

1.- Averiguación Previa 

2.- Instrucción 

3.- Juicio y: 

4.- Sentencia 



1.1 LA AVBRIGUACION PREVIA 

_ES ia etapa o período con la cual se inicia el procedimiento 

penal y __ en la que el Ministerio Público reúne los elementos, 

indicios y pruebas tendientes a determinar el cuerpo del delito 

Y la presunta responsabilidad en una conducta catalogada como 

de1itO a fin de ejercitar la acción penal o abstenerse de 

hacerlo."(6) 

La fundamentación legal de la averiguación previa la 

encontramos contenida en los artículos, 21 constitucional y 12 

fracción I del Código Federal de Procedimientos Penales que al 

respecto señalan~ 

Artículo ll constitucional.- "La persecución de los delitos 

incumbe al Ministerio Público y a la Policía Judicial, la cual 

estará bajo la autoridad y mando inmediato de aqu~l.'' 

Artículo ~ c.F.P.P.- "El presente código comprende los 

siguientes procedimientos: 

I.- F.l de av~riguación previa a la consiqnación a los 

tribunales, que establece las diligencias legalmente 

necesarias para que el Ministerio Público pueda 

resolver si ejercita o no la acci6n penal;''· 

Como podemos observar, el artículo 21 constitucional nos 

señala la facultad única y exclusiva que tiene el Ministerio 

Público para realizar la persecución de los delitos, apoyandosc 
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en la policía judicial para realizar las investigaciones 

correspondientes, con lo cual deducimos que sólo el Ministerio 

P6bl ico podrá realizar la invest igaci 6n e integración de las 

averiguaciones previas para en su caso ejercitar la acción 

penal o abstenerse de ello según sea el caso. 

Por lo que respecta al artículo primero del código Federal de 

Procedimientos Penales, en este encontramos qu"..! et1 su fracción 

primera se establece el contenido y actuaciones que se deberán 

realizar durante este primer período a fin de determinar la 

presunta responsabilidad del acusado o la libertad por falta de 

elementos. 

Durante la averiguación previa el Ministerio Público para 

iniciar las investigaciones correspondientes, necesita de los 

llamados requisitos de proced i bi 1 id ad como son; La Denuncia, 

Querella, Acusación, Excitativa Autorización. A este 

respecto, el artículo 16 constitucional establece que ''No podr& 

librarse ninguna orden de aprehensi6n o detenci6n, a no ser por 

la autoridad judicial, sin que proceda denuncia., acusaci6n o 

querella de un hecho determinado que la ley castigue con pena 

corporal, ••. ". 

Para nosotros los requisitos de procedibilidad serán las 

condiciones legales necesarias r¡ue dtirán origen a una 

averiguación previa al momento en que el Ministerio Público 

tenga conocimiento de una conducta delictiva. 

Es decir, el Ministerio Público para fundar su actuación 

necesitará de dichos requisitos, ya que actúa en base a 

denuncias, acusaciones o querellas, de personas dignas de [a en 

hechos presumiblemente delictuosos a fi11 de acreditar el cuerpo 

del delito y la presunta responsabilidad de nlguna persona a 

efecto de cjerci t.ar la acción penal o en su caso, abstenerse de 

ello, de acuerdo con los principios reguladores del derecho.• 

7.-crr.Jl:rltlln,¡:ég.Z!J 
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LA DENUNCIA 

Al hablar de la denuncia debemos señalar que esta tiene su 

fundamentación legal, como se había mencionado anteriormente, 

en el art í.culo 16 const i tuciona 1, que establece como únicos 

requisitos ele procedibilidad que sólo son aceptados en calidad 

de instituciones que permiten el conocimiento de los delitos a; 

la denuncia y la querella o acusación, sin referirse en ningún 

momento, ni considerarlas como tilles la excitativet y 

autorización, las cuales ~i son consideradas por la doctrina. 

Manuel Rivera Silva nos señala que "lil denuncia como 

conocedora del delito, es la relación de actos, que se suponen 

delictuosos, hecha ante la autoridad investigadora co11 el 

fin de que ista tenga conocimiento de ello.''(8) 

Para el tratadista Guillermo Colín Sánchez "la denuncia es el 

medio informativo y requisito de procedibilidad poI:" medio del 

r.ual se hace del conocinicnto del Ministerio Público la 

existencia de un delito.''(9) 

El licenciado Arturo Arriaga Flores, por ::;u parte, considP.ra 

que "la denuncia es un requisito de procedibilidad qu8 da 

origen a una averiguación previa.••(IOJ 

Seg6n Sergio Garcia Ramirez ''la denuncia constituye una 

participación de conocimiento, hecha a la autoridad competente, 

sobre la comisi6n de un delito ~ue se persigue de oficio.''(11) 

Por lo anteriormente expuesto podemos establecer que la 

denuncia bicne a ser la narración de una serie de actos que se 

8,-Ri.\era Silva M3rn.El,cp.cit.¡-.llg.i:a 

9.-0>1.Ín sin:tez o..úUerno,cp.ci.t.¡ig.'YJ 

10.-1\rlia;¡l F1.ores Artllro,q:i.cit.¡:ú;¡.221 

1i .-Grrcia l0nÍre2 9'rgio,q:i.cit.¡:ú;¡. m 
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presumen delictuosos realizada en forma escrita o verbal ante 

el Ministerio Público, el cual se encargara de realizar la 

investigaci6n de los hechos en conexi6n con los mismos, dando 

origen así a la averiguación previa. 

Finalmente diremos que la denuncia puede ser formulada por 

cualquier persona, en forma escrita o verbal ante autoridad 

competente, sobre hechos o conductas delictuosas sin importar 

que se trate del propio ofendido o de un tercero extraño a 

aquél, sin tomar en cuenta la edad, sexo, condición t>OCÍal, 

raza, nacionalidad, etc. También las denuncias podrán ser 

presentadas por personas morales a través de sus represctantcs 

legales. 

LA QUERELLA 

La segunda figura jurídica contemplada por el at"tÍculo 16 

de nuestra carta magna como requisito de procedibilidad es la 

querella o acusación, la cual se considera como un derecho 

potestativo que tienen los ofendidos o sus; representantes 

legales, para que a través de una manifestación de voluntad 

puedan formularla ante el agcnt.e de Ministerio Público y así de 

esta forma dar inicio a una averiguación previa. 

A este respecto ~l trat.<ldistJ ':3.rlos M. Oronoz SanL1nñ nos 

señala que la querella "En términos generales se ele( ine como la 

narración de hechos presumiblemente delictivos por la parte 

ofendida ante el órgano investigad'.Jr, con el fin de que se 

castigue al autor de los mismos.''(12) 

Por su parte Sergio García Ramírez nos dice que "La querella 

es tanto una participación de conocimientos sobre la comisión 
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de un delito, de. ent.re aquéllos que sólo se pueden perseguir a 

instancia de parte, como Una ·aeclaraCión de voluntad formulada 

por el interesado ante la autoridad pertinente a efecto de que, 

tomada_ en cuenta la existencia del delito se le persiga 

jurídicamente y se sancione a los responsables.''(13) 

Respecto a la definición anterior, nos atrevemos a decir, que 

más que nada se refil}re a espl?cificar en que consiste una 

qu~re11a, con la intenci6n de dif~renci~rla de la denuncia. 

Para Guillermo Colín Sánchez, la querella es un dorect10 

potestativo que tiene el ofendido por el delito, para hacr~rlo 

del conocimiento de las autoridades y dar su anuencia para que 

sea perseguido.''(14) 

Algunos de los autores contemporáneos como Ignacio 

Villa lobos, Gonzá1ez Bustamante, Francisco Sodi, Piña PillCJcios, 

y Manuel Rivera Silva, afirman que la querella es 11n derecho 

potestativo que tiene el ofendido por el delito, para hacerlo 

del conocimiento de las autoridades. 

La intervención del engranaje judicial está condicionada a 

esa manifestación de voluntild del particular, sin la cual no es 

proceder; de ahí que la querella la entendamos como un 

requisito de procedibilidad. 

Para que la f.!UP.rella presentada ante autoridad competente sea 

procedente, deberá reunir los siguientes elementos: 

1.- Una narraci6n de hechos presumiblemente delictivos. 

2.- Realizada por la persona ofendida. 

3.- Ante el órgano investigador. 

4.- Que se manifieste el interés del ofendido de que sea 

castigado el autor de los hechos. 

14.-0Jl.Ín ~ Ml..lemo,qJ.cit.¡Íg.241 
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De lo antes expuesto podemos concluir que existe querella 

cuando la persona ofendida por .el delito o su legitimo 

representante es quién informa del hecho delictivo al Órgano 

titular de la función investigadora y expresa su deseo de que 

se ejercite la acción penal, concretamente en contra del sujeto 

a quién se le atribuye el hecho delictivo. 

LA ACUSl\CIO!I 

La acusación "viene a ser la imputación directa de un hecho 

presumiblemente delictuoso que se formula en contra de persona 

determinada, ya se trate de delitos que se persiguen de oficio 

o por querella necesaria.''(15) 

LA EXCITATIVA Y AUTORIZACIO!I 

Por lo que respecta a la excitativa y la autorización, que 

también son consideradas como requisitos de procedibilidad, 

diremos que la primera consiste en la solicit1Ud que realizan 

los representantes de un País extranjero a efecto de que se 

i:1vestigue y proceda pi:>nalmente en contra de la persona que ha 

injuriado o proferido ofensa en contra de su Nación, Gobierno o 

agentes diplomáticos. 

Por otra parte la autorización es al permiso o anuencia conce

dido por una _autoridad señalada por la ley 1 para que se pu~da 

proceder penalmente en contra de algún servidor público 

subordinado a aquél con motivo de la comisión de un ilícito.• 

Una vez establecidos los requisitos de procedibilidad que 

necesita la autoridad competente para dar inicio a una 

averiguación previa, la siguiente actividad del agente del 

:·~inisterio PÚbl ico es reunir los indicios y pruebas nl";!cesarias 

15.-Af:ri¿g3 Flore.; l\rturo,q>.cit.¡:á:¡.23) 

'Cfr.Jl:dá:rn.¡:á:¡.23'.J 
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que en su momento darán origen al proceso conjuntamente con los 

elementos tanto objetivos como subjetivos que integran la 

conducta delictiva, as{ como las declaraciones, testimoniales, 

dictamenes periciales, etc., que servirán para determinar lo 

que se llama cuerpo del delito y presunta responsabilidad. 

La investigación, integración y determinación del cuerpo del 

delito compete la policía judicial quién estará, de 

conformidad con el artículo 21 constitucional bajo el mando 

directo e inmediato del Agente del Ministerio Público. 

Por su parte la policía judicial, para poder determinar el 

cuerpo del delito, procederá a realizar las investigaciones que 

considere pertinentes fin de obtener las pruebas que le 

permitan acreditar su dicho y de esta manera establecer la 

presunta responsabilidad de personas implicadas en un hecho 

delictuoso, lo que permite al Ministerio Público el ejercicio 

de la acción penal o la abstención de ésta. 

El resultado de las investigaciones realizadas por la policía 

judicial durante la averiguación previa una vez analizadas las 

pruebas por el agente del Ministerio Público podrán desembocar 

en: 

A) El Archivo 

B) Archivo con Reserva o; 

C) La Consignación 

A) EL l\RCDIVO 

En el caso de que las diligencias practicadas por el 

Ministerio Público no reúnan los requisitos establecidos en el 

artículo 16 constitucional y esté agotada la averiguaci6n 

previa, el agente del Ministerio Público podrá decretar el 

archivo del asunto, es decir determinará el no ejercicio de la 

acción penal. 
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Para el Licenciado Sergio García Ramírez, el archivo 

constituye un sobreseimiento administrativo al que nuestro 

derecho califica también como resolución de no ejercicio de la 

accl6n penal."(lG) 

Por otra parte el Licenciado Arturo Arriaga Flores, en su 

obra Derecho Procedimenta Penal Mexicano, nos dice que debemos 

entender como no ejercicio de la acción penal, la 

determinaci6n que dicta el Ministerio Público de archivar en 

forma definitiva y como asunto totalmente concluido una 

averigua e ión previa cuando una vez practicadas y desahogadas 

todas las diligencias tendientes a comprobar el cuerpo del 

delito y la presunta responsabilidad de un individuo en la 

comisi6n de un ilícito no se han podido demostrar éstos, o bién 

únicamente uno s6lo de estos, o en su caso por que haya operado 

alguna causa de extinci6n de la acción penal.* 

A éste respecto el artículo 137 del código Federal de 

Procedimientos Penales nos señala cinco casos por los que opera 

el no ejercicio de la acción penal: 

1:.- cuando la conducta o los hechos no constituyan 

delito alguno. 

J:I.- cuando se acredite que el inculpado no participo 

de alguna forma en los hechos delictivos. 

III.- cuando aun pudiendo ser delictivos los hechos o la 

la conducta, resulte imposible la prueba 

existencia. 

de su 

IV.- cuando la acción penal esté extinguida penalmente. 

V.- Cuando se co~pruebe que existen excluyentes de 

responsabilidad en favor del inculpado. 

16.-Gucla lmÚez. Sargio.qi.clt.¡:á;¡.4Jl 

'Cfr.Jlrria;¡a FJ.cres l\rtlll'.o.q:i.clt.¡:á;¡.231 
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La autoridad competente para determinar el no ejercicio de la 

acción penal de acuerdo con lo establecido por el artículo 69 

fracción II de la Ley Orgánica de la Procuraduría General de 

Justicia del Distrito Federal es el Procurador, o en su caso 

los Subprocuradores cuando exista delegación de esta facultad 

por el propio Procurador, de conformidad con el artículo 70. 

fracci6n X del mismo ordenamiento. 

Visto lo anterior, podremos decir que la determinación de 

archivo que decreta el agente del Ministerio Público surte 

efectos definitivos y que una vez archivada una averiguación 

previa, no podrá ser puesta posteriormente en movimiento. 

B) ARCHIVO CON RESERVA 

Otra de las determinaciones que puede tomar el dgente del 

Ministerio Público es la resolución de reserva o archivo con 

reserva cuando considere que con las diligencias realizadas aun 

no se ha comprobado la posible comisión de un delito o la 

presunta responsabilidad de un sujeto y queden aun por 

practicarse algunas diligencias que no se han podido realizar 

por existir una dificultad de hecho que impida la realización 

de las mismas. 

Esta resolución es de carácter transitorio, toda vez que 

debido a la existencia de un obstáculo de tipo material no se 

podrá continuar con la averiguación previa, por lo cual deberá 

ser guardada en forma provisional hasta el momento en que sea 

posible continuar con lns investigaciones que nos lleven a 

determinar el ejercicio de la acción penal o el no ejercicio de 

de ésta. 
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C) CONSIGNACION• 

Debemos entender por consignaci6n a la actividad realizada 

por el agente del Ministerio Público consistente en poner a 

disposición del 6rgano jurisdiccional competente las 

actuaciones y-o al indiciado, cuando se ha comprobado el cuerpo 

del delito y la presunta responsabilidad de una a varias 

personas determinadas (artículo 16 constitucional). 

Para el caso de que sean reunidos los requisitos a que se 

refiere el artículo 16 de nuestra carta magna, existe la 

posibilidad de que se presenten dos tipos de situaciones: 

1.- Que se encuentre detenido el presunto responsable y; 

2.- Que no se encuentre detenido. 

1.- Cuando g consignación ~ ~ ~cabo gQ1l detenido, el 

Ministerio Público deberá remitirlo junto con el expediente de 

averiguación previa dentro de las veinticuatro horas siguientes 

a la detención ante el órgano jurisdiccional en turno, en los 

términos de la fracción XVIII del artículo 107 .. constitucional 

que al respecto establece: 

"Los alcaides y carceleros que no reciban copia autorizada del 

auto de formal prisi6n de un detenido, dentro de las 72 horas 

que señala el artículo 19, contadas desde que aquél esté a 

disposición de su juez, deberán llamar la atención de éste 

sobre dicho particular en el acto mismo de concluir el término, 

y si no reciben la constancia mencionada, dentro de las 3 horas 

siguientes lo pondrán en libertad.'' 

2ª- Cuando g consignación se lleve 1!_ cabo sin detenido, 

deberemos atender a dos ti~os de situaciones: 
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Primero que la consignación sea h~cha por la comisi~n de un 

delito que merezca pena corporal, en este caso, una vez 
reunidos los requisitos señafados por el artículo 19 

constitucional el agente del Ministerio Público solicitar~ al 

Juez gire orden de aprehensión y; 

Segundo que la consignación sea hecha por la comisión de un 

delito que sea sancionado con pena pecuniaria o alternativa 

pero no corporal, el Ministerio Público solicitará al Órgano 

jurisdiccional cite al inculpado para que comparezca ante él, 

esto es, dictará una orden de comparecencia. 
11 Una vez ejercitada la acción penal por el Ministerio Público 

y en consecuencia extinguido el período da preparación del 

ejercicio de la misma, éste pasa a convertirse de autoridad en 

parte, por lo cual carece de facultades de investigrJción. 

A éste respecto la Suprema Corte de Justicia de la Nación ha 

resuelto que "después de la consignación que el Ministerio 

Público hace a la autoridad judicial, termina la averiguación 

previa y el Ministerio Público no debe ~eguir practicando 

diligencias de las cuales no tendrá conocimiento el Juez hasta 

que le sean remi t. idas después de la consignación y es 

inadmisible que, al mismo tiempo, se sigan dos procedimientos, 

uno ante el Juez de la causa y otro ante el Ministerio Público. 

"En consecuencia, las diligencias practicadas por el 

Ministerio Público y remitidas al Juez con posterioridad a la 

consignación, no pueden tener valor alguno, ya que proceden de 

parte interesada,. como lo es el Ministerio Público, y que esa 

institución sólo puede practicar válidamente diligencias de 

averiguación previa.''(17) 

17.-Arllla Bis Eenard::>,El Pro:B:limiento Rrnl <n Mfudro,¡:á:¡.63. /'l'.IJ:l.Arrlaga Flcre3 Arturo. 

cp.c!t.¡:á:¡.:rn. Oilin sárctez Glilleino,cp.c!t.¡:á:¡.261. 
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1.2 LA INSTROCCIOH 

La instrucci6n es la segunda etapa del procedimiento penal de 

acuerdo con lo establecido por el articulo primero fracción III 

del C6digo Federal de Proedimientos Penales que al respecto 

sefiala: 

"El presente código comprende los siguientes 

procedimientos: ..• 

III.- El de instrucci6n, que abarca las diligencias 

practicadas ante y por los tribunales con el fin de averiguar y 

probar la existencia del delito, las circunstancias en que 

hubiese sido cometido y las peculiares del inculpado, as1 como 

la responsabilidad o irresponsabilidad penal de ~ste;.'' 

La instrucci6n es uno de los per{odos del ~rocedimiento penal 

dentro de la cual se realizan actos procesales encaminados a la 

culminación de los fines específicos del proceso. 

La instrucci6n, desde el punto de vista gramatical, significa 

impartir conocimientos. En el aspecto jurídico, alude a que 

sean dirigidos al juzgador, independientemente de que éste tome 

iniciativa para investigar lo que su juicio no sea 

suficientemente claro para producirle una aut~ntica convicción. 

Para el tratadista Guillermo Colín Sánchez, la instrucción 

"es la etapa procedimental en donde se llevarán a cabo actos 

procesales, encaminados a la comprobación de los elementos del 

delito y al conocimiento' de la responsabilidad o inocencia del 

supuesto sujeto activo; el 6rgano jurisdiccional a trav6s de la 

prueba conocerá la verdad histórica y la personalidad del 

procesado, para estar en aptitudes de resolver en su 

oportunidad, la situación jurídica planteada.''(18) 

18.- Cb!Íll Sln:!ez Cllillemo,cp.clt.¡á;¡.26<1. 
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Los actos procesales que se desarrollan durante la 

instrucci6n, en el Derecho 

por los principios de 

inmediatlvidad.* 

Mexicano se rigen fundamentalmente 

publicidad, oralidad, escritura e 

La instrucci6n en 

o etapas; el primer 

radicación también 

el proceso penal se divide en dos períodos 

período abarca desde el auto de inicio o de 

llamado comúnmente "cabeza de proceso", 

hasta el auto de formal prisión o auto de sujeción a proceso; y 

al segundo principia con el auto c1e formal prisión y concluye 

con el auto que declara cerrada la instrucción. 

J,- AUTO DE RADICACION 

Es la primera resolución que dicta el órgano jurisdiccional 

en la cu•!l quedan l;:is portes, tanto Ministerio Público como el 

indiciado sometidas a su jurisdicción; en la que se tendrá que 

señalar día, lugar y hora en que se emita, la fecha y la hora 

en la que se recibio la consignación, la cual reviste gran 

importancia en proceso principalmente cuando ést.a 

se realiza con detenido, toda vez que a partir de ese momento 

el juzgador cuenta co11 cuarenta y ocho horas para tomarle al 

indiciado su declaración preparatoria: contando con 

veinticuatro horos más para resolver la situación de la persona 

puesta 

setenta 

su disposición, siendo ta suma de las mismas ta~ 

dos horas de que nos habla el artículo 19 

Constitucional que estatuye en su parte medular que "Ninguna 

detención podrá exceder del término de tres días, sin que se 

justifique con un auto de formal prisi6n••. 

Dentro de 1 término de 1 as cuarenta y ocho horas en que se 

'Vid. lb!cl3n, ¡:á;¡. 76 
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deberá realizar la recepci6n de la declaración preparatoria al 

procesado, en ese instante se le hara saber el nombre o nombres 

de su(s) acusador(es), el o los testigos en su contra, la causa 

y naturaleza de la acusación, con 'el objeto de que esté en 

posibilidades de responder al cargo atribuido. 

Los requisitos que deberá contener el auto de radicaCión 

cuando la consignación se realiza con detenido son: 

I.- Nombre del Juez que lo pronuncia 
11.- El lugar, año, mes, d{a y hora en que se dicte, así 

como lo relativo a; 

A) Radicación del asunto. 
8) Intervenci6n del Ministerio P6blico. 

C) Orden para que se tome 

declaración preparatoria. 

al detenido su 

D) Que se realicen las diligencias necesarias 

para que se pueda determinar si está o no 

comprobado el cuerpo del delito la presunta 

responsabilidad; y 

E) Que de conformidad con las fracciones IV y 

V del artículo 20 Constitucional se facilite 

al detenido su defensa. 

En el caso de que la consignación se realice sin detenido, el 

6rgano jurisdiccional ordenará se realice la práctica de las 

diligencias antes señaladas y estudiará las pruebas contenidas 

dentro de la averiguación previa con el objeto de poder 

resolver sobre el pedimf?nto hecho por el Ministerio Público 

consignador; ya sea girando orden de aprehensión o de 

comparecencia, según sea el caso.• 

'S.p:a. pí;¡. 13 
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Para poder comprender plenamente ésta primera etapa de la 

instrucción, es importante dejar establecido lo que es una 

orden de aprehensión, de reaprehención y de comparecencia, así 

como lo relativo a la declaración preparatoria, cuerpo del 

delito y presunta responsabilidad. 

ORDEN DE APREHENSIOH 

La orden de aprehensión es un mandato o resolución judicial 

emitida por el órgano jurisdiccional en el ejercicio de sus 

funciones, realizada a petición del Ministerio Público una vez 

que se han satisfecho los requisitos establecidos en el 

artículo 16 Constitucional cuando se trate de ilícitos 

privativos de libertad, por medio del cual se solicita al 

Procurador General de Justicia correspondiente la aprehensión o 

el apoderamiento de una persona determinada privandola de su 

libertad a efecto de que comparezca ante el juzgador con el fin 

de que responda de la imputación delictuosa que se formula en 

su contra." 

La orden de aprehensión sólo se podrá dictar cuando se 

reúnan los siguientes requisitos: 

I.- Que exista una denuncia o querella. 

II.- Que dicha denuncia o querella éste apoyada por 

declaración de persona digan de fé o por otros datos 

que hagan probable la responsabilidad del indiciado. 

III.- Que la denuncia o querella sea sobre delitos que se 

sancionen con pena corporal o privativa de libertad de 

conformidad con el artículo 16 Constitucional. 

IV.- Que la solicitud de orden de aprehensión sea hecha a 

petición del Ministerio Público (art.16 y 102 const., 

132 del C.P.P.D.F. y 195 del C.f.P.P.). 
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La única autoridad facultada para solicitar la orden de 

aprehensi6n lo es el agente del Ministerio Público y en el caso 

de que ésta sea solicitada por el órgano jurisdiccional dicha 

orden no tendrá valides, toda vez que los jueces no están 

facultados para expedir estas solicitudes. 

También es importante sefialar que la orden de aprehensión no 

procederá cuando se trate de delitos sancionados con pena no 

corporal. 

La resolución con la cual se emita una orden de aprehensión 

deberá contener además de los requisitos a que se refiere el 

art{culo 16 constitucional; una relación suscinta de los hechos 

que la motiven, sus fundamentos legales y la clasificación 

provisional de los hechos delictuosos. 

ORDEN DE REAPREHEHSION 

Es una resolución judicial que emite el órgano jurisdiccional 

competente encargado de una causa penal concreta que determina 

la privaci6n de libertad de una persona en los casos de que 

ésta incumpla alguna de las obligaciones impueS"tas por el juez 

con motivo de la comisión de un delito. 

Los casos en que proceda que se gire orden de reaprehensión 

son los siguientes: 

A) Cuando el detenido se evada del lugar donde se 

encuentra detenido. 

B) Cuando gozando de la libertad bajo protesta, el 

el sujeto inculpado deja de ir a firmar al juzgado por 

ausentarse de la poblaci6n sin el permiso 

correspondiente del juez. 

El cumplimiento de las ordenes de aprehensión y reaprehensi6n 

corresponde únicamente a la polic!a judicial1 según se trate de 

si el delito es federal o del fuero común, intervendrán la 

policfa judicial federal o la polida judicial de la entidad 

federativa de que se trate. 
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ORDEN DE COMPARECENCIA 

Al igual que la orden de aprehensión y reaprehansión, la 

orden de comparecencia es una resolución judicial emitida por 

el órgano jurisdiccional cuando se trate de delitos que por su 

levedad ttraen aparejada una sanción no privativa de libertad, 

esto es una sanción pecuniaria o alternativa, a fin de que el 

sujeto activo del delito sea presentado ante el juez para que 

responda de los ilícitos que se le imputen. 

El fundamento legal de la orden de comparecencia lo 

encontramos contenido en los artículos 133 y 157 de los Códigos 

de Procedimientos Penales para el Distrito Federal y Federal 

respectivamente. 

DECLARACION PREPARATORIA 

Es el acto procedimental a través del cual el indiciado 

comparece 

saber el 

ejercit6 

responda 

ante el órgano jurisdiccional a efecto de hacerle 

hecho punible por el que el Ministerio Público 

la acci6n penal en su contra, así mismo de que 

de los hechos que se le imputan a fin de que pueda 

realizar su defensa, nombre su defensor, a efecto de que el 

juez se encuentre en posibilidad de resolver la situación 

jurídica dentro del t&rmino constitucional de las 72 horas.• 

El fundamento ~egal de la declaración preparatoria lo 

encontramos señalado los artículos 20 fracción 111 

Constitucional, 287 153 de los códigos de Procedimientos 

Distrital y Federal respectivamente. 
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La declaraci6n preparatoria al tomarse, deberá de cumplir con 

los requisitos constitucionales y legales, los cuales implican 

obligaciones para el órgano jurisdiccional, dichos requisitos 

son los siguientes: 

Requisitos de Orden Constitucional. 

A) Obliqaci6n de Tiempo. Se refiere a que el Juez, 

dentro de las 40 horas siguientes a la consinación 

debe tomar la declaraci6n preparatoria como lo ordena 

la fracción III del articulo 20 Constitucional. 

D) Obligació~ !!g_ ~· Consignada en la fracción III 

del artículo 20 Constitucional, obliga dl Juez 

tomar la declaración preparatoria 

pública. 

en audiencia 

C) Ohliqaci6n de Dar s. ~ il Cargo. El Juez tiene 

la obligación de dar a conocer la naturaleza y causa 

de la acusación, a fin de que -el ina"iciado conozca 

bien el hecho que se le imputa. 

D) Obligaci6n f!!! Dar ª- Conocer el Nombre fil Acusador. 

Esto es, que el Juez debe de enterar al detenido del 

nombre de la persona que presentó la denuncia o la 

querella. 

E) Obligación de Oír gg Defensa ª1.. Detenido. Significa 

que el ac_usado tendrá el derecho de declarar lo que 

a su derecho convenga. 

F) Obligación de ~ fil!tl Mismo ~fil! declaraci6n 

Preparatoria. Lo anterior significa que tan pronto 

como inicie a correr el término constitucional de 48 

horas, el Juez está obligado a tomar la declaración 

preparatoria del acusado. 
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Requisitos de Orden Común. 

A) ~ 'ª-~ tl Indiciado el ~ de los Testigos 

gyg, Declaran fill ~ ~ Lo anterior a fin de 

ilustrar al indiciado en todo lo relacionado con el 

delito y así permitirle su defensa. 

O) Dar a conocer al indiciado la garantía de la 1 ibertad 

cauciona! en los casos en que proceda, así como el 

procedimiento para obtenerla. 

e) Dar a conocer al indiciado el derecho que tiene para 

defenderse por s{ mismo, o para nombrar una persona 

de su confianza que lo defienda, advirtiéndole que 

si no lo hiciere, el Juez le nombrará uno de oficio. 

De conformidad con lo establecido por los Códigos Procesales 

Distrital y Federal en sus artículos 291 y 154 respectivamente, 

la declaración preparatoria deberá comenzar con los generales 

del inculpado, en los que se incluirán también los apodos que 

tuviere. Por lo que toca a la forma en que debe desarrollarse, 

existe la más absoluta libertad, la cual se otorga con el fin 

de poder determinar la participaci6n del indiciado y las 

circunstancias que se presentaron en la comisión de un delito. 

CUERPO DEL DELITO 

Dar una definición exacta de lo que es el cuerpo del delito 

es un problema sobre el que aún no se da un acuerdo entre los 

tratadistas, sin embargo con la finalidad de emitir un concepto 

que nos permita entender su significado de una manera general, 

diremos que; El cuerpo del delito es el conjunto de·elementos 

del delito tanto objetivos como subjetivos, externos o internos 

que integran la conducta delictiva existente y que permiten 

demostrar plenamente el delito presentado. 
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El cuerpo del delito es el elemento de mayor importancia para 

decretar un auto de formal prisión, toda vez que si no se 

encuentra plenamente integrado y demostrado no se podrá girar 

orden de aprehensi6n alguna. Por lo cual los elementos 
constitutivos del cuerpo del delito, por regla general, se 

deben comprobar plenamente al momento de dictarse un auto de 

formal prisión. 

La integraci6n del cuerpo del delito se inicia en el periodo 

de la averiguaci6n previa y se encuentra a cargo dC!l agente del 

Ministerio Público, quién a través de recopilar elementos 

probatorios formará la base para su comprobación. 

A este respecto los artfou1os 94 y 161 de los c6digos 

de Procedimientos Distrital y Federal respectivamente, señalan 

que cuando el delito deje vestigios o pruebas materiales de su 

perpetración, el o los agentes de la Policía Judicial lo harán 

constar en el acta qua levante, recogiéndolos si fuere posible. 

Para el caso de que posterior a la comisi6n de un delito no 

queden 

través 

huellas o vestigios, se citará a peritos para que a 

de su dictamen se demuestre si Ía causa de la 

desaparici6n de las pruebas ocurrio de forma natural, casual o 

intencionalmente, y los medios que supuestamente se utilizaron 

para la desaparici6n de las mismas. Por el contrario si el 

delito cometido no dejare huellas de su comisión, la 

integraci6n del cuerpo del delito será a través de declaraciones 

de testigos y de otros medios de prueba. Lo anterior 

quedar consignado en el acta que se levante. 

deberá 

Por lo que hace a la comprobación del cuerpo del delito los 

art1culos 122 y 166 de. los C6digos Procedimentales para el 

Distrito Federal y Federal, respectivamente señalan que se 

tendrá por comprobado el cuerpo del delito cuando se acredite 

la existencia de elementos que integran la descripción del 

hecho delictuoso. 
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Fernando Arilla Bas, en su obra El Procedimiento Penal en 

México, establece ·que la comprobación del cuerpo del delito se 

puede reallzar a través de cua !quier clase de pruebas, 

incluyendo a la pruebe presuncional, siempre y cuando las 

mismas sean lógicamente adecuadas para conocer la existencia 

dfú-elemento constitutivo de que se trate.* 

Tanto la integración como la comprobación del cuerpo del 

delito se podrá llevar a cabo durante la averigu<sción previa 

como se señaló anteriormente o durante el proceso en la fase de 

inst~~1Jcción por medio del órgano jurisdiccional de que se 

trate, quién luego de examinar todas cada una de las 

actuaciones practicadas por el Ministerio Público durante la 

averiguación previa e incluso las realizadas por él mismo 

dentro del término constitucional de las 72 horas o dent.ro df::! 

la audiencia de jucio, estará en posibilidad de emitir la 

resolución correspondiente, procurando observar si se 

encuentra comprobado el cuerpo del delito. 

PRESDNTA RESPONSABILIDAD 

Por presunta responsabilidad debemos entender a todos 

aquellos hechos o circunstancias suficientes que permiten 

suponer fundadamen te que 

concepción, 

ilícito. 

preparación, 

una persona ha Lomado parte en la 

ejecución o incitación de un acto 

Una vez que se ha tenido por comprobado el cuerpo del delito 

o se han reunido los elementos materiales del ilícito que se 

trate, se debe atender sobre la presunta o probüble 

responsabilidad penal del acusado; .siendo ésta probable, por 

que la responsabilidad penal como tal se determina hasta el 

• Cfr. Aril1a ll3s --.arcb,q:;.cit.pi;p. 79 y 85. 
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momento de la sentencia, que es cuando se determina si el hecho 

imputado al procesado constituye o no un delito. 

La determinación de la presunta re~ponsabi lidad corresponde 

principalmente al Juez, sin embargo tamhién concierne al 

Ministerio PÚblico, quién durante la averiguación previa 

analiza los hechos y 

posibilidad de resolver 

pruebas recabadas para estar en 

si pr.ocede la consignación o la 

libertad del detenido, toda vez que, aun habiendo integrado el 

cuerpo del delito, sin estar demostrada la presunta 

responsabilidad, no podrá cumplir con el ejercicio de la acción 

penal. 

En ambos casos el juzgador analizará lógica y razonadamente 

todos y cada uno de los hechos consignados a fin de no dar por 

demostrada en forma arbitraria la presunta responsabilidad sin 

el previo análisis valorativo de las pruebas de cargo y de 

descargo cuando estas se hayan aport~do. 

Una vez que el procesado fue puesto a disposici6n del Juez, y 

éste ha valorado todas y cada una de las consta9cias que obran 

en autos, dentro del término constitucional de las 72 horas, 

resolverá si está integrado o no el cuerpo del delito y la 

presunta responsabilidad a fin de emitir la resolución 

aplicable al caso concreto, la cual puede ser: 

A) Auto de formal prisión. 

B) Auto de formal prisión con sujeción a proceso y; 

C) Libertad por falta de elementos para procesar. 

A) AUTO DE FORMAL PRISION 

Es una resoluci6n emitida por el Juez, que resuelve la 

situación jurídica del procesado dentro del término 

constitucional de 72 horas, al declararlo formalmente preso pOt" 

haber cometido un delito que trae aparejada pena privativa de 

libertad cuando han sido comprobados los elementos que integran 

el cuerpo del delito y la presunta responsabilidad. 
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A este respecto el artículo 161 del Código Federal de 

Procedimientos Penales nos dice que el auto de formal prisión 

se dictará de oficio cuando sean cubiertos los siguientes 

requisitas.: 

1.- Que esté comprobada la existencia del cuerpo del 
delito que merezca pena cocpora 1: 

11.- Que se haya tomado declaraci6n preparatoria al 
inculpado; en la forma y con los requisitos que 
establece el C.F.P.P. 

III.- Que existan datos suficientes en contra del 
inculpado, que juicio del tribunal supongan su 

responsabilidad en la comisión de un delito, y; 

IV .. - Que no esté comprobada a favor del inculpado, algún 

eximente de responsabilidad, o que se extinga la 

acción penal. 

Aunado lo anterior, todo au::.o de formal prisión deberá 

contener los requisitos de Fondo y de Forma que a continuaci6n 

se mencionan. 

REQUISITOS DE f.Q!!QQ..- Los encontramos previstos en el 

artículo 19 constitucional, los cuales se refieren a 

que deberá estar comprobado el cuerpo del delito y la 

presunta responsabilidad. Este Último elemento puede 

no estar suficientemente comprobador por lo que sólo 

se requiere que exista una presunción, por el 

contrario el cuerpo del delito siempre deberá 

comprobarse plenamente. 
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REQUISITOS DE : FORMA. -

los sigui.;ntes i · ·. 
Dentro de estos requisitos tenemos a 

·1.-.. El:. auto de formal prisi6n ·deberá ser por escrito y 

en el constará el lugar, fecha y hora en que se 

ironuncie. (art. 297 frac. I del c,p,p,p,p,), 

2.- Contendrá el n6rnero de la causa y nombre de la 

persona cuya situaci6n jurídica va a resolverse. 

3.- Señalará el ilícito por el cual se ejercitó la 

acci6n penal en contra del procesado. (art. 297 F II 

del C.P.P.D.F.). 

4.- Deberá contener la declaraci6n preparatoria del 

inculpado. (art. 161 frac. rr del C.F.P.P.). 

5.- Análisis valoraci6n de los hechos imputados al 

inculpado que comprueben el cuerpo del delito y la 

presunta responsabilidad. 

6.- El delito o delitos por los que se S'igue el proceso 

al sujeto activo del delito.* (art. 297 frac. II del 

C.P.P.D.F.). 

7.- El lugar, tiempo y circunstancias de ejecución del 

delito y la determinación de otros datos que arroje la 

averiguaci6n previa. (art. 291 frac. IV del C.P.P.D.L ). 

8.- La emisión de la resotuci6n de formal prisión en 

contra de la persona sujeto activo del delito. 

9.- La identificaci6n del procesado y los informes 

sobre los antecedentes o anteriores ingresos de éste. 

(art. 298 del C.P.P.D.F.). 

• 9" p.a:h cbr el CBSJ d:! CID el JteZ. al dictar el auto d:! famal. ¡:ris!fu, lo ln;¡a ¡or oo 
óillto o <hlitas qE el ~ d:!l Ministerio R'.bliro al ejm:itar la occlén ¡xml dn:miro m 
fann difecmte, lo anl oo ¡xto3:1;nte, tcxb ""' <JE Jo <JE ~ al jw:p:l:r = los 
te:tm y m la cl:!uTiim::lái d:!l delito; yo. CID m aste cas:i él les ¡n!rá ~ el r<ntre 
ca:=o. 
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10.- La orden de girar las boletas correspondientes.• 

11.- La notificación de la resolución y el derecho 

12.-

concedido por la Ley para la impugnaci6n de la misma. 

(art. 299 del C.P.P.D.F.). 

El nombre del Juez que dicte 

Secretario que lo autorice. (art. 

CP.P.D.F. ). 

el auto y el del 

297 frac. VI del 

Los efectos jurídicos que trae consigo el auto de formal 

prisi6n, son los siguientes: 

J.- El sujeto activo del delito queda sometido a la 

jurisdicción del Juez que le seguirá proceso. 

II.- Precisa el delito o delitos por los que ha de 

seguirse proceso al inculpado. 

III.- Justifica la prisi6n preventiva, pero esto no 

significa que la libertad provisional otorgada ue 

revoque, excepto cuando así se determine expresamente 

en el propio auto. 

IV.- Pone fin la primera etapa de la instrucci6n e 

inicia la segunda fase de la misma. 

v.- Señala el tipo de procedimiento que deba seguirse 

según sea el caso; Sumario u Ordinario. 

El auto de forr.ial prisión viene a ser una exigencia en un 

proceso, toda vez que si éste auto no existiera nunca podría 

haber un proceso, ya que lógicamente se establece la necesidad 

• ras l:oleta.s s:n d:nJ1mt"6 m 100 '!-E arsta la siturifu jurídica d'1 ~; "' 
eL3b:i:an ¡xr triplic:a<b, intro;¡:ird:m ua cq>ia al lntem:a:h, otxa al otm::t<:r <El antro 
Pre.eitho y la Últlna ,., areca al eqa:llmt.e. 

.r¡ 
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de presentar ante el 6rgano jurisdiccional correspondiente a 

una persona que se le imputa la comisi6n de un delito 

sancionado con pena privativa de libertad, lo que tiene por 

objeto evitar que el sujeto activo áel delito se sustraiga de 

de la acci6n de la justicia. 

só1.o cuando haya baae para iniciar un proceso relacionado con 

un delito cuya pena sea privativa de libertad, se estará en 

posibilidad de prolongar la detención del indiciado más haya de 

las setenta y dos horas que nos señala la Constituci6n, siempre 

y cuando esa detención se justifique con un auto de formal 

prisi6n. (art. 19 Constitucional).• 

D) ADTO DE FORMAL PRISIOM CON SDJECIOM A PROCESO 

El auto de formal prisión con sujeción a proceso es una 

resoluci6n que emite el órgano jurisdiccional dentro del 

término constitucional de las setenta y dos horas cuando se 

estima que hay base para iniciar un proceso por estar 

comprobados el cuerpo de delito y la presunta q,~sponsabilidad, 

en la comisión de un ilícito sancionado con pena no corporal o 

alternativa. 

La diferencia de éste auto con el auto de formal prisi6n 

consiste en que el auto con sujeción a proceso se dicta cuando 

el delito imputado tiene una sanción alternativa o no corporal. 

El citado auto significa que el procesado no debe ser privado 

de su 1 i bertad, pero si estará sujeto a un proceso y con el lo, 

sometido a la jurisdicción respectiva. 

El fundamento legal de este auto lo encontramos entablecido 

en el artículo 18 constitucional, que establece: 11 5610 por 

delito que merezca pena corporal habrá prisión preventiva.". 

• El téimlro <E las 72 ltxas a q.n nos reíerinm m ll1 pl.a2Xl d>:b al JI.al µira '1-2 OOtean!re 
la sitm:lfn juddim <E uia ¡:mn-a cEtm!m y ésta á>ta'dén re just!ficn, sin auto <E 
fa:l1Bl ¡ris!{n, - ¡re 75 h:xas; l:ai> ""' '1-2 el art!aiJo 107 o:retib.rlanl dltiga al 
aJmJ<E a _,ir ~ ltxas mis <E las 72 afulatis m la fra:cién xvm cEl. art!allo 19 
cE nEStra ClI'ta !{q"a. 
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Esto significa que por la comisión de un delito que no 

merezca pena corporal no se podrá privar de la libertad a su 

'autor. Esta determinación también la encontramos contenida en 

el art.ículo 301 del Código de Procedimientos Pend.les para el 

Distrito Federal, que señala: "Cuando por tener el delito 

únicamente señalada sanción no corporal o pena alternativa, que 

incluya una no corporal no puede restringirse la libertad, el 

Juez dictará el auto de formal prisión, para el sólo efecto de 

señalar el, o los delitos por los que se siga el proceso''• 

A éste respecto también el artículo 162 del C6digo federal de 

Procedimientos Penales, nos dice: "Cuando el delito cuya 

existencia se haya comprobado no merezca pena corporal o esté 

sancionado con pena alternativa, se dictará auto con todos los 

requisitos del de formal prisión, sujetando a proceso a la 

persona contra quién aparezcan datos suficientes para pri::sumir 

su responsabilidad, para el sólo efecto óe señalar el dr.lito 

por el cual se ha seguido el proceso''. 

Los requisitos y efectos de esta resolución son los mismos 

que se establecieron anteriormente para el auto de formal 

prisi6n, exceptuando el referente a la prisión preventiva.* 

C) LIBERTAD POR FALTA DE ELEMENTOS PARA PROCESAR 

Al igual que los dos autos que nos referimos con 

anterioridad, la libertad por falta de elementos pa?"a procesar 

es una resolución emitida por el órgano jurisdiccional dentro 

del término constitucional de las setenta y dos horas, por 

medio del cual se determina la libertad de una persona cuando 

no ha sido posible integrar el cuerpo del delito ni la presunta 

• ~. pl:¡. ¡¡; y sigrlmtes. 
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responsabilidad, o bién que habiéndose comprobado el cuerpo del 

delito no lo haya sido la presunta responsabilidad. 

La libertad del inculpado se determina a través de un auto 

que en el procedimiento del fuero común se conoce con el nombre 

de libertad por falta de méritos y en el procedimento federal 

se le llama auto de libertad por falta de elementos para 

procesar. 

El auto 

procesar 

referido 

emitir el 

de libertad por falta de méritos o de elementos para 

se dictará dentro del término constitucional ya 

cuando no se reúnen los requisitos necesarios para 

auto de formal prisión o el de sujeción a proceso. 

Esta resoluci6n únicamente determina que después de vencldaa 

las setenta y dos horas, no hay elemantos para procesar, más no 

resuelve en definitiva sobre la existencia dio! algún delito o la 

responsabilidad de un sujeto, por lo cual si el ngente del 

Ministerio Público aporta posteriormante nuevos elementos que 

permitan proceder nuevamente en contra del indiciado, el 

proceso continuará. 

La resolución de libertad por falta <le eleméntos no s610 se 

emite cuando no ha sido posible integrar el cuerpo del delito y 

la presunta responsabilidad, también se da el caso de que se 

determine en cualquier etapi! del procedimiento la existencia de 

una excluyente de responsabilidad, la cual de acuerdo con los 

artículos 5il y SQ del C6digo Distrital y 138 del Federal. 

de Procedimientos, deberá ser invocada por 

Ministerio Público solicitando al 6rgano 

el agente del 

jurisdiccional 

competente la libertild del inculpado (fuero común) o el 

desistimiento de la acción (fuero federal) según sea el caso. 

En contra posici6n a lo establecido por estos artículos, el 

numeral 17 del Código Penal para el Distrito Federal nos dice 

que: '1 las circunstancias excluyentes de rcsponsilhilidild se 

har5n valer de oficio .•. ". 
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Lo anterior significa que las mencionadas excluyuntes pueden 

ser declaradas por el Juez sin necesidad de que sean requeridas 

por el agente del Ministerio Público. 

El fundamento legal de l;i libertad por falta de elementos o 

méritos para procesar, lo encontramos contenido P.n los 

artículos 302 del C6digo de Procedimientos Distrital y 167 <lel 

C:6digo Federal. 

Por otra parLu es importante establt:?ccr que la libertad por 

falta de elementos es una resolución que se emite con carácter 

definitivo, ya que de lo contrario se est;iría confundiendo con 

el Auto de Libertad Absoluta, que si ti1rne los efectos de una 

resolución absolutoria, y que al igual que tas anteriores es 

emitida por el Órgano jurisdiccional al vencer el término 

Constitucional de las 72 horas; también es posible decretar la 

libertad absoluta en cualquier otra etapa del procedimiento en 

la que intervenga el Juez, siempre y cuando esto sen con 

anterioridad a la sentencia• y que existan en favor d'!l sujeto 

activo del delito alguna causa de justificación o excusa 

absolutoria señalada en el articulo 15 del C6digo Penal parn Hl 

el Distrito Federal, o bien por la inexistencia d~l delito. 

SEGUNDA ETAPA DE LA IHSTRDCCION 

Uno de los efectos que produce el auto de formal prisión es 

que con el se inicia ta segunda etapa de la instrucción, la 

cual concluye con el auto que la declara cerrada. 

La segunda etapa de la instrucción consiste Únicamente en la 

apertura de un breve término durante el cual 

del Ministerio Público como la defensa 

tanto el agente 

del inculpado 

• ua '"" inicia'.:B la ~ a. la s:mm:ia. et JlE!Z taltlim estará m focuJ.t:ad re dictar la 

lllirtad ab:Dluta <El ¡ro:esab, ¡;ero esta res:ilU::ién tari:rl.{n "' inEttatá ántro <E la ¡xtpla 

"'1tm::ia, d3::laran:b 01 ella las """""" al:rolutalas o caros d? justificn:ifu q.n lay¡n 

qera:b. 
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presentarán las probanzas necesarias para que el Juez resuelva 

sobre su admisi6n :y la fecha de su desahogo, ordenando al 

concluir lo anterior el cierre de la instrucci6n, lo cual trae 

como consecuencia el inicio de la tercera etapa procedimental 

que es el juicio. 

Otro de los efectos del auto de formal prlsi611 e~ que nos 

señala el tipo de procedimiento a seguirse, ya sen sumarlo u 

Ord:inario, así lo establecen los C6dlgos Procedimentales 

Oistri tal y Federal en sus orticulos 305, 306, 314 y 152 

Bis, respectivamente. 

PROCHOIHIRl'ITO SDllJIRIO 

El Licenciado Arturo Arriaga Flores en su obra Derecho 

Procedimental Penal Mexicano, nos dice que la existencia del 

procedimlenc.o sumario permitC" la impartici6n de justicia pronta 

y expedita.• 

En ~ del ~ Común,es decir en el Di:::;trito Federal 

la apertura de este procedimiento se decreta dq oíicio por el 

Juez (drtículo 306 C.P.P.O.F.) cuando se trate de los 

supuestos contenidos en el articulo 305 del Código Procesal 

Distrital que a continuaci6n t;e mencionan: 

1.- Flagrante Delito. 

2.- Que exista confesión rendida precisamente ante la 

autoridad judicial. 
3.- Que la pena aplicable no exceda en su término medio 

aritmético de cinco años de prisión o sea alternativa 

o no privativa de libertad. Cuando fueren varios 

delitos, se estará a la penalidad máxima del delito 

mayor, observándose además lo 

penúltimo párrafo del art{culo 

Distrital antes citado. 

* Vid. ¡Ir;¡. 2f!'i, 

previsto 

10 del 

en el 

Cbdigo 
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Así mismo, como lo establece el propio artículo 305 del 

Código antes citado en su Último párrafo, se seguirá 

procedimiento sumario "cuando· se haya dictado un auto de formal 

prisión o de sujeci6n a proceso, en su caso, si ambas partes 

manifiestan en el mismo acto dentro de los tres días siguientes 

a la notificación, que se conforman can él y no tienen más 

pruebas que ofrecer, salvo las conducentes <1 la 

individualización de la pena o medida de seguridad y el juez no 

estime necesario practicar otras diligencias.'' 
Una vez decretado el inicio de este procedimiento las partes 

Ministerio Público y defensa del inculpado tendrán d{ez d[as 

comúnes, contados a partir del día siguiente a la notificación 

del auto de formal prisión, para ofrecer pruebas (artículo 307 

C.P.P.O.F.}, las cuales al ser admitidas por el Juez, se fijará 

fecha para su desahogo en una audiencia principal que se 

llevará a cabo dentro de los dÍez días posteriores a la emisión 

del auto que resuelva sobre la admisión de las mismas 

(artículos 307 y 308 Pfo. primero, c.P.P.o.F.). Dicha audiencia 

se deberá desarrollar en un sólo día lninterrumpidament.e, a 

menos que a criterio del Juez sea necesario suspenderla para 

real izar el desahogo de pruebas o por otras causas que lo 

ameriten, por lo cual se citará o.l día siguiente o dentro de 

los ocho días a más tardar para su continuación (artículo 311 

C.P.P.D.F.). A este respecto la Última parte del articulo 307 

nos remite a los párrafos segúndo y tercero del numeral 314 del 

c6digo Distrital que nos dice : 

'' ..• En caso de que dentro del término señalado en este 

artículo, y al desahogar las pruebas aparezcan de las mismas 

nuevos elementos probatorios, el Juez podrá ampliar el término 

por diez días más a efecto de recibir los que a su juicio 

considere necesarios para el esclarecimiento de la verdad. 



35 

Para asegurar el desahogo de pruebas propuestas, los jueces 

harán uso de los medios de apre~io y d~ 1as medidas que 

consideren oportunas, pudiendo disponer la presentaci6n de 

personas por medio de la fuerza p6btica en los términos del 

artículo 33. 11 

En la citada audiencia, tanto el Ministerio Público como el 

defensor podrán formular sus conclusiones verbalmenta, pero 

también dentro de la misma audiencia ambas partes podrán 

reservarse el derecho de formular sus conclusiones por escrito, 

para lo cual contará con un plazo de tres días (art. 306 Pfo. 

segundo, C.P.P.O.F.). Dicho término deberá correr primero para 

el Ministerio Público y posteriormente para la defensa. 

Para el caso de que las conclusiones sean presentadas en 

forma verbal, el Juez podrá dictar sentencia durante la misma 

audiencia o en su caso disponer de un término de cinco días 

paca resolver. Este mismo t~rmino se computa.rá para la 

presentación de conclusiones por escrito (art. 309). 

fil! Materia ~ el procedimiento sumario .10 encontramos 

fundamentado dentro del artículo 152 del C6digo Federal de 

Procedimientos Penales y se decreta de oficio al momento en que 

se dicta el auto de formal prisi6n o de sujeci6n a proceso en 

los casos de que se trate de: 

1.- Flagrante Delito. 

2 .. - Que exista confesión rendida precisamente ante la 

autoridad judicial o ratificación ante ésta de la 

rendida legalmente con anterioridad. 

3 .. - Que la pena aplicable no exceda del término medio 

aritmético de cinco años o que la misma sea 

alternativa o no privativa de libertad. 
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También se podrá realizar el procedimiento sumario en los 

casos en que sa haya dictado cualquiera de los ilUtos explica.dos_ 

con anterioridad .y ambas partes manifiesten en el mismo acto o 

dentro "de_-_tos tres dí.as siguientes a su notificación que lo 

aceptan -y que no tienen más pruebas que ofr~c~r, exr.:epto lilS 

conducentes la individualización de la pena o medida rJP. 

seguridad, y el Juez no estime necesario realizar otras 

diligencias (art. 152 Bis, C.F.P.P). 

En los casos mencionados con anterioridad en que se instruya 

el procedimiento sumario, la instrucci6n deberá agotarse en un 

plazo de treinta días y cuando se trate de delitos cuya 

penalidad no exceda de seis meses de prisión o no exista pena 

corporal aplicable, se deberá agotar dentro de los quince dÍ;is 

siguientes a la declaración de inicio den procedimiento (.-irt. 

152, C.F. P. P). 

Una vez cerrada la instrucción, el Juez emitirá un auto en el 

cual citará a las partes a una audiencia que se deberá eft?ctuar 

dentro de los diez días hábiles siguientes a la notificación 

del auto (art. 152, Pfo. segundo). 

Durante el desarrollo de la audiencia tanto el Juez como 

Ministerio Público y defi:nsor podrán interrogar al acusado si 

asi lo desean en relación a los h~ct1os materia del juicio. 

También en la misma audiencia, siempre que fuere necesario 

podrán repetir las diligencias probatorias que se hayan 

realizado dentro de la instrucción, si a parecer del Juez esto 

sea posible, siempre y cuando lo anterior haya sido solicitado 

por las partes a más tardar al día sigui•!ntc a la notificación 

de la citación a la audiencia (art. 306, Pfo. se~undo). 

El mismo párrafo segundo del artículo 306 del Código Federal 

nos dice que no será procedente ningún recurso en el caso de 

que el Juez niegue o admita la repetición de las diligencias 

probatorias anteriore?· 
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En dicha audiencia et :-tínisterio Público emitirá en primer 

término sus conclusiones en forma verbal para que 

posteriormente realice lo mismo la defensa del acusado (art. 

307 c.F.P.P). 

Si las conclusiones del Ministerio Público son de carácter 

acusatorio se estará a lo dispuesto en el articulo 306 del 

citado C6digo, dictlndose sentencia en la misma audiencia o 

dentro de los cinco días siguientes a la celebración de la 

diligencia. 

Para el caso de que las conclusiones sean no acusatorias, o 

contrarias a las constancias procesales, se estará a lo 

previsto en el artículo 295 del C6digo Federal, el cual nos 

dica que el Órgano jurisdiccional informará al Procurador 

General de la República el contenido de dichas conclusioneG, 

señalando cual es el motivo del env{o, para que éste dentro de 

los quince días siguientes al de la fecha en que Sf! hayan 

recibido junto con el proceso, resuelva si son de confirmarse, 

revocarse o modificarse. 

El Juez, una vez que haya recibido la ~resolución del 

Procurador General de la República procederá emitir la 

sentencia correspondiente. 

PROC~DIKIF.NTO ORDINARIO 

El procedimiento ordinario inicia al momento en que se 

decrete el auto de formal prisi6n, o bien cuando el procesado y 

su defensor solicitan al órgano jurisdiccional se revoque la 

apertura del procedimiento sumario {art. 306, Pfo. segundo C.P. 

P.D.F.). 

La diferencia existente entre el procedimiento sumario y el 

ordinario, estriba únicamente en la amplitud del término para 

los actos probator1os en é~te Último. 
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.fil!. Materia del ~ Común, el art{culo 314 del Código 

Distrital nos señala que dentro de los quince días siguientes a 

la notificación del auto de formal prisi6n, las partes; 

Ministerio Público y defensa propondrán las pruebas que estimen 

necesarias, las r:uales se deberán desahogar en una audiencia 

dentro de los treinta días posteriores, término dentro del cual 

se practicarán, igualmente, todas aquéllas que el Juez, estime 

necesaL"ias para el esclarecimiento de la verdad y 1-'ls 

diligencias relativas. 

Para el caso de que una vez desahogadas las pruebas ofrecidas 

dentro del término antes señalado, aparecieran otras derivadas 

de las anteriores, el Juoz ampliará el término por diez d{as 

más para su desahogo y esclarecimiento de la verdad. 

Transcurridos o renunciados los plazos para la presentación y 

desahogo de pruebas y si no hubiere alguna más, el Juez 

declarará cerrada la instrucci6n y mandará poner la causa a la 

vista del Minist~rio Público y de la defensa durante cinco días 

por cada uno, empezando el término primero para el 

representante social después para la defensa, para que 

formulen sus conclusiones. Si el expediente excediera de 200 

fojas, por cada 100 de exceso o fracción, se aumentará un día 

al plazo señalado, sin que éste nunca sea mayor da treinta días 

hábiles (art. 315 C.P.P.D.F.). 

El Ministerio Público al formular sus conclusiones lo hadi en 

de una forma suscinta y :net6dica, haciendo mención de las 

cuestiones de derecho que surjan, citará leyes, ejecutorias o 

doctrinas aplicables y terminará su pedimento en proposiciones 

concretas (art. 316 C.P.P.D.F.). 

Las conclusiones del Ministerio PÓblico deberán ser formuladas 

por escrito y tas de la defensa no se sujetarán a ninguna regla 

especial. 
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Las conclusiones del Ministerio Público únicamente se pueden 

modificar por causas supervenientes y en b~ncficio del acusado, 

por su parte la defensa podrá retirar y modificar libremente 

sus conclusiones en cualquier tiempo y antec de que se declare 

visto el proceso (art. 319 C.P.P.o.F.). 

Exhibidas las conclusiones de las partes, el Juez fijará d{a 

y hora para la celebraci611 de la audiencia de vista, en la cual 

las partes sostendrán el contenido de sus conclusiones, dicha 

audiencia se celebrará dentro de tos cinco d{as siguientes. 

(art. 325 C.P.P.O.F.). 

La sentencia se pronunciará dentro de los diez d{as siguientes 

a la vista. Si el expediente excediera de 200 fojas, por cada 

100 de exceso o fracción, se aumentará un dÍd más al plazo 

señalado, sin que nunca sea mayor de treinta días hábiles (art. 

329 C.P.P.D.F.). 

Si las conclusiones del Ministerio P6blico Cueren de car&cter 

no acusatorio o contrarias a las constancias procesales, el 

Juez las remitirá junto con el proceso respectivo al Procurador 

de Justicia de que se t~ate, señalando en LJ.~le consiste la 

contradicción o el motivo de la remisi6n, para que éste las 

confirme, modifique o revoque (art. 320 c.P.P.D.~.}. 

Por su parte el Procurador de Justicia resol verá dentro de 

los diez días siguientes a la fecha de su Lcmisión, si las 

conclusiones son de confirmarse, modificarse o revocarse. Si 

el expediente excediera de doscientas fojas, por cada cien de 

exceso o fracci6n, se aumentará un día al plazo señalado, sin 

que nunca sea mayo veinte días hábiles (art. 321 C.P.P.D.F. ). 

Si transcurridos los plazos antes sefialados el Juez no 

recibiere respuesta del Procurador, se ent,cnderá que las 

conclusiones han sido confirmadas, y si el pcdimPnto del 

Procurador fuere de no acusación, el Juez sobreRcerá el asunto 

y ordenará la libertad del procesado (art. 323 C.P.P.D.F.). 
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.fü:!. Mate ria Federal, el procedimiento ordinario por regla 

general deberá realizarse en un plazo máximo de diez meses 

contados a partir de la fecha del auto de formal prisión o de 

sujeción proceso, de acuerdo con lo establecido por el 

artículo 147 del Código Federal de Procedimientos Penales que 

nos seflala: "Cuando exista auto de formal prisión y el delito 

tenga señalada una pena máxima que exceda de dos años de 

prisión, se terminará dentro de diez meses; si la pena máxima 

es de dos años de prisión o menor, o hubiere dictado auto de 

sujeción a proceso, la instrucción deberá terminarse dentco de 

tres meses". 

Dicho procedimiento se deberá realizar siguiendo los 

lineamientos que nos marca el articulo 20 fracción VIII de la 

Constituci6n General de la República. 

Con el auto de formal prisión, el ,Juez ordenará poner el 

proceso a la vista de las partes para que por tres días 

ofrezcan pruebas cada uno, empezando a correr el término para 

el Ministerio PÚbl ico y después para la defensa, las cuales se 

desahogaran dentro de los quince días siguientes a la 

notificación del auto que recaiga a la solicitud de la prueba. 

Es obligación del Juez dictar dentro del mes anterior a que 

concluya cualquiera de los plazos o del término del proceso, 

el auto que indique esta circunstancia, así como la relación do 

pruebas, diligencias recursos que aparezcan pendientes de 

desahogar, debiendo dar vista a las partes para que dentro de 

los diez días siguientes mnnifiesten lo que a su derecho 

convenga, indicándoles que de no hacerlo resolverá conforme a 

lo establecido en el artfculo 150 del Código Federal. 

Transcun: idos los plazos a que se refiere el artículo 147 o 

cuando el tribunal considere agotada la instrucción, emitirá 

res o 1 uc i ón al respecto que se notificará personalmente a las 

partes y mandará po~er el proceso a la vista de éstas durante 
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diez días comunes, para que presenten las pruebas que 

consideren pertinentes y que puedan practicarse dentro de los 

quince d{as siguientes a la notificación del auto que recaiga a 

la solicitud de las pruebas. Según las circunstancias que 

observe el Juez en la instancia, podrá ampliar el término de 

desahogo de pruebas hasta por diez días más. 

El Juez declarará cerrada la instrucción cuando, habiéndose 

resuelto que el procedimiento quedó agotado, hubieren 

transcurrido los plazos o las hayan rénunciado a ellos (art. 

150 C.F.P.P.). 

Una vez cerrada la instrucción se pondrá la causa a la vista 

del Ministerio Público y de la defensa por diez días a cada 

uno, para que formulen sus conclusiones, si el expediente 

excediere de doscientas fojas, por cada cien de exceso o 

fracci6n se aumentará un d{a al plazo señalado, sin que éste 

nunca sea mayor de treinta d{as hábiles. 

Las conclusiones del Ministerio Público, al igual que en el 

proceso del fuero comun deberán ser por.. escrito, en 

proposiciones concretas y citando leyes y jurisprudencias 

aplicables al caso. Por su parte las conclusiones de la 

defensa no se sujetarán a ninguna formalidad. 

Emitidas la conclusiones po:r las partes, el ,Tu~z citará a una 

audiencia que deberá efectuarse dentro de los cinco días 

siguientes; la citaci6n para esta audiencia produce los efectos 

de citación para sentencia; las partes podrán emitir sus 

alegatos, }' una vez emitidos estos, el Juez declarará visto el 

proceso. (ar ta. 305 y 305 de 1 e. F. p.p. ) . 

La sentencia deberá emitirse dentro de los diez días 

siguientes a la terminación de la audiencia, y si el expediente 

excediera de quinientas fojas, por cada cien de exceso o 

fracci6n se aumentará un día más al plazo señalado, sin que 

éste nunca sea mayor de treinta d!as hábiles (art. 97 C.F.P. 

P.). 
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1.3 llL JUICIO 

Antes de adentrarnos en 10 que es la etapa del juicio en el 

procedimiento penal mexicano es conveniente precisar el 

significado de ésta palabra. 
Para Eduardo Pallares "Juicio, se deriva del latín 

iudicium, que, a su vez, viene del verbo judicare compuestó 

de l.!!!1 derecho y ~, ~ que signitica dar, 

declarar o aplicar el derecho en concreto." (19) 

"Juicio se refiere a la capacidad o al hecho de discernir 

lo bueno de lo malo, lo verdadero de lo falso, lo legal de lo 

ilegal, que es la tarea realizada por el juez en la sentencia. 
Desde el punto de vista de la 16gica, es un proceso racional, 

a través del cual, por medio de un enlace de conceptos se llega 

a una conclusión. 

El juicio propiamente dicho, es un acto de voluntad del 

tribunal, que se traduce en la sentencia. 

En nuestro medio, la ley establece una instrucci6n en la 
cual, desde su inicio, surge el llamado debate oral, público y 

contradictorio, significándose con eso que nuestra instrucci6n 

absorve al juicio." (a>) 

A éste respecto el Licenciado Arturo Arriaga Flores nos dice 

que 11 ••• el juicio biene a constituir una etapa, únicamente, 

dentro del conglomerado denominar;.., procedimiento penal, en la 

cual el representante social a de establecer en puntos 

19.- Pallares Efum:b, Dia:icrario el? I:Ero:!n Pro:IS>l. Civil, µ\g. m. 
<D.- Cblin sn:rez Grll.l.emo, q:i.ctt. ¡ñ:¡s. 429 y 431. 



concretos su acusaci6n, el procesado su defensa, y el órgano 

jurisdiccional ha de valorar las pruebas proporcionadas y 

pronunciar posteriormente, su resoluci6n la controversia 
penal expuesta ante su persona. 11 (21) 

La definici6n anterior concuerda literalmente con lo 

expresado en el articulo primero, fracci6n IV del C6digo 
Federal de Procedimientos Penales, que nos señala: 

Art!culo I •. - EL presente c6d igo comprende los sigu lentes 

procedimientos• 
IV.- El de primera instancia, durante ol cual 

el Ministerio P6bllco precisa su pretensl6n y el 

procesado su defensa ante el tribunal,y éste valora 

las pruebas y pronuncia sentencia definitiva." 

Apeg.Sndonos a la definici6n anterior y de conformidad con lo 

establecido por nuestros ordenamientos procedimentales de la 

materia; El 

el per!oúo 

principal, 

juicio en el procedimiento sumario se concentra con 

del pr.,ceso en una aola audiencia denominada 

dentro de la cual las partes podrán formular 

verbalmente sus conclusiones, excepto el caso cm'" que las mismas 

se reserven el derecho de formularlas por escrito dentro de los 

tres dS::as siguientes, comenzando a correr el término, primero 

para el Ministerio P6blico y enseguida para la defensa. (art. -

307, en re1aci6n con el 306 y 314 del c.P.P.D.F.). 0 

Por el contrario en el procedimiento ordinario el periodo d~l 

juicio ésta totalmente separado del procesb y sa inicia con el 

auto que emite el juez, en el que declara cerrada la 

instrucci6n y manda poner la causa a la vista de las partes 

durante cinco días para cada uno, a efecto de que formulen sus 

conclusiones (art. 315 del c.P.P.D.F.)•• en los términos que 

21.- !\rrla;¡! FJam Arturo, q:i. ctt. µ¡g. m. 
* ~, ~. 33, 34, 35. 

'** s.p:a, ¡:Ó:]J. 38 y :n. 



nos establece el artículo 317. 

Como se puede observar la parte medular del juicio viene a 

ser la formulación de las conclusiones de las partes, por lo 

cual consideramos importante dejar establecido lo que 

entendemos por conclusiones dentro del procedimiento penal. 

Las conclusiones en materia pcrnal son aquellos actos 

procesales realizados tanto por el Ministerio PÚbl ico como la 

defensa, por medio de los cuales con base en los elementos 

probatorios aportados durante la secuela procesal, establecen 

su posici6n jurídica en relaci6n a los hechos delictivos 

sometidos a la consideración del juzgador.• 

Tratándose de las conclusiones que cmi ta el Ministerio 

Público estas pueden ser: 

1.- Provisionales. 

2.- Definitivas. 

J.- Acusatorias. 

4.- Inacusatorias. 

5.- Contrarias a las Constancias Procesales. 

A continuación pasaremos a explicar cada una de ellas. 

1.- Conc1uaiones Provinionales 

Son aquellas conclusiones acusatorias o inacusatorias en las 

que el juez no dicta un élUto de c;:iráctcr definitivo por haber 

sido remitidas jirnto con el proceso al Procurador 

correspondiente a efer::to de que las confirme, modifique o 

revoque, cuando se trate de los siguientes casos: 

En materia del~ Común. (art. 320 c.P.P.O.F.). 

a) Conclusiones no Acusatorias. 

b) Contrarias a las Constancias Procesales. 

* C!r. Arri¿g.:i Flores Arb..n:o, cp. cit. róJ. 300. 
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En~ Federal. (art. 294 C.F.P.P.). 

a) Conclusiones no Acusatorias. 

b) Si en las conclusiones formuladas no se comprendiere algún 

delito que resulte probado de la ·1nstrucción. 

e) Si fueren contrarias a las constancias procesales. 

d) Si en ellas no se fijan en proposiciones concretas los 

hechos punibles que se atribuyen al acusado, si no se 

solicita la aplicaci6n de las sanciones correspondientes, 

incluyendo la reparación del daño y perjuicio, si al 

citar leyes y jurisprudencias aplicables al caso no se 

hacen en ésta forma o si éstas no contienen los elementos 

constitutivos del delito, así como los conducentes a 

establecer la responsabilidad y si no contienen las 

circunstancia.S que deban tomarse en cuenta para 

individualizar la pena o medida. (art. 293 C.F.P.P.). 

De lo anteriormente expuesto se puede decir que mientras el 

Procurador respectivo no resuelva dentro de los 10 días 

siguientes a la fecha en que las haya recibid9 junto con el 

proceso y el juez no pronuncie un auto considerándolas con 

carácter definitivo, sean estas acusatorias o inacusatorias, 

las conclusiones serán provisionales. (arta. 321 C.P.P.D.F. Y 

295 C.F.P.P. ). 

2.- Conclusiones Definitivas. 

Son aquellas emitidas por las partes y que el órgano 

jurisdiccional considera como definitivas sin que puedan ser 

modificadas, salvo que esto sea por causas supervenientes y que 

beneficien al acusado (art. 119 C.P.P.D.F.). 

En éste caso únicamente podrán ser modificadas las emitidas por 

el Ministerio Público, ya que la defensa lo podrá hacer en el 

momento que lo desee y antes de que se declare visto el proceso. 
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3.- Conclueioaea Acusatorias 

Son aquellas que expresan en proposiciones concretas los 

hechos punibles que se atribuyen al acusado, y en las que se 

solicita la aplicación de las sanciones correspondientes, 

incluyendo la reparaci6n del daño y perjuicio, haciendo mención 

de las leyes y jurisprudencias que se apliquen al caso. Dichas 

proposiciones deberán contener los elementos de prueba 

relativos la comprobación del cuerpo del delito y las 

conducentes a eatablecer la responsabilidad penal y las 

circunstancias que se tomar&n en cuenta para la 

individualizaci6n de la pena o medida. (arta. 317 c.P.P.o.F. y 

293 C.F.p,p,), 

A éste respecto el tratadista Guillermo Colín Sánchez, nos 

dice que son conclusiones acusatorias "la exposici6n 

fundamentada, jurídica y doctrinariamante, de los elementos 

inatructorios del procedimiento, en los cuales se apoya el 

Ministerio Público para señalar los hechos delictuosos por los 

que acusa, el grado de responsabilidad del acusado, la pena 

aplicable, la reparaci6n del daño y las demás sanciones 

previstas legalmente para el caso concreto." (22) 

4.- Conclueioaes Inacusatorias 

son aquellas que determinan la no acusaci6n del procesado y 

la libertad del mismo cuando el delito no haya existido, o 

bien, que existiendo no sea imputable al procesado, o por que 

se dé en favor de .éste alguna causa de justificaci6n· 1=t>i.· 

eximente de responsabilidad de las señaladas en el capitulo IV, 

ti tul o I, libro primero del C6digo Penal para el Dlstri to 

Federal. 

22.- o:illn S"rdEz Qli.J.la:no, cp. cit. ¡:á;¡. 437. 
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Este tipo de concluisiones tambien se pueden emitir en los 

casos de amnist!a prescripci6n, perd6n o consentimiento del 

ofendido. 

Es importante 

tarnbi~n deberSn 

señalar que las conclusiones inacusatorias 

ser remitidas al Procurador General de 

Justicia de que se trate, observándose la tramitación procesal 

utilizada para las conclusiones no acusatorias. 
Estas conclusiones una vez confirmadas 'pueden producir los 

siguientes efectos: 

a) El sobreseimiento de l,a causa, cuyo auto orlginarli las 

mismas consecuenciás de una sentencia absolutoria con 

valor de ''cosa juzgada'' una vez ejecutoriada. (art. 324 c. 

P.P.D.F., 298.' fracci6n J, y 304 c.F.P.P.). 

b) La inmediata libertad de procesado. (art. 323 C.P.P.D.F.). 

5.- Conclusiones Contrarias a las Constanciap Procesaies 
Son aquellas en las cuales existen contradicciones en loa 

hechos o pruebas expuestas por el Ministerio Público, en 

relaci6n con las constancias procesales de la "causa penal de 

que se trate. 

Estas conclusiones se dan cuando hay omisiones en los hechos 

o en las pruebas que obran en el expediente, o bien cuando oe 

falsean las probanzas aportadas durante el proceso. Pero 

cuando ss trate del criterio de la apreciaci6n de los hechos y 

de la valoraci6n de las pruebas realizado por el juez, nunca 

se podrán considerar como tales \as conclusiones emitidas por 

el representante social. 

Para e1 caso de que las conclusiones sean contrarias a las 

constancias procesales, los artículo 320 y 293 de foSi;C6dígos 

Procediemntales Distrl tal y Federal respectivamente, nos 
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señalan que el órgano jurisdiccional deberá en éste caso 

remitir al Procurador de Justicia respectivo, el expediente 

junto con las conclusiones a efecto de que las ratifique, 

modifique o revoque. 

Una vez explicado en 'JUe conEiisten las conclusiones que en 

en un momento dado pudierá emitir el Ministerio Público, 

señalaremos cual debe ser el contenido en general de las 

mismas: 

1.- Una exposición de hechos realizada de manera met6dica. 

2.- Estudio jurídico de las pruebas aportadas en la causa 

penal, el que deberá contener la relación de presccptos 

legales, jurisprudencias y doctrina, que deberán ser 

congruentes con los hechos asentados en la causa penal y 

con la personalidad del procesado al momento de 

mencionar las probanzas. 

J.- Proposiciones sobre las cuestiones de hecho y las de 

derecho. 

4.- Puntos petitorios, con proposiciones específicas 

individuales al caso concreto. 

Una vez que el Ministerio Público ha emitido sus 

conclusiones, 

corresponde 

y que éstas sean de carácter acusatorio, 

la defensa hacer lo propio, pero si el 

representante social no presenta conclusiones en ese sentido y 

que las mismas hayan sido de inculpabilidad o inacusatorias, no 

tiene ningún caso que la defensa presente conclusiones 

solicitando la inculpabilidad de quien no ha sido acusado o la 

disminución de una pena no solicitada por la autoridad 

competente. 

Las conclusiones que emita la defensa únicamente podrán ser 

de dos clases; Provisionales o Definitivas. 
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A éste respecto el art!culo 319 del C6digo Pro_cesal 

Distrital nos señala que la defensa podrá libremente retirar y 

modificar sus conclusiones antes de que se declare visto el 

proceso. También el articulo 310 de la misma ley nos dice que 

las conclusiones que emita la defensa no se sujetarán a ninguna 

regla especial. 

Las peticiones que formula al 6rgano jurisdiccional la 

defensa en sus conclusiones consisten generalmente en solicitar 

que se tomen las medidas favor~bles para su defensa, apoyandose 

en las pruebas que integran la causa pena1, mencionando las 

causas de imputabilidad que sean aplicables al caso, asi como 

la aplicación de sanciones benignao. 

El mamen to procedimental pa ru la exposición de conC' l us iones 

tanto del Ministerio Público como Ce la defensa depende del 

procedimiento que se siga, sea éste ordinario o sumario, pero 

comunmente en ambos se real izará después de qut'? el 6rgano 

jurisdiccional 

instrucci6n. 

emite el auto que declara cerrada la 

Ahora bien, para el caso de que la defensa ño presente sus 

conclusiones dentro del plazo señalado por la ley, el órgano 

jurisdiccional impondrá al defensor incumplido, una multa o 

arresto hasta por tres d{as, sin que por estos hechos quede en 

estado de indefensi6n el procesado, toda vez que en este caso 

se tendrán por formuladas la E:. conclusiones de inculpabilidad. 

(art. 318 y 297 de los Códigos Procesales Distrital y Fedaral.) 

Una vez que el juez admite como definitivas las conclusiones 

de las partes, deberá fijar en ese instante día, y hora para la 

celebración de la audiencia final de primera instancia, también 

conocida en el sistema pr-ocesal mexicano como audiencia de 

vista de partes. Dicha audiencia se realizará tanto en el 

procedimiento del fuero com6n como federal, dentro de los cinco 

d{as siguientes. (arts. 325 C.P.P.D.F. y 305 C.F.P.P. ). 
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En esta audiencia tanto las partes como el juez podrán 

interrogar al acusado sobre los hechos materia del juicio, 

también Eii juez podrá solicitar que se repitan aquellas 

diligencias que se ubieren practicado durante la instrucción, 

siempre·-que fuere necesario y posible, oir¡ los alegatos de las 

partes y la reproducción verbal de sus conclusiones, con lo 

cuai declarará visto el proceso (arts. 306 c.F.P.P. y 328 C.P. 

P.D.F. ). 

La celebración de la audiencia final debe observar ciertas 

reglas dependiendo del tipo de procedimiento que se siga. 

~ Común.- En el procedimiento sumario, cuando las 

conclusiones sean acusat,orias, las probanzas y la vista de 

partes se desarrollan dentro de la misma audiencia principal, 

quedando el juzgador en posibilidad de emitir en el mismo acto 

su sentencia o disponer de un término de cinco d{as para ello. 

(arts. 308, 2• y 3• párrafo, y 309 C.P.P.D.F. ). 

En el procedimiento ordinario, una vez que las conclusiones 

de la defensa son expuestas o que se le formulen las de 

inculpabilidad al procesado, el juez fijará día y hora para la 

celebración de la audiencia de vista, la cual se llevará a 

efecto dentro de los cinco días siguientes. {art. 325 C.P.P.D. 

F.). Para el caso de que el Ministerio Público o la defensa no 

acudan a está, el jue:r. citará para una nueva dentro de los ocho 

días siguientes (art. 326 C.P.P.D.F.), en la cual se recibirán 

las pruebas que legalmente puedan presentarse, así como oír los 

alegatos de las partes y la lectura de las constancias que las 

partes señalen, lo cual permitirá al juez declarar visto el 

proceso y prepararse para emitir su sentencia dentro de los 

diez dlas siguientes. (arts. 328 y 329 C.P.P.D.F.). 
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~ ~.- En el procedimiento sumario, al igual 

que su similar en materia común, está se realiza en una 

audiencia principal que se deberá efectuar dentro de los diez 

días siguientes la notificaci6n que declara cerrada la 

instrucci6n (art. 152, 32 párrafo), en la cual el Juez, 

Ministerio Público y defensa tendrán el derecho de interrogar 

al acusado sobre los hechos materia del juicio, e inclusive, 

siempre que fuere necesario y posible, se podrá a juicio del 

órgano jurisdiccional repetirse las diligencias probatorias que 

se hayan realizado durante la instrucción, cuando las mismas 

sean solicitadas por las partes a más tardar al día siguiente 

al· de ta notificación de la audiencia. También Re dará lectura 

a las constancias que las partes señalen, para que después de 

olr los alegatos de las mismas se declare visto el proceso (art. 

306 C.F.P.P.), dictandose sentencia en la misma audiencia o 

dentro de los diez días siguientes. (art. 307 C.F.P.P.). 

Por lo que haCe al procedimiento ordinario la audiencia final de 

primera instancia tiene gran similitud con la que se lleva a 
cabo en el procedimiento sumario en materia feOeral; lo único 

en que se diferencían es en cuanto a la amplitud de los 

términos, toda vez que en el procedimiento sumario una vez 

presentadas las concluciones por las partes, las probanzas y 

alegatos se desarrollan en una audiencia principal y en la 

misma o dentro de los cinco días siguientes se emite sentencia, 

mientras que en procedimiento ordinario presentadas las 

conclusiones por las partes, la audiencia se deberá celebrar 

dentro de los cinco días siguientes al plazo dado para la 

formulación de conclusiones (art. 305 C.F.P.P.) y la sentencia 

se emitirá dentro de los diez d{as siguientes a la celebración 

de la audiencia principal. (art. 91 C.F.P.P.). 
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1.4 LA SENTENCIA 

Se dice que la palabra sentencia probiene del lat!n 

sententia, que significa dictamen o parecer, también se afirma 

que proviene del vocablo latín sentiendo, por que el juez, 

partiendo del proceso declara lo q11e siente.* 

Francisco Car rara, señala que es "Todo dictamen dado por el 

juez acerca del delito a cuyo acontecimiento a sido llamado."(~) 

Ugo Rocco, en su obra, Derecho Procesal Civil, señala que "La 

sentencia es un acto intelectivo por medio del cual el Estado, 

a través de los órganos jurisdiccionales competentes, declara 

la tutela jurídica que otorga el derecho violado y aplica la 

sanci6n que corresponde al caso concreto.'' (~) 

Para González Bustamante, la sentencia es " ••• un acto de 

declaración de imperio. En ella el tribunal mediante el empleo 

de las reglas de raciocinio, declara en la forma y t6rminos que 

las leyes establecen, si el hecho atribuido a determinada 

persona reviste los caracteres del delito y decreta la 

imposición de las sanciones o de las medidas de seguridad que 

procedan. u (25) 

Fernándo Arilla Bas señala que "La sentencia es el acto 

decisorio culminante de la actividad del 6rgano jurisdiccional, 

el cual resuelve si actualiza o no sobre el sujeto pasivo de la 

acci6n penal la conminación penal establecida por la ley." (~) 

Por su parte Oronoz Santana, considera que la sentencia es 

• Cfr. oilln sán:tez Cl.rllJerno, cp. cit. ¡:{g. 453. 

23 Qirrara Fron::is:D, cit. p:s: oilln sán:tez OJil.Jerno, cp. cit. ¡:{g. 453. 

24 RnD U;p, cit. p:s. G:nzález Bl5tarante Jwn .J<:fé, cp. cit. ¡:{g. 232. 

25 Cl:lcll.ez EUstamnte Jum Jcre, cp. cit. ¡:{g. 232. 

~ Arll.!a 8's Ferrárrl:J, cp. ci t • ¡:{g. 163. 



11 ••• el momento culminante del proceso en primera instancia, es 

cuando el juzgador emite su reso1uci6n en el caso concreto, 

estableciendo la situación procesal de la persona o las 

personas a las cuales se les imputa el ·hecho delictivo." (Z7) 

Por lo que respecta a nuestras leyes procesales tanto 

Distri tal como Federal en sus artículos 71 y 94, 

respectivamente, nos dicen que serán sentencias aquellas que 

resuelven el asunto en lo principal. 

En el procedimiento penal la sentencia es un acto procesal a 

cargo del juez, quien en cumplimiento de sus funciones aplica 

el derecho tomando como base las disposiciones jurídicas y las 

diligencias practicadas durante la secuela procedimental, para 

adecuar la conducta o hecho., al tipo penal, estableciendo una 

relaci6n causal entre la conducta realizada por el sujeto, su 

participación y el resultado determinando de esta manera la 

culpabilidad, la inculpabilidad, la procedencia o improcedencia 

de una causa de justificaci6n, de una excusa absolutoria o 

cualquier otra 

la libetad, 

seguridad. 

eximente, para que, según sea el caso decretar 

la aplicaci6n de una pena o~ una medida de 

Las sentencias se pueden clasificar en : 

Condenatorias.- Son emitidas cuando la existencia del 

delito y la responsabilidad penal del procesado se encuentran 

plenamente comprobadas. 

Absolutorias.- se fundamenta en la falta de pruebas 

para comprobar la existencia del cuerpo del delito y la 

presunta responsabi 1 id ad o que estando comprobado el primero no 

lo esté el segundo; también se dicta cuando ha sido comprobada 

una causa excluyente de responsabilidad. En estos casos el juez 

ordenará que se ponga en libertad al o los procesados. 

'lJ attr= Srtan Qn-J!B M., qi. cit. ¡:á;¡. 185. 
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Es conveniente señalar que hay algunos tratadistas que dentro 

de esta clasificación incluyen a las resoluciones 

interlocutorias, otorgándoles la categoría de sentencias, pero 

esto no puede ser posible toda vez que una sentenciil biene a 

resolver el fondo de un asunto y una resolución interlocutoria 

se dicta sin que el proceso se encuentre agotado y sólo sirve 

para resolver cuestiones accesorias o bien suspender el proceso 

en los casos que la ley determine. 

Las sentencias deben dictarse por el o los delitos que se 

hayan seguido en el proceso y que se encuentren seílalados en el 

auto de formal prisión; el juez nunca podrá rebasar la 

acusación hecha por el Ministerio PÚblico, toda vez que al 

hacerlo estaría invadiendo las funciones persecutorias de ~stc y 

se estarían violando las leyes del procedimiento a que se 

refiere el artículo 160 de la ley de amparo. 

En el caso de que la sentencia fuere obscura en algún 

concepto o tuviera alguna omisión en algún punto del proceso, 

la partes podrán pedir la aclaración de aquella. En el 

procedimiento federal la aclaración se tramitará de acuerdo a 

los estipulado en los artículos 351 a 359 del Código Federal y 

en materia común no existe una regulación expresa al respecto, 

por lo cu a 1 se deberá atender a lo dispuesto en el ca pi tu lo 

VIII del Código Distrital que se refiere a los incidentes no 

especificados, en los artícuos 341 a 345. 

La tramitación de estos incidentes de aclaración interrumpe 

el término para interponer el recurso de apelación. 

Los requisitos que debe con tener toda sentencia de acuerdo 

con los artículos 72 y 95 de los Códigos Procedimentales 

Distrital y Federal respectivamente, son los siguientes: 

I.- El lugar en que se pronuncien; 

II.- Los nombres y apellidos del acusado, su sobrenombre 

si lo tuviere, el lugar de su nacimiento,nacionalidad 
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edad, estado civil, su residencia o domicilio, y su 

ocupación, oficio o profe6i6n; 

XII.- Un extracto breve de los hecho's exclusivamente 

conducentes los puntos resolutivos de la 

sentencia1 
IV.- Las consideraciones y los fundamentos legales de 

la misma y; 

v.- La condenaci6n o absoluci6n correspondiente y los 

demás puntos resolutivos. 

En base a lo antes expuesto diremos que la estructura formal 

de una sentencia es de la siguiente manera: 

a) Encabezado; fracciones I y 11. 

b) Resultandos; fracción III. 
e) Considerandos; fracción IV. 
d) Puntos Resolutivos; fracción v. 

También es importante diferenciar lo que es una sentencia 

definitiva de una ejecutoriada, a esté respecto la Supr'ema 

Corte de Justicia de la Nación establece que ""Por sentencia 

definitiva debe entenderse ta que resuelve el proceso y la 

ejecutoriada es aquella que no admite recurso alguno.''* 

Las sentencias definitivas causarán ejecutoria cuando la ley 

no conceda recurso alguno contra ellas, cuando han sido 

consentidas expresa o tácitamente por las partes o por el 

cumplimiento voluntario de la misma. (arts. 443, frac. I, C.P. 

P.D.F. y 360, frac. r, c.F.P.P.). 

Con la sentencia ejecutoriada el acusado adquiere el carácter 

de sentenciado, sin que lo pierda en el caso de que solicite el 

amparo directo. 

* Cfr. AriJJa B:ls Ferrán:b, q:>. cit. pi;¡. 165. 
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Finalmente diremos que en materia del fuero común en el 

Distrito Federal el juez podrá dictar sentencia en la misma 

audiencia principal o dentro de los cinco días siguientes en 

los juicios sumarios y diez en los ordinarios.* Por lo que 

respecta a la materia federal, en el procedimiento sumario la 

setencia se deberá dictar dentro de la audiencia de vista o 

dentro de los cinco días siguientes a está, y en el 

pracedimhrnto ordinario la sentencia se emitirá dentro de los 

diez días siguientes la celebración de la audiencia de 

vista.** 

·~.¡:á;¡.9J . 

.. ~.¡:á;¡.51. 



CAPITULO SllGUNDO 

LOS llEDIOS DI! PRUEBA 
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LOS MEDIOS DE PRUEBA. 

Para poder comprender ampliamente lo que son las medios de 

prueba es indispensable conocer antes lo que es en si la 

prueba, toda vez que ésta forma parte importante dentro del 

desarrollo de un procedimiento, sea éste penal, civil, laboral, 

o administrativo. 

Dentro de la doctrina existe una gran diversidad de opiniones 

sobre lo que debemos entender por prueba, por lo cual haremos 

referencia a algunos autores que acertadamente nos proporcionan 

el concepto de prueba. 

Colín s5.nchez, afirma que "Prueba es todo medio factible de 

ser utilizado para el conocimiento de la verdad hist6rica y la 

personalidad del delincuente; para de esa manera estar en 

aptitud de definir la pretensión punitiva estatal.º (1) 

A este respecto Fernándo Arilla Bas nos dice que "Probar 

procesalmente hablando es provocar en el ánimo del titular del 

6rgano jurisdiccional, la certeza respecto de la existencia o 

inexistencia pretéritas de un hecho controvertido." (2) 

Piña y Palacios, define a la prueba diciendo "Que es el medio 

de llegar al conocimiento de la verdad." C3) 

Por su parte Rafael de Pina Vara, sostiene que "Prueba es la 

actividad encaminada a la demostración de la existencia de un 

hecho o un acto o de su inexistencia.'' <4) 

1.- Q:llÍn sm:rez QJillenro, q>. cit. ¡:ég. 2Bl. 

2. - /\rlJ.la ll'ls Fe!:rÉn:b' q>. cit. ¡:ú;¡. 96. 

3.- Plfu y Pallcic:G Javier, !Em:ln Pt1nral Fm;J., µ>;¡. 157. 

4.- re Pira Vara Rafael., Dia:icrario ch °'1.mn, µ>;¡. 393. 
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Alcal.&. Zamora y Castillo, considera que se debe entender por 

prueba en sentido estricto ºEl conjunto de actividades 

destinadas a obtener el cercioramiento judicial acerca de los 

elementos indispensables para la decisión del litigio sometido 
a proceso. " (S) 

Gonzhez Bustamante, la prueba en el 

procedimiento judicial es 

considera que 

susceptible de tomarse en dos 

acepciones: 11 A veces se entiende que consiste en los medios 

empleados por las partes para llevar al ánimo del juzgador la 

convicci6n de la existencia de un hecho; otras comprende el 

conjunto de elementos que tiene en cuenta el tribunal en el 

momento de resolver sobre una si tuaci6n jurídica que se somete 

a su decisi6n... En suma, por prueba se entiende lo que 

persuade el espíritu; todo lo que existe en 

puede servir para establecer los elementos 

juicio." C5l 

el proceso que 

necesarios del 

Para el profesor Arturo Arriaga Flores, la prueba es "La 

justificaci6n legal de los hechos alegados, dudosos y 

controvertidos en juicio." (7) 

La mayor!a d~ los procesal istas coinciden en señalar que la 

prueba es el mejor medio que ha empleado el hombre para 

descubrir la verdad hist6rica de los hechos que motivaron el 

proceso, proporcionando al juzgador una amplia visi6n y certeza 

respecto de la existencia o inexistencia de un delito, pruebas 

que serán motivo de severo juicio en la etapa correspondiente 

del procedimiento y que son la base en que se sustenta la 

sentencia, que es la norma jurídica individual aplicable a un 

caso concreto controvertido. 

5.- lllallá 2'amra y castillo NlcetD, t:era:!"o PmHxü R3'al., ¡:á:¡. 17. 

6.- o::nzá1'z ll..lstarante Jtan J<::Eé, q:>. cit. Pá;¡. 332. 

7.-Arr!a;¡i Flaes Artllio, q:>. cit. ¡:á:¡. 274. 
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La prueba es histórica en virtud de que, a través de ella 

conoceremos el origen y la forma de como sucedierón las cosas, 

además representa y actualiza el pasado. F.n el proceso penal 

su único objeto es el descubrimiento de la verdad, y por el lo 

tiene que ser verdadero y real, esto es que la prueba vaya al 

fondo del asunto sin ocultar algún detalle que nos impida 

obtener dicha verdad. 

Por lo tanto, la prueba debe entenderse como un conjunto de 

elementos aportados por las partes interesadas, para crear 

convicci6n en el ánimo del juzgador sobre la verdad o falsedad 

de los hechos que motivaron el proceso y que serán valorados en 

el momento de dictar la ser1tencia correspondiente. 

En lo que f:e refiere al valor de la prueba diremos que éste 

es el grado de credibilidad que contiene la prueba para crear 

la certeza en el ánimo del juzgador.'* Esto es que el juzgador 

realiza un análisis de todas y cada una de las pruebas que 

integran un expedient.e a efecto de llegar a la verdad formal 

del hecho delictuoso. ** El fundamento legal del valor de la 

prueba está contenido en los artículos 246 a 261 del Código 

Distrital y 279 a 290 del Código Federal de la materia. 

Por lo que hace a la carga de la prueba, ésta recae sobrP. la 

parte que afirma según lo establecido por el artículo 248 del 

Código Procesal Distrital que al respecto señala: "El que 

afirma está obligado a probar. También lo está el que niega, 

cuando su negación es contraria a una presunción legal o cuando 

envuelve la afirmación expresa de un hecho." 

En relación con lo anterior, Rivera Silva nos dice que: "La 

carga de la prueba, o sea, la determinación de la persona 

obligada a aportar pruebas, no existe en materia penal, pues 

•Cfr. Arilla ras Fem5.rili, q:i. cit. p-\J. 101. 

- Cfr. l\rrlaJ3 Floro3 l\rtUro, q:i. cit. ¡:á;¡. m. 
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nadie, en particular, está obligado a apoC'tar determinadas 

pruebas para acreditar ciertos hechos y todos estan obligados a 

ayudar al esclarecimiento de la verdad histórica. No es válido 

el principio: "quien afirma está obligado a probar", pues la 

búsqueda de la verdad, en materia penal, es independiente de 

que quien afirme pruebe o no su aseveración e 
11 (S) 

Por lo anterior podemos llegar a la conclusión de que todos 

los que intervienen en un procedimiento penal tienen la 

obligación de coadyuvar en la obtención de la verdad histórica 

del hecho delictuoso, as{ tenemos que la carga de la prueba 

del delito, imputabilidad, culpabilidad y demás circunstancias, 

así como el monto del daño causado corresponde al agente del 

Ministerio Público. 

Por el contrario ante la existencia de una presunci6n legal y 

estando probados los elementos señalados en la ley, la carga de 

la prueba descansa en el inculpado para los efectos de destr11ir 

la presunción.• 

e.- Rl""" Silva Klrl.m, q:i. cit. ¡:&;¡. m. 
*Cfr. Rlwrn Silva Hnl>J., cp. cit. ¡:&;¡. <Pl. 
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2.1.- CONCEPTO DB MEDIO DE PRUEBA 

El conjunto de elemen.tos aportados por las partes pueden ser 

de diversa Í~dole y vienen a formar 10 que conocemos como 

medios de prueba. 

A éste respecto Alcalá Zamora y Castillo nos dice que son 

medios de prueba " .•• los medios o formas en que se exterioriza 

su práctica y que se uti 1 izan para llegar al conocimiento de la 
verdad en el proceso. 11 (g) 

Por su parte Manuel Rivera Silva al referirse a los medios de 

prueba señala en términos generales que ea " ••• el modo o acto 

con el cual se suministra conocimientos sobre algo que se debe 

determinar en el proceso.'' (ID) 

Para Oval le Favela, los medios de prueba son "· •• los 

instrumentos con los cuales se pretende lograr el 

cercioramiento del juzgador sobre los hechos objeto de la 

prueba ••• " (ll) 

Miguel Fenech establece: "Por medio de prueba entendemos 

aquél elemento que, de una u otra forma, sirve de instrumento 

para llevar a! ánimo del juzgador el convencimiento sobre la 

verdad o certeza de un hecho." (12) 

González Dustamante afirma que "El medio de prueba está 

constituido por el acto mediante el cual determinadas personas 

físicas aportan a la averiguación el conocimiento del objeto de 

la prueba; como sería por ejemplo, la declaraci6n testimonial, 

el juicio de peritos, etc." (!3} 

9.- /\lm1.á Za!aa y ilistillo Nimt:D, q:>. cit. ¡:á;¡. 34. 
10.- Ri""""' Silva Mm.cl, q:¡. cit. ¡:á;¡. 1'15. 
11.- 0Ja11J? ~ Jcm, D?m::lo Pro:aru Civil, ¡:á;¡. 75. 
12,- Fera::h M!g<.EJ., Eera::!-o Pm:Es3l Rrol, 'lb:tD II, ¡:á;¡. 310. 
13.- CJ:nZález !Ustamnte Jwn .Ja;é, q:i. cit. ¡:á;¡. 335. 
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De las definiciones antes mencionadas podemos observar que 

los tratadistas coinciden al señalar que los medios de prueba 

son los elementos que permitirán al juzgador adquirir la 

certeza o conocimiento sobre los hechos objeto de la prueba. 

Por lo cual podemos decir que los medios de prueba son los 

elementos, modos, formas, actos o caminos que de una u otra 

manera sirven de instrumento para llevar al ánimo del juzgador 

el conocimiento o certeza Gobre la verdad de los hechos que 

originaron el proceso. 

Por otra parte el Código de procedimientos Penales para el 

Distrito Federal contempla en su art{culo 135 como medios de 

prueba a los siguientes: 

I.- La Confesi6n: 

II.- Los Documentos P6blicos y Privados; 

III.- Lo~ Dictámenes de Peritos; 

IV.- La Inspección Judicial; 

v.- Las Declaraciones de Testigos, y 

vx.- Las Presunciones. 

A continuaci6n haremos un breve análisis sobre cada uno de 

estos medios de prueba que menciona el citado Código. 

I.- LJ\ COffl'BSION 

"La Confesión es el reconocimiento que hace el reo de su 

propia culpabilidad, es decir una declaración en la que 

reconoce su culpabilidad en la comisión de un delito. 11 04) 

"La confesión es un medio de prueba a través del cual un 

indiciado, procesado o acusado, manifiesta haber tomado parte, 

en alguna forma en los hechos motivo de la investigación. El 

sujeto admite haber realizado una conducta (acción u omisión) o 

14.- Ri"""'1 Silva une, cp. cit. ¡:á;¡. 211. 
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hecho, sin auxilio de nadie, o haber participado en la 

concepción, preparación y ejecución de los hechos por 

conocimiento previo o posterior. 11 (lSJ 

También puede ser entendida como "La narración de hechos 

delictuosos formulada por el propio su jet.o activo del delito, 

en los cuales reconoce haber participado de una u otra forma en 
la comisión de aqu611os." (lG) 

Con base en lo antPrior la confesión será para nosotros el 

reconocimiento o La manifestaci6n del procesado de haber 

participado en la comisión de un ilícito penal, ya sea como 

autor, complice o encubridor y cuya consecuencia jurídica le 

son desfavorables para el yue lo produce. 

La doctrina en general le da el ca.ráctor de medio de prueba a 

la confesión, pero al precisar su naturale::.a jurídica, las 

opiniones se dividen; algunos afirman que la confcsi6n ea sólo 

un indicio y otros establecen que es un mero testimonio. 

Al respecto Ji'.!vier Piña y Palacios, opina que la confesión 

tiene la naturaleza del testimonio, ya que el confesar 

testifica sobre los hechos en que se ha tomado parte, por lo 

que se convierte al mismo tiempo en actor y testigo, nada más 

que su testimonio es generalmente interesado¡ por su parte 

Guillermo Colín s&nchez, opina que la naturaleza jurídica de la 

confesión es un problema muy complejo, pero que en todos los 

casos existe la participaci6n del sujeto en alguna forma, en la 

comisión del hecho y debido a ello; en unos casos serán: 

A) La admisión to~al del delito; 

B) La aceptaci6n de algunos elementos del delito; 

C) El reconocimiento de ciertos elementos del tipo: 

O) Un medio paro la integración del tipo~ 

15.- CblÍn s>rd= Cl.lillr.rno, q:¡. cit. ¡:á;¡. 332. 

16.- Arria;µ Floro> Arturo, cp. cit. ¡D:¡. 2fü, 



La confesi6n ha sido clasificada en judicial< extrajudicial y 

ca 11 f !cada. 

CONPBSION JUDICIAL 

El Código de Procedimientos Penales para el Distrito Federal en 

su artículo 136, establece que la confesión judicial es la que 

se hace ante el ministerio público, el juez o el tribunal de la 

causa, sobre hechos propios constitutivos del delito. 

En este mismo sentido se expresa el art{culo 207 del Código 

Federal al señalarnos el mismo concepto de confesión judicial. 

CONPBSIOll BXTRt.JUDICIAL 

Es la que se produce ante cualquier Órgano distinto de los 

jurisdiccionales. Por ende puede llamar5e así a la que recibe11 

el ministerio público cuando actúa en ejercicio de la función 

de policía judicial (averiguación previa), o bien, la que 

aceptan sujetos ajenos las cuestiones del procedimiento 

(policía preventiva, presidentes municipales, particulares, etc) 

CONFP.SION Cl\LIPICJillA 

Es aquella confesión que realiza el acusado áceptando haber 

cometido o participado en algún delito, señalando aquellas 

circunstancias que se puedan considerar como excluyentes de 

responsabilidad .:i fin de que le "Sea disminuida la ap1icaci6n de 

la pena o que ésta no se le imponga. 

En cuanto a la legislación mexicana, el artículo ::!49 del 

C6digo de Procedimientos Penales para el Distrito Federal 

señala que la confesión debe reunir los siguientns requisitos: 

I .. - Que esté plenamente comprobada la existencia del 

delito; salvo lo dispuesto en los artículos 115 y 

116; 
11 .. - Que se haga por persona mayor de catorce años, en 

su contra, con pleno conocimiento, y sin coacción 

ni violencia; 
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YII.- Que sea de hecho propio; 

IV~- Oue se haga ante el tribunal o juez de la causa o 

ante el funcionario de polic!a judicial que haya 

practicado las primeras diligencias; y 

v.- Que no vaya acompañada de otras pruebas o 

presunciones que la hagan inverosímil, a juicio del 

juez. 

Del art{culo antes citado se deduce que éste le otorga plena 

validez a la con f os ión, si empre y cuando reúna los requisitos 

que el mismo seílala. Pero no debemos olvidar que la 
valoraci6n de los medios de prueba esencialmente corresponde al 

juez y que éste, para poder determinar tiene que apoyarse en 

los demás elementos probatorios aportados al proceso, aplicando 

su prudente arbitrio para así comprobar si se han dado los 

requisitos preceptuados, s6lo así podríamos hablar de la 

confesión como prueba plena. 

Por su parte el Código Fedecal de la materia en su artículo 

287 nos señala que los requisitos que deberá contener una 

confesi6n en materia federal serán los mismos supuestos que nos 

sefiala el numeral 249 de su análogo distrital en sus fracciones 

11, llI y IV, agregando 6nicamente la fracci6n V que establece: 

v.- Que existan datos que, a juicio del tribunal la 

hagan inverosímil. 

Por lo que hace a la valoración de la confesi6n, ésta hará 

prueba plena en los siguientes casos: 

A) cuando sea rendida ante autoridad competente; 

Ministerio Público durante la averiguación previa y 

Juez en la instrucción o en la audiencia de vista, y 

no sea contradictoria y se corrobore por otros 

elementos de prueba que la hagan parecer verdadera 

(art. 249 C.ft.P.D.F.). 



66 

D) En los delitos de robo, abuso de confianza y 

fraude, cuando el inculpado confiese haber cometido el 

delito que se le impute, aun que se ignore quién sea 

el duefio de la cosa objeto del delito (art. 279, en 

relaci6n con el 174 y 177 del C.F.P.P.). 

C) En los delitos de peculado, cuando el presunto 

responsable confiesa haber cometido el delito, se 
compruebe que estaba encargado de un servicio público 

y que además se demuestre por otro medio de prueba 

(art. 279, en ralaci6n con el 177 del C.f.P.P.). 

En todos aquellos casos que no hayan sido contemplados dentro 

de los anteriores y aquellos que contetnpla el artículo 285 del 

c6digo Federal, s61o serán considerados como indicios. 

Es conveniente mencionar que la prueba confesional cuando 

hace prueba plena da origen al procedimiento sumario a que se 

refieren los artículos 305 y 152 de las C6digos Procedimentales 

Distrital y Federal, respectivamente. 

En rolaci6n con la confesi6n, tenemos que la persona confesa 

también podrá retractarse de lo dicho en su con~fesi6n, ya sea 

en forma total o sólo en parte. En éste caso t'!starernos ante la 

figura de la retractación que es el desconocimiento total o 

parcial que hace el sujeto uctivo del delito de lo dicho en su 

confesión .. • 

* Cfr. CblÍn sín:rez G.dl.le!:rn>, cp. cit. pí;¡. :m. 
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JI.- DOCUMENTOS PUDLICOS Y PRIVADOS 

Generalmente los documentos son objetos que hacen constar o 

formalizar lo que se desea a través de la escritura, pero 

jur{dicamente tienen otra finalidad por lo cual es importante 

señalar di versos coriceptos que al respecto nos dan los 

tratadistas. 

Para Col{n S§nchez, documento es: 11 
••• todo objeto o 

instrumento en donde consta o se expresa de manera eser ita, 

representativa o reproductiva, la voluntad de una o más 

personas, relatos, 

hechos o cualquier 

manifestarse en las 

ideas, sentimientos, cuestiones, platicas, 

otro aspecto cuya naturaleza sea factible de 

formas seffaladas.'' (D) 

Rivera Silva nos dice al respecto que ''Documento, desde el 

punto de vista jurídico, ea el objeto material en el cual, por 

escritura o gráficamente, consta o se significa un hecho. Así 

pues, no solamente será documento jur{dico el objeto material 

en el que con la escritura se alude a un hecho, también los 

será todo objeto en el que con figuras, o cualquie·r otra forma 

de impresión se haga constar un hecho." {lO) 

Gonzá1ez Bustamante, üfirma que documento en el procedimiento 

judicial es toda escritura o instrumento con que se prueba o 

confirma alguna cosa o circunstancia; todo objeto inanimado, en 

donde conste escrito o impreso algún punto que tenga por 

finalidad el atestiguar la realidad de un hecho.* 

La doctrina suele diferenciar veces el documento del 

instrumento. Por documento entiende toda representaci6n 

objetiva de un pensamiento y por instrumento, la escritura 

destinada a constatar una relación jurídica.* 

17.- Cblín s1n::rez Mllerno, cp. cit. rág. m. 
18.- Ri"'"'1 Silva ftlrml, cp. dt. rág. 225. 

"Cfr. Q:nzÍlez JlEta:mnt.e Jmn Jea?, cp. -:it. rñJ. m. 
*Cfr. Arilla Bls Femlrro, cp. cit. rág. 147. 
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Sin embargo, nuestras disposiciones legales suelen considerar 

ambos preceptos como equivalentes. 

Por lo tanto, el documento no es sino el medio por el cual se 

representa gráficamente una idea o 'un hecho, a fin de que 

perduren y sirvan de instrumento de prueba en el proceso. 

El fundamento legal de la prueba documental lo encontramos 

contenido en los art !culos 230 a 244, 250 a 252 del c6digo 

Procedimental Distri tal y 269 a 278, 2BO a 283 del Federal. 

Cabe hacer menci6n que los art!culos 230 y 281 de ambos 

C6digos respectivamente, clasifican a los documentos en 

públicos y privados, pero ninguno emite una definici6n de estos 

al respecto. 

El Código de procedimientos Penales para el Distrito Federal 

en su art{culo 230 establece: "Son documentos públicos y 

privados aquellos que señala con tal carácter el C6digo de 

Procedimientos Civiles.n 

La doctrina en su mayoría adopta esta clasificación. 

Por su parte el artículo 237 del C6digo de Procedimientos 

Civiles para el Distrito Federal, únicamente enunÍera los que se 

consideran como documentos públicos. Por el contrario el 

numeral 129 del c6digo Federal de Procedimientos Civiles, 

señala que: "Son documentar: públicos aquellos cuya rormaci6n 

está encomendada por la ley, dentro de los Ifmites de su 

competencia, un funcionario público revestidos de ré 
pública, y los expedidos por funcionarios públicos, en 

ejercicio de sus funciones. La calidad de públicos se 

demuestra por la existencia regular sobre los documentos, de 

los sellos, firmas u otros signos exteriores que, en su caso 

prevengan las leyes.'' 

Por su parte los preceptos 250 y 280 de los Códigos 

Procedimentales Distrital y Federal respectivamente, nos dicen 

que tos documentos o instrumentos públicos harán prueba plena, 
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salvo al derecho de las partes de combatirlos alegando f~lsedad 

para pedir su cotejo con los originales. 

Por lo que hace a los d1Jcumentos privados, el artículo 133 

:iel Código Federal de Procedimientos Civiles d~sp1Jne :¡ue !'Son 

documentos privados los que no re6n~n las condiciones ~revistas 

para los documentos pÚbliccs." 

El articulo 334 del Código de Procedimientos Civiles para el 

Lis';r-itc Fede~::i.:, 

libros de cuentas, ca["tas, ser~~ documentos pl"ivados !.es 

escritos firmados o formados por las partes o de su orden y que 

no estén autoriz~dos por escribano o funcionario competente. 
Así mismo, el artículo 251 del Código Distrital de la materi.J. 

nos señala que los documentos privados harán prueba plena 

únicamente contra su autor si son reconocidas por él 

judicialmente o no los hubiese objetado a pesar de saber que 

forman part·~ del proceso. Por el contrario serán conside:ados 

como indicios o presunciones aquellos documentos privados que 

provengan o sean aportados por un tercero (art. 251 segunda 

parte), y los documentos que sean comprobados por un tercero 

sólo serán cor.siderados como prueba testimonial (art. 252 C.P. 

P. D. f.). 

~n relación con lo antes expuesto el Código federal de 

Procedimiento::: Fer.ales ·2'n .st..: art{ci..;lo :"85 nos indica -:¡ue !os 

documentos privados serán considerados como indicios. 

Para nosotros et documento público es aquel 

autorizado por funcionario público en el desempeño de sus 

funciones, con ta formalidades de la ley, y documento privado 

es el otorgado por particulares o por funcionario público fuera 

del ejercicio de sus funciones, por ejemplo: los vales, 

pagar~s y demás títulos de cr6dito o valores. 
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Los documentos pueden operar en el proceso con un doble 

carácter: 

A) Como medio de prueba precostituido, es decir, formado 

con anterioridad al proceso, por mandato de la ley o 

por voluntad de las partes. Y no serán considerados 

como tal, los escritos representativos de una prueba 

personal. los informes de l<ls autot"idades rendidos a 

solicitud del juez, los dictamenes periciales, etc. 

B) Como objeta de prueba, en e 1 caso de que, para 

acreditar algún hecho relacionado con él, del:e ser 

sometido a otro medio probatorio. Tal es el caso de 

el documento impugnado por falso, que deberá ser 

objeto de prueba pericial, para determinar su falsedad 

o autenticidad.• 

La prueba documental carece de órgano de prueba, toda vez que 

la parte que la presenta no reviste tal calidad, puesto que no 

es ella la que por si, pro¡:-orciona el conocimiento al juez, 

sino que quién lo proporciona es el documento. 

Por otra parte, la. ley preve casos en que el documento no es 

llevado al proceso por las partes, sino P•'Jr el juez, como 

sucede en el caso de que éste, a solicitud del ~inisterio 

Público, ordene la remisión je la carresr--:Jnd~ncia, postal o 

telegráfica dirigida al procesado. De :i.a misma manera, el 

documento pude ser recogido e incorporado al proceso ~n el 

curso de una inspecci6n o un cateo. 

El momento procedimental en el cual se puede ofrecer la 

prueba documental es: 

• Cfr.~ Ea5 Fez:rárd:¡, q:>. cit. pi;¡. 148. 
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A) Durante la integraci6n de la averiguaci6n previa; en 

cualquier momento y sin distinci6n de persona. 

n) Durante la etapa del proceso. 

En el fuero común la prueba documental podrá ser aportada por 

las partes y, a iniciativa del 6rgano jurisdiccional, cuando 

éste lo estime necesario, pero deberá hacerse antes de que se 

declare visto el procesa o hasta el momento en que se rindan 

las conclusiones, protestando formalmente de no haber tenido 

noticias de ellos anteriormente (art. 243 c.P.P.o.F.). 
En el fuero federal ésta prueba ser~ ofrecida únicamente 

durante la instrucci6n y no después (art. 269 C.F.P.P.). 

Para nuestros ordenamientos procesales la prueba documental 

tiene diversos valores, según se trutc de documentos públicos o 

privados. A los primeros, la ley les concede pleno valor, ya 

que presentan mayores garantías de autenticidad y veracidad por 

haber sido firmados ante un notario o funcionario público, y 

los segundos, sólo tienen esa eficacia probatoria cui'\ndo son 

reconocidos legalmente por el que los ofrece. Por lo que 

concluimos, que tanto uno como otro son de gran utilidad en el 

proceso penal, y que ambos pueden ser impugados de falsos, ya 

sea porque contengan inexactitudes respecto de los hechos que 

consagran o bien por no ser auténticos y provenir de quién no 

está legitimado para otorgarlo. 
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III.- DICTAKl!lf DE PERITOS 

Al paso que la ciencia se desarrolla, la prueba pericial 

cobra importancia concretándose al dictamen rendido por el 

perito. 

"Este es quién, por razón de los conocimientos especiales que 

posee sobre una ciencia, arte, disciplina o técnica, emite el 

dictamen. El dictamen es un juicio técnico sobre 

acontecimientos, situaciones u objetos relacionados con la 
materia de la controversia." (t9) 

Para Col{n s~nchez, perito es: 11 ••• toda persona a quién se le 

atribuye capacidad técnica-cient!fica, o práctica en una 

ciencia o arte. Pericia es la capacidad técnico-científica o 

¡:r~ctica, que acerca de una ciencia o arte posee el sujeto 

llamado perito. Peritact6n, es el procedimiento empleado por 

el perito para realizar sus fines. Peritaje, es la operaci6n 

del especialista traducida en puntos concretos, e inducciones 

razonables y operacj.ones emitidas, ••• de acuerdo con su leal 

saber y entender en donde se llega a conclusiones concretas. 11 (3)) 

La peritaci6n en el Derecho Procesal PenaÍ, es el acto 

procedimental en el que el técnico o especialista en un arte o 

ciencia (perito), previo examen de una persona, de una conducta 

o un hecho, o cosa, emite un dictamen conteniendo su pan~cer y 

loa razonamientos técnicos sobre la materia en la que se ha 

pedido su intervenci6n. 

Para algunos juristas la prueba pericial es un medio de 

prueba en cuanto a que el carácter de la actividad pericial no 

es opuesto al concepto de prueba. Otros consideran que no lo 

es, ya que el perito interviene como mero asesor del juez en 

el conocimiento de los hechos y en la valoración de las 

pruebas. 

19.- Gllda RlnÍrez 9'!tgio, q>.cit. ¡:{g. 3'38. 

a:i.- oJlln snrez. Mllemo, q>.clt. ¡:{g. 3<13. 
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Por lo que consideramos que efectivamente el dictamen pericial 

es un -_.me~io de prueba, que al igual que otros, busca ilustrar 

al órgano jurisdiccional sobre aquellos hechos en que tiene 

duda o desconoce y que son la materia básica del proceso. 

En la legislación mexicana, el Código de Procedimientos 

Penales para el Distrito Federal, en su artículo 135, regula 

los dictamenes periciales corno medios de prueba, estableciendo 

una serie de disposiciones sobre dichos medios en sus preceptos 

siguientes. El artículo 162, señala que los peritos deben 

intervenir cuando se requieran conocimientos especiales i;ara el 

examen de personas, cosas o hechos. 

El numeral 163 nos dice que en lo que respecta al 

nombraniento y capacidad de los peritos, éstos deberán ser dos 

salvo qt.:e sólo uno pueda ser habido, haya peligro en el retardo 

o cuando el caso sea de poca importancia. 

El artículo 173, describe que los peritos están sujetos a las 

mismas condiciones e imopedimentos que los testigos y se 

preferir~ a los que hablen espaflol. 

El precepto 171, establece que los peritos deben tener título 

oficial en la ciencia o arte de que se trate, salvo que 

aquéllas no estén reglamentadas legalmente. 

Por su parte, el artículo 160 de la ley en cita, menciona que 

se debe seguir un orden en el rango de los peri tos, el cual 

será el ~iiguiente: Peritos Oficiales, Profesionales de 

Escuelas Nacionales o Empleados, Funcionarios Públicos, 

Técnicos y Peritos Privados; así mismo cada una de las partes 

puede nombrar hasta dos peritos, a quienes el tribunal hará 

saber su nombramiento. (art. 164 C.P.P.D.F.). 

Por otra parte, los peritos tienen la obligaci6n de protestar 

el fiel desempefio de su cargo, excepto los oficiales. {art. 160 

C.P.P.O.F.). 
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En algunos casos, determinadas personas se deben tener por 

peritos en forma automática, como es el caso de la hip6tesis de 

lesiones, homicidio, aborto, infanticidio y envenenamiento; en 

estos casos corresponde a los médicos del hospital en que se 

encuentre el sujeto, emitir el dictamen sin perjuicio de que el 

juez nombre a otros para que dictaminen asociados los 

primeros. (arts. 165 y 166 C.P.P.D.F. }. 

El artículo 170 del Código antes citado, establece que cuando 

loe peritos nombrados por las partes, discordacen entre si, el 

juez citará a una junta en la que se decidirán los puntos de 

difenrencia, asentándose en el acta respectiva el resultado de 

la misma; y en caso de no llegar a un acuerdo, el juez nombrará 

a un tercero en discordia. (art. 178 C.P.P.o.F.). 

Por otra parte es importante señalar que la intervenci6n del 

perito tiene lugar en nuestro sistema de enjuiciamiento desde 

el inicio de la averiguación previa, ya que de no ser as{ el 

ministerio público no podría cumplir sus funciones de polic!a 

judicial. 

El auxilio de peritos durante ésta etapa es importante ya que 

con su opinión se integra la averiguaci6n previa. Pero se dice 

que es en la instrucción del proceso en donde la peri taci6n se 

manifiesta de manera plenc.. y ajustadc:i una verdadera 

regulación legal, por eso al auxilio técnico y especializado en 

algún arte, ciencia o industria que requiera el ministerio 

público durante la averiguaci6n previa, podemos llamarle 

ºPeritaci6n Informativa", ya que relacionadas con las demás 

actuaciones practicadas por dicho funcionario, ayudan 

ilustrar su criterio para poder ejercitar la acción penal o 

decidir el archivo de las diligencias. 

La peritación como acto procesal, puede darse a partir de la 

consignación; es pues obvio que en la segunda etapa de ta 
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instrucción es donde se manifiestan con mayor plenitud, ya sea 

a iniciativa del ministerio público, del procesado y su 

defensor, o por disposici6n del órgano jurisdiccional. 

Al respecto Gonzá lez Bustamante establece que efectivamente, 

la pericia interviene en el procedimiento desde el per{odo de 

ta averiguación previa, durante la instrucción y en la segunda 

instancia ya que también el tribunal que conoce de la apelación 

requiere del auxilio de peritos. 

En cuanto at dictamen pericial éste debe contener los hechos 

y circunstancias que sirvan de fundamento, as! lo establece el 

art{culo 175 del C6digo Procedimental Distrital que a la letra 

dice: "Los peri tos practicarán t.odas las operaciones y 

experimentos 

hechos y 

dictamen." 

que su ciencia o arte les sugiera y expresarán los 

circunstancias que sirv;in de fundamento a su 

Col{n Sánchez manifiesta que el dictamen pericial debe 

contener los razonamientos y motivaciónes en que se apoye el 

perito para sostener determinada opini6n, razonándola y 

fundamentándola conforme a los principios, reglas cient{t·icas y 

técnicas, e ilustrándola suficientemente por medio de 

fotografías, esquemas, dibujos o en alguna otra forma, segdn el 

caso que se trate.• 

Respecto a la valoración del dictamen pericial, el Código de 

Procedimientos Penales para el Distrito Federal, en su art{culo 

254 expresa que: 11 La fuerza probatoria de todo juicio 

pericial, incluso el cotejo de letras y los dictámenes de 

peritos científicos, será calificada por el juez o tribunal, 

seg6n las circunstancias.'' 
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Es importante mencionar que los peritos al rendir su ·dictamen 

necesariamente lo harán en forma escrita, el cual - será 

ratificado ante el 6rgano jurisdiccional. 

Por su parte! el art{culo 288 del Código Federal de la materia 

establece que; "Los tribunales apreciarán los dict&menes 

periciales, aun los de los peritos cient{ficos, según las 

circunstancias del caso." 

"Esto implica un razonamiento 16gico. suficiente para 

justificar el porqu6 el 6rgano jurisdiccional acepta o rechaza 

un dictamen, no dej&ndose llevar por la opini6n de los paritos. 

Al respecto existe jurisprudencia, la cual señala: 

"El órgano jurisdiccional no puede ser sometido a un dictamen 

proveniente de 6rgano aspecializado de prueba" (tesiG 1451, 1• 

sala). 

"Aparte de que el juez natural conserva su libertad, de 

acuerdo con su soberan{a decisor-L.J para aprccL:ir las pruebas 

que obran en la causa, entt'e ellas la que proviene de un 6rgano 

capecializado dfo prueba, como lo es el perito, en C?l caso 

proccdio conforme a la ley al declararlo irrclevánte, si dicho 

dictamen. se bas6 en los datos ya existentes en autos, pero sin 

aportar ningún elemanto de convicc16n lo cual implica que con 

ello no sólo emite opinión, sino que además asume funciones que 

corresponden excl\Jsivamente al juzgador por lo que vea la 

apreciación de las pruebas" (tesis 1452, lA sala). 

"Siendo los pcritoo Órganos de prueba ;n1xi1iares del 

juzgador, como asesores técnicos en puntot> que requieren 

conocimientos especiales, es natural que el juzgador se 

pronuncie por la opinión de aquellos que te merezcan mayor 

confianza'' (tesis 1449, 11 sala). 

"El juzgador disfruta de lar; rnás dn\plias facultades para 

valorar los dictámenes, incluno los de carácter científico, y 
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si bien es verdad tienen el derecho a designar el suyo, cuando 

no lo hacen y no objetan durante el proceso el dictamen del 

perito oficial, tácitamente se han conformado con el " (tesis 

1472, 11 sala)." (21) 

Concluyendo diremos que la peritaci6n es una actividad que se 

desarrolla en el proceso por encargo judicial o a solicitud de 

las partes y que se desahoga por personas ajenas a la relación 

procesal, requiri6ndoseles por sus conocimientos científicos, 

técnicos, artísticos o prácticos, a través de los cuales, se 

ponen en conocimiento del juez las opiniones o argumentos que 

le sirven para formar su convicción sobre ciertos hechos cuyo 

entendimiento y apreciación e::>capa al saber común de la mayoría 

de la gente. Asi mismo, la opinión de los peritos no debe 

prevalecer sobre el criterio del juez, ya que éste goza de la 

más amplia libertud para calificar la fuerza probatoria del 

dictamen. 

21.- Arrtga flores /lrtllro, q:i.cit. plg. m. 
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IV.- LA INSPBCCION JUDICIAL 

"La inspección judicial es un acto procedimental que tiene 

por objeto la observaci6n, ex.amen y descripción de personas, 

lugares, objetos y efectos de los hechos, para as{ obt.cner un 

conocimiento sobre la realidad de una conducta o hecho o para 

el descobrimiento del autor." <22> 

Para Javier Piña y Palacios la inspección judicial es "el 

medio para conocer la verdad, que consiste en la acción que 

ejecuta el juez, de reconocer y examinar alguna cosa o, en 

términos m's amplios, acci6n de reconocer algún objeto, 

ejercitada por quién tiene facultad de decidir el derecho y 

capacidad para decirlo." (Zl) 

De Pina Vara opina que la inspección judicial es: "• •• el 

examen directo por el juez, de la cosa mueble o inmueble, o 

persona, sobre la que recae, para formar su conv1cci6n sobC"e su 

estado, situación o circunstancias que tengan relación con el 

proceso en el momento en que la realiza." ("24) 

De lo anterior podemos señalar que la inspección judicial es 

el examen personal que el 6rgano jurisdiccionaÍ hace de un 

objeto material, de una persona o bien de un lugar para la 

comprobac i6n de un del ita y la rcsponsabi 1 id ad del acusado. 

Por otra parte, también tenemos que existe la llamada 

inspccci6n extrajudicial o inspecci6n ocular, que es "el examen 

de persona, lugar, objeto y efectos relacionados con un hecho 

presumiblemente delictuoso y practicada por el ministerio 
pGbllco investigador." (Z) 

22.- <lll.!n snrez. QlUlemo, ~· cit. pi:¡. );S. 
23.- P1fu y PaJa:loo Javier, 'l'• cit. pi:¡. lff.J. 
:M.- °'Pira Vara Fafael, qi. cit. pi:¡. 3)1. 
25.- Arcia;¡o Flcra; Artmo, cp. cit. pi:¡. 348. 
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La inspección judicial tiene por objeto, el que el juez se 

cerciore por si mismo de la existencia y caracteres de alguna 

cosa animada o inanimada, puede inspeccionar cosas en las que 

es perito o bien otras en las que no lo es. 

En general son motivo de inspección; los objetos, los 

lugares, los animales, las personas, etc., en los cuales el 

juez tiene directa y personalmente el conocimiento. 

Según Colín sánchez, la inspección que recae sobre lo 

anterior s6lo se necesita para la integración y comprobación 

del cuerpo del delito de algunos tipos penales, como es el caso 

de lesiones, homicidio, violac16n, etc., en los cuales es 

necesario practicar un examen sobre el sujeto pasivo del delito 

y sobre el probable autor para dar fe de las lesiones, mismo 

que será realizado por los peritos que nombre el ministerio 

público durante la averiguación previa. 

Por lo que hace a la inspección que recae sobre personas para 

el esclarecimiento de un hecho delictuoso, es necesario que 

aquella se encuentre relacionada con el delito para que la 

autoridad encargada de la investigación éste en posibilidades 

de inspeccionarla, esto es, en 1os casos en que sea necesario 

certificar la situación física y mental de esa persona 

para poder catalogar su conducta como delito. 

En cuanto a la inspección de lugares y objetos, esta se 

puede realizar durante la averiguación previa el proceso 

considerando que los lugares en cuanto a su acceso pueden 

tener carácter públ leo o privado. En el caso de los primeros no 

existen limitaciones que pudieran impedir la realización de la 

insp~cción. Es importante señalar que existen lugares públicos 

abiertos y cerrados. 

ESTA 
SALIR 

rrsrs 
8f LA 

NO OfBE 
llúUOTECA 
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Dentro de los lugares públicos abiertos se encuentran todos 

los espacios abiertos a los que cualquier persona tiene libre 

acceso para los cuales no existirá problema alguno en 

pr&cticar la prueba de inspecci6n. 

En lo que se refiere a los lugares públicos cerrados, se 

consideran aquellos sitios en los cuales está restringido el 

acceso, rigiendo algunas limitaciones, como es el caso de 

bares, cines, edificios públicos, etc., en los que puede llegar 

a existir oposici6n para prácticar la inspecci6n necesaria. 
Por lo que hace a los lugares de car&cter privado, estos 

serán aquellos lugares que son propiedad de particulares, ya 

sean personas físicas o morales, y en los que al igual que los 

lugares públicos cerrados puede existir oposición de los 

propietarios, de las personas que los ocupen o habiten con 

derecho, o en su defecto no exista persona que autorice el 

acceso a ellos. En estos casos será necesario que la autoridad 

respectiva satisfaga determinados requisitos legales para estar 

en posibilidades de penetrar a ellos y no incurrir en un 

ilícito al realizar la inspecci6n, para lo cual Será necesario 

hacer uso de la diligencia de cateo. 

BL CATEO 

En cuanto a la inspección que se efectúa a lugares, diremos que 

ésta se realiza durante la averiguación previa y durante el 

proceso, y recibe el nombre de cateo o visita domiciliaria y al 

realizarse s.a deberá tomar en cuenta el carácter del lugar,es 

decir, si éste es público o privado. 

El cateo ''es un presupuesto o condici6n necesaria para llevar 
a cabo la inspecci6n .••• " (:!';) 

26.- 0"1Ín S!rcte2 G.rlllemo, q:>. cit. ¡Ú;¡s. :m y :m. 



81 

"Es el reconocimiento de un lugar cerrado, generalmente el 

domicilio de una persona física o moral, con el propósito de 

aprehender alguna persona o personas, o buscar alguna cosa o 
cosas." (2?) 

El fundamento legal del cateo lo encontramos contenido en la 

Constitución Política de los Estado Unidos Mexicanos, que en su 

artículo 16 contempla la inviolabilidad del domicilio, como una 

garantía de seguridad para sus moradores, y que a la letra 

dice: "Nadie puede ser molestado en su persona, familia, 

domicilio, papeles y posesiones, sino en virtud de mandamiento 

escrito de la autoridad cgmpetcnte, que funde y motive la causa 

legal del procedimiento .•• ~· 

As! mismo, el legislador en base al principio de respeto ul 

domicilio, estableci6 en el propio artículo 16 de nuestra Carta 

Magna, que: " ..• en toda orden de cateo, que sólo la autoridad 

judicial podrá expedir y que será escrita, se expresará el 

lugar que ha d<? 

de aprehenderse 

únicamente debe 

inspeccionarse, la persona o personas que har. 

y los objetos que se buscan, a lo que 

limitarse la diligencia, levantándose al 

concluirla una acta ci rcunst-.anciada, en presencia de dos 

testigos propuestos por el ocupante del lugar cateado o en su 

ausencia o negativa, por la autoridad que practique la 

diligencia ... " 

En relación con lo anterior el artículo 155 del Código 

Procedimental Distri tal señala que: ''Si la inspecci6n tuviere 

que practicarse dentro de algún edificio público, se avisará 

a la persona a cuyo cargo esté el edificio, con una hora por lo 

menos de anticipación a la visita, salvo caso de urgencia.•• 

'ZI.- l\rilla Ells Rmáxb, q:>. cit. ¡á;¡. MI. 
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también son motivo u objeto de inspección 1 mismas 

observadas y deacri tas cuando sean de gran 

importancia para determinar el elemento material que forma 

parte del cuerpo del delito. 

Para los efectos procesales ent¿ndemos por cosa: "• .• no sólo 

los objetos animados como semovientes, sino también los 

inanimados, sea que ee clasifiquen en muebles o inmuebles." (~} 
El fundamento lagal de la lnspecci6n lo encontramos contenido 

en los articulas 139 del C6digo Distrital de la materia y en su 

an&logo 208 en materia Federal. 

El citado art{culo 139, r1os señala que la inspecci6n se podrá 

practicar de oficio y qu" a ella podr&n concurrir las partes 

para que hagan tas observaciones que estimen convenientes. 

En relaci6ri con lo antes expuesto, podemos afirmar que la 

inspecci6n tanto de personas como de lugares y cosas tiene por 

finalidad: 

A) §n. g l\.veriguación ~, conocer el escenario del 

crimen, realizando un examen minucioso de todo aquello 

que pueda tener relación con los hechos; Y 
B) ~ tl .Proceso, dicha inspección va encaminilda a conocer 

el lugar donde se llevó a cabo el delito, corroborar 

las declaraciones, precisar detalles para poder 

valorar este medio de prueba y asimismo, determinar 

las consecuencias producldas por la conducta o hechoB 

en la persona co:.;a u objeto sobre el cual recayó la 

~cci6n u omisión. 

Por lo que se refiere al valor de la inspección judicial, el 

Código de Procedimientos Penales para el Distrito Federal en su 

artículo 253, textuu lmentc señal a: "La in!:ipccci6n judicial, 
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así como el resultado de las visitas domiciliarias o cateas, 

harán prueba plena, siempre que se practiquen con los 

requisitos de está ley." 

La participación directa e inmediata del juzgador (cuando así 

sea) sobre la verdad buscada, indudablemente que tiene pleno 

valor de convicción, ya que no es lo mismo percibir algo con 

los sentidos, que adquirir el conocimiento a través de un 

informe que generalmente está mal redactado y traducido, como 

es el caso de algunas constancias que remite el Ministerio 

Público al 6rgano jurisdiccional. 
De lo señalado hasta el momento, diremos que la inspecci6n 

judicial tiende a establecer la objetividad del hecho, misma 

que suele practicarse en tas diligencias de averiguación 

previa, en la instrucción, en el juiclo, en la segunda 

instancia podr~ repetirse cuantas veces sea necesario. 

Asimismo cuando la inspecci6n tenga por objeto apreciar las 

declaraciones y dictámenes periciales que se hayan rendido y 

formulado, podrá tener el carácter de reconstrucción de hechos. 

Lo anterior se deduce de la lectura de los artículos 144 y 214 

de los Códigos Procesales Distrital y Federal respectivamente. 

RJ!CONSTRUCCION DE UJ!CllOS 

Guillermo Colín Sánchez, en su obra Derecho Mexicano de 

Procedimientos Penales, nos dice que la recostrucción de hechos 

es un acto procedimental caracterizado por la reproducción de 

la forma, el modo y las circunstancias en que se dice ocurri6 

la conducta o hecho motivo del procedimiento, con el fin de 

apreciar las declaraciones y los dictamenes de peritos. 

Dicho de otra manera, la reconstrucci 6n de hechos es la 

reproducción de la forma en que ocurrieron los hechos, de 

acuerdo con las declaraciones y peritajes que existen en el 
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proceso, la cual tiene por objeto que el 6rgano jurisdiccional 

tenga conocimiento de como se desarrollaron los mismos.• Sin 

embargo ésta reconstrucci6n de hechos no constituye un medio 

aut6nomo de prueba, sin llegar a ser siquiera una modalidad de 

la prueba de inspecci6n, toda vez que de los preceptos citados 

inicialmente se deduce claramente que se trata de un medio de 

apreciar las declaraciones de los testigos y los dictámenes de 

los peritos. 

Por lo anterior podemos decir que la reconstrucción de hechos 

es la reproducción artificial de como ocurrió el delito y demás 

circunstancias del mismo, en la que intervendrán de ser posible 

los propios inculpados de acuerdo a las circunstancias que 

obren en el expediente y si 1a hora y el lugar son importantes 

para el esclarecimiento de los hechos, se deben tomar en cuenta 

para la práctica de dicha diligencia. 

La reconstrucci 6n de hechos es un meclio de invest igaci6n muy 

importante, que bien dirigido puede aportar al órgano 

jurisdiccional verdaderos elementos probatorios y resulta obvio 

que dicho medio probatorio debe ser valorado con 'gran cautela y 

buen setido cr{tico, ya que generalmente las cosas e inclusive 

el arte no se reproducen en igual forma. 

La reconstrucci6n de hechos comprende tres elementos: 

A) La reproducción de hechos. 

B) La observación que de esa reproducción hace el jue~; y 

e) El acta que se levanta sobre lo ocurrido en dicha 

diligencia. 

Los anteriores elementos son necesarios para determinar la 

veracidad de algunos extremos narrados por los testigos o el 

acusado en sus declaraciones. 

• Cfr. a:rcilez astaimte JUan .Jc:<é, q>. cit. ¡ág. :J;2. 
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El C6digo de Procedimientos Penales para el Distrito Federal 

determina en su artículo 150 que para la practica de la 

recostrucción de hechos "El personal del juzgado se trasladará 

al lugar de los hechos juntamente con las personas que deban 

concurrir; tomará a testigos peritos la protesta de 

producirse con verdad; designará a la persona o personas que 

substituyan a los agentes del delito que no estén presentes, y 

dará fe de las circunstancias y pormenores que tengan relación 

con éste. En seguida leerá la declaración del acusado y hará 

que éste explique prácticamente las circunstancias de lugar, 

tiempo y forma en que se desarrollaron los hechos. Lo mismo se 

hará con cada uno de los testigos presentes. Entonces los 

peritos emitirán su opini6n en vista de las declaraciones 

rendidas y de las huellas o indicios existentes, atendiendo a 

las indicaciones y preguntas que haga el juez, el que procurará 

que los dict~menes versen sobre puntos precisos.'' 

Asimismo, en cuanto al lugar propicio p3ra llevar a cabo esta 

diligencia, el artículo 145 del mismo ordenamiento establece: 
11 ••• deberá practicarse precisamente en el lugar en que se 

cometió el delito, cuando el sitio tenga influencia en el 

desarrollo de los hechos que se reconstruyan, y en caso 

contrario, podrá practicarse en cualquier otro lugar.º 
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V.- EL TESTIHOltIO 

En toda relación procesal existe la intervenci6n de sujetos 

terceros llamados testigos, quienes a través de su declaraci6n 

proporcionan al 6rgano jurisdiccional información acerca de los 

hechos que se presumen delictuosos, a fin de llegar a obtener 

la verdad. 

l\ ésta intervención en el ámbito jur{dico se le conoce con el 

nombre de prueba testimonial. 
Colln sánche~, determina que: "• •• testigo es toda persona 

f{sica que manifiesta ante tos 6rganoa de la justicia lo que 

consta (por haberlo percibido a través de los sentidos), en 

relaci6n con la conducta o hecho que se investiga." (2CJ} 

Para Eduardo Pallares, testigo es "Toda persona que tenga 

conocimiento de un hecho que puede servir para esclarecer la 

comisi6n de un delito, las circunstancias en que se cometi6 y a 

quién lo cometió." (3J) 

Cipriano G6mez Lar a, manifiesta que la prueba testimonial, 

también llamada prueba de testigos consiste· en " • .,,.declaraciones 

de tercaros a los que les consten los hechos sobre los que se 

les examina ••• ·• (Jl) 

Para Rafael de Pina, "La prueba terstifical es, en el proceso 

penal, la más frecuente y la más delicada. El testimonio sería 

realmente, un medio de prueba excelente si los hombres no 

supieran menttr .•• 11 (J2} 

Por lo tanto, para nosotros, testigo será toda persona que 

por medio de los sentidos haya podido percibir algún hecho 

referente al delito que se investiga y que puede ser de 

utilidad en el proceso. 

29.- Cblín s:ín:tez GJJJ..leoro, q:>. cit. µ):¡. :wi. 

3),- Rlllaro; El:lrutb, q:>. cit. ¡{g. 33. 

31.-~ tara Ci¡rúro, 'fu:r!a Greral. d:!l l'l:o:Ero. ¡{g. 3:5. 

32.- ra Pim Vara Rll<Cl, Hnni ro D?m:ln !'l:o:J'm1 Rral. ¡:&;¡. 94. 
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La doctrina generalizada, señala que todo sujeto a quién 

consta algo relacionadO con lo's hechos, tiene el deber jurídico 

de manifestarlo a las autoridades, haciéndose el omiso, 

acreedor a las sanciones del caso, en razón del interés general 

prevalente para perseguir y castigar a los autores de los 

delitos. Asimismo, la legislación y en especial el C6digo 

Procedimental para el Distrito Federal, regula esta situaci6n 

en su artículo 191, que a la letra dice: 

"Toda 
social 

siempre 

delito 

persona, cualquiera que sea 

o antecedentes, deber§ ser 

que pueda dar alguna luz 

y el juez estime necesario 

su edad, sexo, condici6n 

examinada como testigo, 

para la averiguación del 

su ex.amen. El valor 

probatorio de su testimonio se aquilatar& en la sentencia.'' 

En consecuencia, no hay tachas en al procedimiento pena y así 

lo establece el Código Oistrital de la materia en su artículo 

193, al sefialar que ''En materia penal no puede oponerse tacha a 

los testigos; pero de oficio o a petición de parte, el juez 

hará constar en el proceso todas las circunstancias que 

influyan en el valor probatorio de los testimonios.'' 

De lo anterior se deduce que en el procedimiento penal no hay 

incapacidades por razón de edad, sexo, condición socia 1 o 

antecedentes. 

Por otra parte, en cuanto a la clasificación sobre los 

testigos, encontramos que pueden ser: 

A) Directos.- Cuando por sí mismos han tenido conocimiento 

de los hechos. 

B) Indirectos.- Si el conocimiento proviene de otros 

medios o bien de terceros. 

e) Judiciales.- Cuando su testimonio es manifestado 

dentro del proceso. 

D) Extrajudiciales.- Cuando dan su versión sobre los 

hechos que conocen fuera del proceso. 
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E) lli! Cargo.- Llámase así al que en el proceso penal 

afirma la existencia de hechos o circunstancias 
desfavorables al acusado. 

P) Descargo.- Es aquél cuyo testigo favorece la situación 

del acusado. 

De lo anterior, se concluye que s61o podrán servir corno 

testigo quién directamente haya percibido los hechos sobre los 

que le conste, ya que si fuá informado por otra persona acerca 

de los mismos, no podemos hablar propiamente de testigos, más 

bien diríamos que se trata de un informante singular de lo que 

se le dijo u oyó decir. 

El C6digo de Procedimientos Penales para el Distrito Federal, 

establece como regla general en su artículo 195, que la 

citaci6n de los testigos se hará a trav6s de c~dula o 

telefonema cuando se encuentren aueenteR; el numeral 198 del 

citado ordenamiento, establece que cuando se trate de militares 

o empleados públicos ésta se hará por conducto del superior 

jer~rquico respectivo; el artículo 200 señala que si el testigo 

se encuentra fuera del territorio jurisdiccional,~ se pedirá por 

exhorto al juez de su residencia que lo examine. 

En cuanto a la forma de rendir el testimonio, ésta se 

contempla en los artículos 203 al 213 del Código Distrital y 

240 al 257 del C6digo Federal de la materia. 

Los señalamientos más importantes de los cita dos artículos 

son los siguientes: 

Sólo ·pueden asistir a las diligencias las partes, salvo que 

se trate de testigos que sean ciegos, sordos o mudos o que 

ignoren el castellano, en cuyos casos serán examinados por 

separado: el juez tomará precauciones para evitar que los 

testigos se comuniquen entre sí: primeramente se tomará a los 

testigos la protesta de conducirse con verdad, advirtiéndoles 
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de las penas en que incurren los que declaran con falsedad: a 

los menores de edad no se les tomaC"á la protesta de ley, 

pero 5 les amonestará para que se conduzcan con verdad; en 

seguida se les pedirá que declaren sus generale5, es decir, el 

nombre con apellidos, nacionalidad, estado civil, profesión, 

religión; declarando de viva voz, no permitiéndose al testigo 

que lo haga por escrito,pero si puede consultar notas relativas 

lo que declnre; las declaraciones serán redactadas con 

claridad y utilizando hasta donde sea posible las mismas 

palabras empleadas por el testigo; al final de la diligencia se 

leerá al testigo su declaración o la leerá el mismo, a fin de 

que la ratifique o corrija lo que crea necesario para 

posteriormente firmarla; si el juez considera que el testigo se 

está conduciendo con falsedad en su declaraci6n, sc deberá 

hacer constar ésta circunstancia en el acta. 

Respecto a la valoraci6n de la prueba testimonial el artículo 

255 del Código Distrital de la materia, establece que para 

apreciar la declaraci6n de un teatigo, el tribunal o juez 

tendrá en consideración lo siguiente: 

11 1.- Que el testigo no sea inhábil por cualquiera de los 

casos señalados en este c6digo; 

II.- Que por su edad, capacidad e instrucci6n, tenga el 

criterio necesario para juzgar el acto; 

III.- Que por su probidad, la independencia de su 

posición y antecedentes personales, tenga completa 

imparcialidad; 

IV.- Que el hecho de que se trate sea susceptible de 

conocerse por medio de los sentidos, y que el testigo 

lo conozca por si mismo y no por inducciones ni 

referencias de otro; 

V.- Que la declaración sea clara y precisa, sin dudas 

ni reticencias, ya sobre la substancia del hecho, ya 
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sobre sus circunstancias esenciales; y 

YI.- Que el testigo no haya sido obligado por fuerza o 
miedo, ni impulsado por engafio, error o soborno. El 

apremio judicial no se reputar5 fuerza.'' 

Es importante sefialar que el testimonio debe ser valorado por 

el juzgador, considerando tanto los elementos legales como los 

objetivos y subjetivos, través de un proceso 16gico y 

correcto razonamiento que conduzca a determinar la verdad o 

falsedad de dicho testimonio. 

Finalmente diremos que cuando el testimonio de una persona 

sea contradictorio al de otro declarante o que en el mismo, 

manifieste la pot:Jibilidad de reconocer al sujeto activo del 

delito, el juez podrá solicitar se realice el careo o la 

confrontaci6n según sea el caso. 

EL CAREO 

En la doctrina existen diversos autores que nos proporcionan 

una definición de lo que es el careo, nosotro~, tratando de 

englobarlas y retomándo la idea de algunos de ellos diremos que 

éste es un acto prOC(!sal a través del cual se colocan frente a 

frente a dos personas que intervienen en un proceso, con el 

objeto de que se aclaren los aspectos contradictorios de sus 

declaraciones, pudiendo ser estos; el procesado, el ofendido 

y los testigos, a fin de dejar al juzgador en posibilidad de 

valorar los hechos controvertidos y poder llegar a realizar los 

fines del proceso.• 

Por regla general los careos se practican durante la 

instrucción entre el ofendido y el procesado, entre éste y los 

testigos de cargo, entre el ofendido y los testigos de 

descargo, o entre los testigos de cargo y de descargo, pudiendo 

•Cfr. Arria;ia Flam Arturo, q:i. cit. ¡:á;¡. 314. Ch1Ín sñfuz o.liJ.J.eoro, q:i. cit. ¡:é::¡. );2. 

/\rll.l.a lils Eeoálb, q:i. cit. ¡:á:¡. lZl. Rm:n Mlg.el, q:i. cit. ¡:á:¡. 310. 
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repetirse cuando surjan nuevos puntos de contradicción o cuando 

el juez lo estime conveniente (art. 225 C.P.P.D.F. y 265 C.F.P.P.} 

En nuestra legislación, el careo ha sido contempládO' con una 

doble acepción; como una garantía constitucional para el 

procesado y como un medio de prueba. 

Se considera como una garantía constitucional para el 

procesado en base lo establecido por el artículo 20 fracci6n IV 

de nu~stra carta mag~a, que a la letra dice: 

"En todo juicio del orden criminal tendrá el acusado las 

siguientes garantías: 

.•• IV.- Será careado con los testigos que depongan en su 

contra, los 

estuviesen en 

que declararán en su presencia si 

el lugar del juicio, para que pueda 

hacerles todas las preguntas conducentes a su 

defensa." 

Se considerá como un medio de prueba porque conduce al 

conocimiento de la verdad, pero realmente se trata de un acto 

procesal a cargo del juez y de los principales sujetos que 

intervienen en un proceso, exceptuando al ministerio pÚhl ice y 

peritos que en virtud de su naturaleza nunca podrán ser 

careados, toda vez que es un medio complementario de los 

testimonios contradictorios rendidos por lo~ declarantes. 

Por lo anterior podemos decir que existen dos clases de careos 

el careo constitucional y el procesal: 

~Constitucional.- Es aquel que se realiza entre el 

procesado y los testigos que 

depongan en su contra, sin considerar 

si existe o no contradicción en 

sus declaraciones. 

Para que pueda llevarse a cabo este tipo de careo, únicamente 

se requiere que exista una declaración acusatoria por parte de 

una persona en contra del indiciado. 
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cuando existen dos declaraciones 

contradictorias, pudiendo ser entre el 

procesado o coprocesado, el ofendido o 

un testigo de cargo o de descargo, con 

la finalidad de colocarlos frente a 

frente para que aclaren los puntos 

contradictorios de las mismas. 

Loe requisitos que se deben cubrir para que se dé una careo 

procesal, son: 

l.- Que se encuentren dentro del juzgado, dos persona.!'> 

que han de carearse. 

2.- Que exista declaración previa de ambas. 

l.- Que entre esas declaraciones existan contradicciones. 

Para el caso de que una de las personas que tengan que ser 

careadas no se encontrase o residiere en otra jurisdicción, el 

6ngano jurisdiccial realizar~ el careo supletorio, que consiste 

en leerle a la persona que compareciere, la declaraci6n del 

otro, haciéndole menci6n de las contradicciones que existiesen 

entre su declaraci6n y la de aquél. (art. 229 y 268 de los 

C6digos Oistrital y Federal de la materia, respectivamente.). 

El fundamento constitucional del careo lo encontramos 

contenido en los artículos 20 fracci6n IV constitucional, 225 a 

229 del Código Procesal Distrital y 265 a 268 del C6digo 

Federal. 

Al practicarse el careo únicamente podrán estar presentes las 

partes a enfrentarse, el ministerio público, el defensor y los 

interpretes si fuere necesario. (art. 226 C.P.P.D.F. y 266 

C.F.P.P. ). Este se iniciará dando lectura a las declaraciones 

en que haya contradicciones, haciendo mención sobre estos 

puntos a los careados, a fin de que se pongan de acuerdo entre 
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ellos. sobre dichos puntos. (art. 228 C.P. P. D.F. y 267 C.F.P.P. ), 

nunca Se podrf_,.as~~ta~ ""en las .diligencias más de un careo (art 

227 C.P.P.o.F.), ei· cual deherá realizarse a la mayor hr8v~darJ 

posible (art. 225 C.P.P.o.F. }, y para el caso de que las 

personas que fueren a carearse estuvieren fuera de la 

jurisdicción del tribunal, éste girará el exhorto 

correspondiente. (art. 229 C.P.P.o.r. y 268 c.F.P.P.). 

LA COHPRONTACIOH Y BL RBCOHOClHIKHTO 

La confrontación o reconocimiento en rueda de presos "es el 

reconocimiento o identificaci6n que se hace <le una persona." (3J) 

Es el acto procedimental por medio del cual se coloca a una 

persona frente a otra, a efecto de identificarla. 

La confrontación como el careo no es un medio de prueba 

autónomo, sino un medio auxiliar de la prueba testimonial que 

en términos generales se presenta para perfeccionar un 

testimonio que carece de precisión respecto de una persona, 

en lo que se refiere a su nombre, apellido, habitaci6n y demás 

circunstancias que puedan darla a conocer. 

Con la confrontaci6n se biene a pcrfenccionar el testimonio 

de una persona, que resultaba hasta cierto punto incompleto. 

La confrontución aparte de ser un medio auxiliar de la prueba 

testimonial, también se puede considorar como un medio directo 

de prueba cuando tiene como fin ilustrar sobre la veracidad de 

una declaración, esto es, "cuando el declarante asegure conocer 

a una persona y haya moti va para sospechar que no la conoce." 

(art. 218 C.P.P.D.F. y 259 C.f.P.P.). 
11 Estas dos formas de confrontación, como testimonio y como 

inspección, pre sen tan aspectos totalmente diferentes. En el 

primer caso, se trata de una prueba indirecta, en la que el 

33.- Rl"'1<l Silva Mnel, q:i. cit. ¡á;¡. 263. 
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de una prueba directa en la que el testigo confrontador es 
instrumento de prueba.'' (~} 

Para que se de la confrontación es necesario que se presenten 

los siguientes elementos: 

1.- La existencia de una decloración. 

2.- Que en la declaración existan elementos que hagan 

dudosa la identif lcaci6n. 

3.- Que se sospeche que el declarante, que asegura 

conocer al que identifica, no lo conozca. 

La confrontaci6n puede llevarse acabo ante el ministerio 

público investigador, cuando éste lo estime necesario y se le 

conoce con el nombre de confronta. En la rase pre procesal, 

únicamente tiene valor como una simple identificación. 

Es en la etapa de la instrucción en donde la confrontación 

tiene pleno valor como tal. 

Para llevar a cabo la práctica de la confrontación es 

necesario que se cubran los requisitos a que se refieren los 

artículos 219 del C6digo Distrital y 260 del Federal• 

34.- Id3n. 

111.- Que la persona que sea objeto de ella no se 

disfrace ni se desfigura, ni borre las huellas o 

señales que puedan servir al que tiene que 

designarla J 

II.- Que aquél.la se presente acompañada de otros 

individuos vestidos con ropas semejantes y aun con 

las mismas sertas que las del confrontado, si fuere 

posible, y 
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III.- Que los individuos que acompañan a la persona que 

va a confrontarse, sean de clase análoga, atendidas 

su educación, modales y cit"cunstancias especiales." 

A la persona que $e citó para que reconozca al procesado, se 

le deberá. tomar su protesta de decir verdad, colocándose en 

fila a la persona que vaya a ser confrontada y a las que la 

acoMpafien. Se le interrogará primeramente si persiste en su 

declaraci6n, sí conocla con anterioridad a la persona a quién 

atribuye el hecho, o bien si lo conoci6 al momento de la 

ejecuci6n del mismo, si lo ha vuelto a ver, señalando en qué 

lugar, por qué causa y con qué motivo (art. 222 C.P.P.D.F. y 

263 c.F.P.P.). Una vez realizado lo anterior, se le conducirá 

ante las personas que se encuentren en la fila y se le indicará 

que toque con la mano a la persona que considere que es el 

procesado, destacando las diferencias o semejanzas que 

encontrase en el estado actual y las que ten!a en el momento a 

que se reflri6 en su declaraci6n (art. 223 c.P.P.D.F. y 263 

C.f.P.P. ). Para el caso de que sean varias personas las que 

tengan que ser confrontadas, se r:cpetirá la diligencia por 

separado cuantas veces sea necesario (art. 224 C.P.P.D~F. y 264 

C.F.P.P.). 

Por lo que hace al valor de la confrontaci6n, ésta constituye 

un medio para confirmar y complementar las declaraciones, y sus 

efectos recaen sobre las mismas. 

Po= lo que hace al reconocimiento, diremos que es la 

identificaci6n o sefialamiento de una cosa o lugar, hecha por un 

testigo.* 

Tanto el reconocimiento como la confrontación y el careo son 

un medio para perfccionar el testimonio de un testigo. 

•Cfr. !\rilla Bls Ferrárxh, qi. cit. ¡:ó;¡. 125. Rl\Ua silva Mnel, cp. cit. ¡:ó;¡. 264. An:iaga 
Flaes ArtUro, qi. cit. ¡:ó;¡. 325. 
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generalmente son 

por la doctrina, 

debiendo ser considerados por separado uno de otro, en virtud 

de que el primero se refiere a la identificación de objetos o 

lugares y la segunda sirve para identificar personase 

El fundamento legal del reconocimiento lo encontramos 

contenido en los art!culos 209 del c6digo Distrital y 251 del 

Federal de la materia. 

Durante la realizaci6n del reconocimiento es necesario que se 

tomen en cuenta los siguientes elementos: 

1.- Que el objeto a que se refiere el testimonio se 

encuentre depositado. 
2.- Que antes. de mostrarsele el objeto al testigo, 

señale las caracter{sticae del mismo y circunstancias 

especiales que lo rodean. 

3.- Que el objeto sea puesto a la vista del testigo para 

que lo reconozca y si lo identifica, de ser posible 

firme sobre él. 

Por lo que rcspecti1 al reconocimiento de lugares, el testigo 

podrS ser conducido a él para que haga la explicaci6n 

correspondiente. (art. 210 c.P.P.D.F. y 252 c.F.P.P.). 

Por lo que hace a la valoración del reconocimiento, al igual 

qne la confrontación, s610 constituye un medio para confirmar y 

complementar las declaraciones, sin que pueda existir por sí 

mismo, es decir, para que se de el reconocimiento se necesita 

la existencia de una declaraci6n que lo requiera. 
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VI.- LA PRESDNCION 

La ~ayorta de los tratadistas consideran como un medio 

probatorio especial las presunciones, otros llegan 

confundir a los indicios con las presunciones. 

La presunci6n no es un medio de prueba ni mucho menos se 

puede considerar como especial, es Única y exclusivamente una 

forma de apreciación de los hechos conocidos, o s/'?'3 es "la 

interpretación de tos hechos sometido a consideración del 

Juzgador, mediante leyes de la razón; ••. " (3S) 

"Las presunciones no son medios de prueba, enderezados a 

demostrar la existencias histórica de un hecho, sino el mismo 

hecho, demostrado por el razonamiento." (~) 
"La consecuencia que el juez, según su prudente arbitrio, 

deduce de un hecho conocido para afirmar la existencia de otro 

desconocido. 1
' (n~recibe el nombre de presunci6n. 

El Código de Procedimientos Penales para el Distrito Fed~ral 

señala en su artículo 245, que "Las presunciones o indicios son 

las circunstancias y antecedentes que, teniendo relación con el 

delito, pueden razonablemente fundar una opinión sobre la 

existencia de los hechos determinados.'' 

Como podemos observar, nl numeral antes citado confunde la 

presunción con el indicio. Toda vez que "El indicio es un 

hecho conocido, susceptible de llevar racionalmente al 

conocimiento de otro desconocido, en virtud de la relación 

existente entre ambos. Presunción es la consecuencia obtenida, 

por inferencia 

hecho conocido." 

inductiva, 
('B) 

o deductiva según los casos, 

35.- cro:uz sintara carlm M. , qi. cit. ¡á:¡. un. 
ñ.- l\rilla ll>s Fetr.'n:b, q¡. clt. i:n;i. 153. 
TI.- D> Piro Vara Rlf"21, Dia:ianrio ch I:ei:"Erlu, ¡:n;¡. :JaJ. 
38.- l\ri11a ras Fetnárro, qi. cit. pi:¡. 153. 

del 
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Es decir, la presunci6n es un juicio 16gico que hace el juez 

a ~ravés del cual se considera como cierto o probable un hecho, 

de acuerdo a la 16gica y la experiencia, que le indican cuál es 

el modo normal como se suceden las cosas. 
Por su parte, el C6digo de Procedimientos Civiles para el 

Distrito Federal, define con mayor exactitud a la presunci6n en 

su artículo 379, al señalar que: "presunción es la consecuencia 

que la ley o el juez deducen de un hecho conocido para 

averiguar la verdad de otro desconocido." 
Como podemos ver, el concepto proporcionado por la ley civil 

es m5s explícito que el de la legislación penal. 
Garc{a Ram{rez, manifiesta que "es generalizada la confusión 

entre presunciones e indicios, ya que suele utilizarse 

simultáneamente como sin6nimo. No lo son, sin embargo, la 

presunción apareja inversi6n en la carga de la prueba o 

exenci6n de ésta, según se trate, respectivamente, de 

presunciones juris tantum o juris et de jure. En cambio, los 

indicios son hechos, datos o circunstancias ciertos y conocidos 

de los que se desprende, mediante elaboraci6n lógica, la 

existencia de otras circunstancias, hehcos o datos 

desconocidos. En tales términos, las presunciones vienen 

fijdas por la ley, al paso que los indicios sólo cobran 

sentido bajo el prisma del raciocinio, mecanismo que los pone 

en contacto con el mundo de lo desconocido y buscado a través 

de la actividad probatoria procesal. n C
39

> 

La presunci6n la podemos catalogar en dos clases; legal y 

humana: 

:!).- Gl.tcla Pan1rez 9'!:gio, q:¡. cit. ¡:ég. 376. 
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Presunci6n Le9al.- Son aquellas que la ley establece. 

Son los hechos desconocidos, derivados 

de otros conocidos que la ley ordena se 

tengan por demostrados. En e~te c.Jso, 

tanto el individuo como la presunción se 

encuentran establecidos por la ley, y la 

relaci6n entre ambos no se debe a la 

inf luencía del juez, sino a 1 manda to de 

la ley; en consecuencia la presunción 

legal es una norma. 

Dentro de las presunciones legales encontramos a las llamadas 

juris et de jure, que son aquellas que no admiten prueba en 

contrario, un ejemplo de éstas, se encuentra contenido cm el 

párrafo segundo del artículo 92 del Código Penal para el 

Distrito Federal, que a la letra dice; "Obra imprudencialmente 

el que realiza el hecho típico incumpliendo un deber de 

ciudadano, que las circunstancias y condiciones personales le 

impone." 

También son presunciones legales las juris tantum, que son 

aquellas que pueden ser desvirtuadas por otro medio probatorio. 

Presunci6n Humana.- Son el resulta do que el hombr11 

infiere al razonar los indicios. Son 

los hechos a cuyo conocimiento ha llcqado 

el juez por medio del razonamiento. En 

este caso, el indicio debe estar probado 

por alguno de los medios de prueba 

reconocidos por la ley y la relaci6n 

entre él y la presunción por una 

inferencia. 
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Para concluir el presente tema, relativo a los medios de 

prueba regulados en el art!culo 135 del c6digo Distrital de la 

materia, señalaremos que dicho precepto en su l1ltirno párrafo, 

as{ como el numeral 206 de su similar federal, dan amplio 

margen en cuanto a la aportaci6n de otros posibles medios de 

prueba al procedimient9 penal, señalando que: "Se admitirá como 

prueba en los tét"minos del articulo 20 fracción V de la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, todo 

aquello que se ofrezca como tal, siempre que pueda ser 

conducente, a juicio del juez o tribunal. cuando la autoridad 

judicial lo estime necesario, podr& por algún otro medio de 

prueba, establecer su autenticidad." 
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Antes de señalar la diferencia c'<.istente entre lo que es el 

medio, órgano y objeto du prueba, es importante señalar en 

forma general el signifi.cddo de cad.t uno ele ellos, como 

e1eme1\tos fundamer1tales de la prueba. 

lt&D!O Dl! PRUl!ll.'I. 

Comu quedo e:;.tablecidt.1 :tl lnicio del prcsl.!nt~ cap[tulo, para 

nosott'OS el ml.?clio clt! prueba son aquellos cll...!mcnto5, modos, 

formas, acto:; o Cdmino::. que de u1u. u ottu m~nura. slrven d<:! 

instrumento µara llevar ~l i11imo del juzgador et cu11ocimi~r1to o 

corteza !c.;Obr;tJ L1 Vtinlad ch."" los hechos que or\gi.ndi;on ~~1 

px;oceso~ ll 

Los el!-.:!m~nt.o!>, modo~. form .. 1.-:0, .tct.os o ¡;;..imi.nos ,:¡, que nos 

referimos en L1 J.~t·inii.:ión ..... ut.~.rio1, son u.port•Hlos µoL· penwnas. 

f1stc11s qu~ v.rn .:t. µropon:iona.t· .tl ju:.:.~¡<tdor e\ conocimit!nto de 

lo que ser5 et objuto d~ l<i pru~~~-

En conclu:;;.ión poderuo~; decir '-}Uc \!l int:d.lo Uu prueba e~ la 

prut!ba misma. 

ORG.\.NO OE l'IWHU., 

"Es la person.J. t"Ísi.ca 1JU\'! propoi:cio11.:t ul t.itullL d~l órgano 

jurisdiccional el conoc:imil.mto dc:l objeto de prueba." (<lJ) 

.t\ á~te rcspt!cto Oonz5lez Hust...lnienta nos c.HcE.! que "Órgano de 

prueba es toda per~ona físicd que concurre al proceso 

• $..p'd, µ'"g. 6 y 7. 

-0.- ,\ril.la lbs f\o!L1·úiw, <\'- cit. ¡;á;¡. 101. 
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suministra los informes de que tiene noticia sobre la 

existencia de un hecho o circunstancia, según su personal 

observacl6n." <4ll 

Para Eugene Florian, el 6rgano de prueba 11 es la persona 

f{sica que proporciona en el procedimiento el conocimiento del 

objeta de prueba. Es decir es la persona que suministra el 
conocimiento." {4Z) 

El 6rgano de prueba puede ser el sujeto activo del delito y 

su defensor y; el sujeto pasivo del delito u ofendido y su 

defensor y; el sujeto pasivo del delito u ofendido y su 

repr.esenante legítimo, pero nunca el juez y ministerio público 

podrán ser organos de prueba debido a que éstos conocen de un 

hecho delictuoso en forma mediata, en tanto que el 6rgano de 

prueba lo conoce de manera inmediata. 

OBJl!TO DE PRIJEBA 

Es lo que se debe averiguar en el proceso y consisto en todo 

aquello en que el juez debe adquirir el conocimiento necesario 

para resolver sobre la cuesti6n sometida a ~su examen, es 

decir, saber la verdad que se pretende encontrar o demostrar 

median ta el medio de prueba que se haya aportado, el cual 

deber& estar en relación directa con la verdad buscada en el 

proceso. 

Por su parte Col{n Sánchez nos dice que "El objeto de la 

pruebe-. es fundamentalmente; la demostraci6n del delito con sus 

circunstancias modal ida des (conducta o hecho, tipicidad, 

imputabilidad, culpabilidad), la personalidad del delincuente, 

el grado de responsabilidad y el daño producido." ('13) 

41.- ClrrzáJez B.J;tatmte Jl.m Jaé, qi. clt. ¡fg. 335. 
42.- F1oda:1 E!J;pe, Cit. R:s. Cktra1: Sntana CU"l<:s M. qi. clt. ¡:á;¡. lll. 
43.- Cblln sfn:tez QJllJaIIO, qi. clt. ¡fg. 2BS. 
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Manzini señala que "Objeto de la prueba son todos los hechos 

principales o secundarios que interesan a una providencia del 

juez y exigen una comprobaci6n.'' (~) 
Por lo antes expuesto podemos decir que el objeto de la 

prueba es el fin que persigue la actividad de los sujetos que 

aportan las prueba con la mejor intención y firme propósito de 

provocar en la conciencia del juzgador la certeza necesaria que 

servirá de base para dictar su resolución o sentencia. 

Dentro del procedimiento penal el objeto de la prueba está 

conformado por: 

A) Elementos Qg_ ~-- Son los acontecimientos que están 

relacionados con la persona física 

en razón del tiempo, lugar y 

circunstancia. 

B) ~ Máximas Q Principios de !.!!. Experiencia.- Son todos 

los conocimientos proporcionados 

por la vida práctica y que bienen a 

ser de utilidad en un proceso. 

C) Normas Legales.- Bienen a ser todos aquellos 

ordenamientos de carácter legal que 

tienen aplicaciÓJ' en un proceso 

determinado. 

Por su parte el c6digo Penal para el Distrito Federal en sus 

artículos 51 y 52, establece que el objeto de prueba para que 

se pueda estimar como tal en el proceso, debe contener algo que 

se relacione can la verdad buscada en el proceso. 

De donde se desprende que un requisito esencial del objeto de 

prueba es la pertinencia. 
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Por pertinencia entendemos la calidad consistente en que, lo 

que se trata de probar tenga relaci6n con lo que en el proceso 

se quiera saber. La falta de pertinencia hace desaparecer la 

calidad del objeto de prueba. 
Una vez plasmados los di fe rentes conceptos de lo que es el 

medio, 6rgano y objeto de prueba, podemos decir que la 

diferencia existente entre ellos consiste en que el medio son 

los elementos o actos que proporcionan conocimientos al 

juzgador sobre hechos que se van a determinar en el proceso, es 

decir, es la prueba misma; el Órgan·o de prueba es la persona 

física portadora de un medio de prueba que va a servir al juez 

para suministrarle el conocimiento del objeto de prueba dentro 

del proceso y; el objeto de prueba es la verdad que se busca 

encontrar dentro del· proceso. 

Por lo anterior podemos concluir que dentro de un proceso una 

persona física (6rgano de prueba) que posee los elementos 

necesarios sobre un hecho considerado delictuoso, proporciona 

los conocimientos necesarios al juzgador relacionados con esos 

hechos (medio de prueba), para que éste obtenga~ la verdad que 

se busca dentro del proceso (objeto de la prueba). 
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2. 3. - SISTEMAS PROBATORIOS 

Los sistemas probatorios aceptados tanto por la doctrina como 

por nuestra le9islaci6n son: 

1.- Libre; 

II.- Tasado y; 

III.- Mixto. 

1.- SISTEHA LIARE 

Tiene su fundamento en el principio de la verdad material y 

se traduce en la facultad otorgada al juez para disponer de los 

medios de prueba que le lleven a la realizaci6n de los fines 

específicos del proceso, valorándolos bajo el dictado de su 

conciencia y la responsabilidad que debe tener en el 

cumplimiento de sus funciones. Lo anterior se sintetiza en dos 

aspectof! fundamentales; la libertad de medios de prueba y la 

libertad de valoraci6n. 

Este sistema se fundamenta principalmente en la verdad 

material y sus reglas facultan al Órgano jurisdiccional a 

utilizar los medios de prueba que estime pertinentes y a la 

valoración conforme a su criterio y responsabilidad a efecto de 

llegar a la verdad. 

Il.- SISTEHA TASADO 

También conocido con el nombre de sistema legal, es quél que se 

encuentra regulado por las normas establecidas por la ley y en 

el cual s6lo se ofrecen los medios probatorios que la misma 

ley señala. 

El sistema legal además de disponer de los medios probatorios 

que la ley establee~, delimita la libertad de valoración de 

éstos a través de normas legales. 
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Por otra parte el sistema tasado o legal se funda en la 

necesidad de prevenir y evitar la arbitrariedad e ignorancia 

del juez. 

111.- SISTEMA MIXTO 

Este sistema es una combinación de los dos anteriores; libre 

y tasado, y se caracteriza por que las pruebas las señala la 

ley pero la autoridad competente est&. en la 1 ibertad de aceptar 

todo elemento que se le presente como tal, si a su juicio puede 

continuar verificando su autenticidad por el camino legal 

pertinente, es decir, sujeta la valoraci6n de unas pruebas a 

normas legales pree~tablecidas y deja otras al libre criterio 

del juez. 
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Por lo que hace al sistema probatorio que siguen nuestros 

ordenamientos procesales tanto distrital como federal, diremos 

que ambas legislaciones se rigen por el sistema mixto, con 

tendencia hacia el legal, como se desprende de la lectura de 

los artfcutos 135 en su Última parte y 206 de tos c6digos antes 

mencionados, respectivamente. 

En lo que respecta a la materia del fuero común, la Última 

parte del artículo 135 del C6digo Distrital establece que "Se 

admitira como prueba en los términos del artículo 20, fracción 

V de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 

todo aquello que se ofrezca como tal, siempre que pueda ser 

conducente a juicio del juez o tribunal, cuando la autoridad 

judicial lo estime necesario, podrá por algún otro medio de 

prueba, establecer su autenticidad.'' 

En relaci6n con lo anterior, encontramos que di versos 

artículos del Código en cita, contienen elementos del sistema 

probatorio mixto con una 

los númerales 138, 143, 

246 al 261 y 314. 

mercada tendencia al legal, como son 

147, 182, 189, 225, 224 fracción rrr, 

En cuanto a los medios probatorios que se rigen por éste 

sistema inclinándose más al valor legal tenemos a la confesión 

(art. 249), los documentos públicos (art. 250), documentos 

privados (art. 251), la inspección judicial, los catees (art. 

253), y el testimonio (arte. 256 a 259). 
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Ahora bien el C6digo en cita tamblbn contempla medios 

probatorios que estando apegados al ~istema mixto éstan más 

relacionados con el sistema tasado, como lo son la pericia 

(art. 254) y la presunci6n (art. 261). 

Por otra pJrte, en materia federal como ya se mencion6 el 

artículo 206 del C6digo de la materia fundamenta el sistema 

mixto al establecer los mismos conceptos que se expresan en el 

numeral 135 de su similar en materia común. 
En materia federal los medios probatorios que se apegan al 

sistema mixto con tendencia al legal para su valoraci6n, son la 

conrea16n para la comprobaci6n del cuerpo del delito en el 

fraude, robo, peculado o abuso de confianza (art. 279}, los 

documentos públicos (art. 280), la lnspecci6n judicial y el 

resultado de los catees (art. 204). 

Respecto a los medios probatorios que se rigen por el sistema 

mixto con apego al tasado, son aquellos que van a ser valorados 

libremente por el juez, coaio es el caso de lo e.ataClecido por 

los preceptos 285 y 266 del Código Federal, que establecen: 

Art
0

Ícu10 lli.·- ''Todos los dem~s medios de prueba o de 

investigaci6n y la confesi6n, salvo lo 

previsto en el segundo párra Co del 

artículo 279, constituyen meros indicios." 

~l.!!§..- "Los tribunales, según la naturaleza de 

los hechos y el enlace 16gico y natural 

más o menos necesario que exista entre la 

verdad conocida y la que se busca, 

apreciarán en conciencia el valor de los 

indicios hasta poder considerarlos como 

prueba plena. " 
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En conclusión diremos que el sistema probatorio que se sigue 

tanto en el fuero común como el federal en México es el mixto, 

tada vez que la valoración de los medios probatorios en ambas 

materias está sujeta tanto a normas legales ya establecidas 

como a la libre apreciaci6n del juzgador, lo cual combina a los 

sistemas libre y tasado. 



110 

2.5.- llOKEllTO PROCBDillEllTAL DEL DBSAllOGo PROBATORIO 

Dentro del desarrollo de los actos probatorios en el 

procedimiento penal, encontramos un momento de vital 

importancia para poder establecer la responsabilidad penal o la 
libertad del procesado. Este momento es el denominado 

desahogo probatorio que "es el acto por el cual el madio 

de prueba rinde la utilidad y eficacia que ésta destinado a 
proporcionar.• ('5) 

En el desahogo de tas pruebas intervienen el juez, ministerio 

público y la defensa del procesado. El juez es el órgano 

encargado de realizar el desahogo de las pruebas ofrecidas por 

las partee. 

Para Fernándo Arilla Bas, el desahogo de la prueba deber& 

estar regido por los siguientes prlnclpiosr 

&) Jlg,, Inmediaci6n.- que consiste en la facultad del 

juez para recibir personalmente las pruebas que 

ofrezcan las partes, excepto aquellas. que hayan de 

practicarse fuera del lugar del juicio. 

B) Q2. Contradicci6n.- señala que las pruebas se rindan 

con citaci6n de la otra parte, toda vez que si no 

Cuera as{, se estarla violando la garantía consagrada 

en el artículo 20 fracción IX de la Constituci6n 

Mexicana, el cual concede el derecho al aCusado de que 

su defensor se encuentre presente en todos los actos 

del juicio. 
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C) Q!t Publicidad.- establece que las pruebas debedn 

rendirse en audiencia pública. 

O) ~ ~qa\idad.- que exige que las pruebas se rindan 

en la forma establecida por la ley. 

E) ~ Equilibrio.- nos die~ que las partes gozarán de 

los mismos derechos en la recepción de pruebas. 

F) ~ Idoneidad.- estriba en el sentido de que las 

pruebas recibidas sean idoneas para llevar la certeza 

al ánimo del juez y que se rechacen las inútiles. 

Podemos considerar como desahogo de la prueba el hecho de 

dirigir el juez, ministerio público o defensa, una pregunta a 

un testigo o al inculpado y que estos contesten dicha pregunta. 

También sería el caso de la inspección judicial, cuyo d~sahogo 

se realiza al momento en que el juez obtiene el conocimiento 

del estado que guardan personas, cosas y lugares. 

Es importante señalar que aquellas pruebas ofrecidas durante 

la ins~rucción y no admitidas o admitidas y no desahogadas, no 

deben ser practicadas en la audiencia de vista ni en la segunda 

instancia .. 

Por lo que hace al momento procedimental en que se deba 

realizar el desahogo probatorio, diremos que éste se efectuará 

en ambos procedimientos durante la instrucci6n y después del 

auto que recaiga a la admisi6n de pruebas. 

En el procedimiento ordinario del fuero común, ser5. dentro de 

los 15 días siguientes a la notificación de la admisi6n ele 

pruebas y para el caso de que surgieran del dosahogo de las 

mismas nuevos elementos probatorios, el juez podrá ampliar el 

t6rrnino por 10 d[as mis. (art. 314 C.P.P.O.F.), 

En el fuero federal el desahogo tambi~n ser& en los mismos 

términos que señala el Código Distrital, sólo lJUC en el federal 

de acuerdo a las circunstancias que aprecie el juez podrá 
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decretar de oficio el desahogo de las pruebas que considere 

sean necesarias. (art. 150 C.F.P.P.). 

Respecto al procedimiento sumario, en el fuero común el 

desahogo se realiza en la audiencia principal dentro de los 10 

d{as siguientes al auto que declare sobre la admisi6n de 

pruebas (arts. 307 y 308 c.P.P.o.F. ), o cuando a criterio del 

juez sea necesario suspender la audiencia para permitir el 

desahogo, éste se realizará al dla siguiente o dentro de los 6 

d!as a más tardar. (nrt. 311 c.P.P.o.F.). 

En el fuero común para asegurar el desahogo de las pruebas, 

los jueces harán uso de las medidas de apremio que consideren 

necesarias, así como de aquellas que consideren oportunas, 

pudiendo hacer uso de la fuerza pública en los ti!rminos del 

artkulo 33 del c6digo Distrital para disponer la presentaci6n 

de personas. (art. 314, Gltimo p5rrafo C.P.P.o.F.). 



2.6.- LOS MEDIOS PROBATORIOS EN LA AVERIGUACION PREVIA 
Y EL PROCESO 

113 

Los medios probatorios durante el procedimiento penal se 

pueden presentar en dos momentos; durante la averiguaci6n 
previa y durante el proceso. 

Desde el preciso momento en que se comete un delito nace la 

prueba penal y el la averiguación previa el órgano investigado1· 

lleva a cabo la recolecci6n de pruebas e indicios. Dicha 

recolecci6n de pruebas conducirá a la comprobación del cuerpo 

del delito y u la presunta responsabilidad. 

En la etapa de la averiguación prev la, las pruebas que se 

presentan son recabadas o recolectadas únicamente por el 

minir.terio público, toda vez que t:!n éste periodo interviene 

como 6rgano investigador, es, decir como autoridad y no se le 

permite al acusado que en ésta etapa proporcione probanzas, 

excepci6n hecha de su declaraci6n preparatoria, la cual al 

realizarse ante el agente del ministerio público aceptando 

haber participado de una u otra forma en la comisi6n de un 

delito que se le imputa, se combierte en prueba confesional. 

De lo antes expuesto podemos decir que los medios probatorios 

recabados o recolectados durante la averiguaci6n previa, son el 

principal elemento con que cuenta el ministerio público para 

podar determinar el cuerpo del delito y la presunta 

responsabilidad de una o varias personas en la comisi6n de un 

delito, y en base a estos elementos podrá decretar el auto de 

formal prisi6n o la libertad por falta de elementos para 

procesar. 

En el proceso en general, el órgano jurisdiccional no realiza 

ninguna recolecci6n de pruebas o indicios que fueren a 
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deter~inar la situaci6n jur{dic~ del procesado, 6nicamente 

llevará cabo el desahogo, ampliaci6n comprobaci6n de 

aquellas pruebas practicadas por el ministerio pCiblico durante 

la averiguación previa, as{ mismo recibirá todas las probanzas 

que las partes; ministerio público y defensa, ofrezcan como 

nuevas para su desahogo. 

En éste período procedimental realizado ante el 6rgano 

jurisdiccional es en donde la prueba alcanza su mSxima 

importancia. 

Para finalizar diremos que durante la averiguación previa se 

podrán practicar la mayor{a de las prueb3s, excepción hecha del 

careo, que únicamente se lleva a cabo en el proceso cuando 

exista contradicci6n en la declaracl6n de dos personas que 

intervienen en el mismo; tampoco se tomará en cuenta la 

presunción, toda vez. que como ya dij irnos anteriormente nn 

constituye un medio de prueba, sino una interpretaci6n que 

realiza el juez de los hechos materia de juicio, al emitir su 

sentencia. 

Por lo que toen al proceso, en éste si tiene lugar el 

desarrollo de cualquier medio de prueba que las partes de9een 

utilizar, excluyendo también a la presunci6n por los motivos ya 

expuestos .. 
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2.7.- SUJETOS QUE PUEDEN OFRECER PRUEBAS 

Como se mencion6 en paginas anteriores•las personas físicas 

que proporcionan durante el procedimiento, el conocimiento del 

objeto de prueba, reciben el nombre de 6rgano de prueba. 

De las personas f lsicas que intervienen en la relaci6n 

procesal que pueden ser 6rganos de prueba, est&n: 

A) El Presunto Responsable y su Defensor. 

B) El Ofendido y su Representante. 

C) Los Testigos. 

Nunca podr&n actuar corno 6rgano de prueba el ministerio 

público, el 6rgano jurisdiccional y los peritos. 

El ministerio público por la misma naturaleza de sus 

atribuciones no puede ejercer dos funciones, ya que eatar{a 

actuand~ como autoridad y parte. 

Por lo que hace al juez, éste al conocer en forma mediata un 

hecho del ictuoso no podrS. tener el carácter de 6rgano de 

prueba, toda vez que, para serlo se necesita conocer el hecho 

de una manera inmediata 1 es decir, que el juzgador para ser 

Órgano de prueba necesita conocer el hecho de manera directa y 

sin ser autoridad conocedora, ya que cuando se es juez, no se 

puede ser 6rgano y en cuanto se es órgano no se puede ser 

juez.•• 

Asi mismo, tratándose de los peritos, debido a la naturaleza 

de la peritación tampoco pueden ser 6rgano de prueba. 

Lo anterior se debe al hecho de quo para ser 6rgano de prueba 

• ap:.¡, ¡:&;¡. 44 • 

•• crr. O:llÍn s3n:tez Clll.le!:llo, cp. cit. ¡:&;¡. ni. lp.tl. Arria;¡.¡ Flores Arturo, cp. cit. ¡:6:;¡. m 
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es necesario distinguir dos momentos: 

A) ..§!. de Perc:epci6n.- Que consiste en fijar el momento 

en que el 6rgano de prueba toma el dato que va a ser 

objeto de prueba y; 

o) El Q!! Aportación.- se presenta cuando el 6rgano de 

prueba aporta al juez el medio probatorio. 

Una vez determinado que personas pueden ser 6rgano de prueba 

en un proceso penal, es importante establecer que éstas 

personas no podr.5.n proporcionar al juez el conocimiento del 

objeto de prueba si no existe un previo ofrecimiento o 

presentaci6n de lae pruebas. 

Dicho ofrecimiento de pruebas, únicamente lo podr&n realizar 

las partes 

ministerio 

que intervienen en el proceso, es decir, por el 

público la defensa, como se desprende de la 

de los artículos 307 y 314 del c6digo Procedimental 

150 y 152 bis, del an.Slogo fcde_ral, que hacen 

lectura 
Distrital, 

referencia a los plazos con que cuentan las partes para ofrecer 

pruebas, sin referirse a otras personas para que realicen dicha 

presentaci6n. 
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2.0.- MEDIOS PROBATORIOS SUPBRVBNIHNTBS 

Los medios probatorios supervenientes son aquellas pruebas 

de las presentadas que surgen al momento del desahogo 

inicialmentente y de cuya existencia no se tcn{a conocimiento 

anteriormente. 

Para que una 

necesario que 

prueba sea considerada como superveniente, es 

ésta no haya sido ofrecida en alguna etapa 

anterior del procedimiento y que al momento en que aparezca, la 

parte que la ofrezca no haya tenido conocimiento de su 

existencia, como es el caso de la prueba documental en los 

términos a que ae refiere el artículo 243 del Código Procesal 

Distrital que señala: 

"Los documentos públicos y privados podrán presentarse en 

cualquier estado del proceso hasta antes de que se declare 

visto, y no se admitirán después, sino con protesta formal que 

haga el que los presente, de no haber tenido noticia de ellos 

anteriormcnte. 11 

Cualquier 

aparezca 

considerado 

medio probatorio que durante la secuela procesal 

con los el amentos antes descritos podrá ser 

como prueba superveniente, excepci6n hecha de la 

presunci6n, toda vez que ésta es una interpretaci6n realizada 

por el juzgador de los hechos materia de juicio. 
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3. - RECURSOS OPERANTES EN EL PROCESO PENJ\I, 

Antes de iniciar el estudio de los recursos operantes en el 

proceso penal, debemos señalar por qué y para qué se interponen 

dichos recursos. Al respecto diremos que después de que los 

6rganos de la jurisdicción dan a conocer sus determinaciones a 

través de resoluciones judiciales que deben responder a las 

diversas promociones de las partes principales del proceso, en 

donde el contenido de dichas determinaciones son de importancia 

ca pi tal para el de sen vol vimiento normal del proceso y para la 

definición de la pretención punitiva estatal, por lo cual éstas 

pueden afectar en sus derechoa al ministerio público, al 

probable autor del delito, y al ofendido. Por eso, en 

prevención de males irreparables, susceptibles de romper con 

toda aspiraci6n de justicia las leyes consagran el derecho de 

inconformarse a través de diversos medios de impugnación cuya 

finalidad es evitar la marcha del proceso por causes indebidos 

que llegen a facilitar una resolución injusta. 

Por tal motivo es de inter6s público que la justicia se 

realice, no solo para tranquilidad de la sociedad sino para 

quién directa e inmediatamente resintio el daño causado por una 

conducta o hecho ilícito y que la autoridad jurisdiccional 

resuelva en su caso en forma inadecuada, llevada por la 

falibilidad, las pasiones, los intereses en pugna y muchas 

otras cuestiones incesantes que rondan todos los ámbitos de la 

justicia, provocando el error, la mala fe y el quebranto del 

deber estatuido por la ley. 
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Frente a esta situaci6n y a muchas otras que suelen con 

frecuencia manifestarse, se instruyeron medios de control 

(recursos o remedios jur{dicos} para restablecer el equilibrio 

perdido con motivo del error o del desv{o de poder. As[ con 

motivo de estos medios, el tribunal autor de la resolución u 

otro de mayor rango jerárquico, previo examen del proveído 

impugnado, enmendará la ilegal o improcedente resolución a 

trav6s de una nueva que el imlne a la anterior, anulando por 

consiguiente cualquier vicio en los actos del procedimiento o 

en el acto mismo de juzgar. 

Por otra parte, tambi&n es importante establecer el 

significado de la palabra recurso, por lo cual diremos que la 

palabra recurso viene del italiano ricurso, cuyo significado es; 

"volver al camino aridado 11
• 

Para Fern&ndo Arilla, recurso "es el medio que la ley concede 

a las partes del proceso para impugnar las resoluciones que 

lea causen agravio para que sean examinados por el propio 

tribunal que las dicte o por otro de mayor jcrarqu{a.• ni 
Javier Piña y Palacios señala que recurso es "~l medio que la 

ley prescribe para restaurar el equilibrio entre el juez y las 

partes o entre las partes entre s{ para que !31? reanude el curso 
normal del proceso. n (i) 

Por su parte Oronoz Santana nos dice que el recurso es "la 

inconformidad manifestada por alguna de las partes contra la 

resoluci6n que se estima causa agravio: teniendo por objeto el 

de que un organo superior estudie dicha resoluci6n a efecto de 

confirmarla, revocarla o modificarla, ••• '' (~ 
Col{n s&.nchez nos dice que tos recursos "son creaciones de la 

ley cuyo fin es restaurar el ordenamiento jurídico que pudo 

l.- ArUla Bl9 fll<rán:b, cit. ¡mt. Arr1a;¡o Flms ~rtllro, cp. cit. plg. 432. 

2.- Plfu y lbl2d03 Javier, cit. ¡mt. ll:dmn. 

3.- Clrom. santam Qorlrs M. cp. cit. plg. 219. 
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haberse quebrantado por el 6rgano jurisdiccional y en agravio 

de los sujetos principales de la relación procesal, 

restituyendo o reparando ~1 derecho violado."~) 
Por. lo antes expuesto podemos señalar que en nuestro concepto 

los recursos son los medios establecidos por la ley para 

impugnar las resoluciones judiciales que por alguna causa 

funda se consideren injustas, garantizando de esa manera en 

forma m&s abundante el buen ejercicio de la función 

jurisdiccional, modificando, confirmando o revocando la 

resoluci6n impugnada. 

En términos generales el recurso viene a ser un segundo 

estudio de una t·esolución no apegada a derecho, el cual se 

encuentra sujeto a los siguientes principios o restricciones: 

I.- Se restringe el número do recursos, reconociendo 

nuestras leyes exclusivamente tres 

revocaci6n, apelaci6n y denegada apelación. 

saher; 

1.1 ... - Se conceden recursos contra todas las resoluciones 

otorgándose el mas importante (la apelación) a las 

que revisten superlativo interés, es decir que no solo 

se deben 

resoluciones, 

conceder recursos contra 

ni tampoco únicamente 
todas 

contra 

las 

las 

sentencias, pues se debf?n conceder contra todas las 

determinaciones esenciales del proceso que, por su 

carácter total sirven de base a los períodos 

posteriores cuya mala elaboración ocasiona 

perjuicios a toda la secuela procesal. 

III.- Tan sólo se concede un recursoi la resoluci6n que 

admite 

viceversa. 

la apelaci6n rechaza la revocación 

4.- Cbl.!n srr.:rm Cllillemo, cp. cit. ¡:Sg. tfll. 
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IV.- Para la interposic16n de los recursos, 
invariablemente la ley señala un término, pasado el 

cual precluye el derecho que se pueda exigir. 

v.- Ning6n recurso opera oficiosamente, siendo necesario 

que lo interpongan los sujetos señalados por la ley, 

dichos sujetos señalados en la ley son; el ministerio 

público, defensor e inculpado. 

VI.- Solamente las partes pueden interponer los recursos 

y no reconociendose al ofendido calidad de parte, no 

pudiendo interponer recurso mis que en los casos de 
excepci6n que señala la ley, pues hay que recordar 

que en nuentra legislaci6n, el ofendido no es parte 

en r::l proce::;o y que por excepci6n, la ley le concede 

derechos para interponer ciertos recursos en lo 

tocante a las resolucion~s que afecten la reparación 

del daño. 

VII.- En materia penal no existe recurso e ... xtraordinario, 

entendiendo como tales los que se concedan contra 

resoluciones que tienen calidad de cosa juzgada. 

Manuel Rivera Silva .. clasifica a los recursos en trt's formas~ 

1.- A la situaci6n de la calidad de la resotuci6n 

recurrida. 

2.- A la clase de autoridad que interviene en la 

i·uvisi6n, y1 

3.- A los efectos que produce el recurso. 

• Vid. Ri""'1 Silw Mnel, q>. cit. ¡:&;¡. 323. 
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l.- Atendiendo al primer concepto, diremos que los 

recursos se clasifican en ordinarios y extraordinarios. 
1Q.§ Recursos Ordinarios son aquello~ r¡uc se interponen contra 

la resolución que aún no es cosa juzgada. 
Entre estos recursos se encuentran la revocaci6n, la 

apelaci6n y la denegada apelaci6n. Esto es, que al ir1tnrponerse 

el recurso ordinario por algúna de las partes se provoca el 

efecto jurídico de abrir una segunda instancia en el juicio 

correspondiente. 

Los Recursos Extraordinarios son los que se conceden contra 

aquellas resoluciones que tienen calidad de cosa juzgada. 
"Al interponerse algún recurso extraordinario se estará 

abriendo un nuevo juicio, toda vez que el juicio impugnado ha 

causado estado; es decir en é1 ha operado la cosa juzgada. 11 (S} 

2.- Tomando en cuenta las autoridades que conocen de los 

recursos, éstos se clasifican en devolutivos y no devolutivas. 

Los Recursos Devolutivos son aquellos en los que interviene 

una autoridad diferente a la que dicta la resoluci6n recurrida. 

En esta clase de recursos existen dos clases de autoridades, 

un judex a qua (el juez que conoce en primer término}, y un 

judex ad quem {el juez que revisa la resoluci6n recurrida). 

El nombre de estos recursos {devolutivos) obedece a razones 

históricas; cuando el inferior, en el que el rey había delegado 

la facultad de hacer justicia, 

facultad. 

dcvol vía al superior esa 

Los Recursos No Devolutivos son aquellos en los que una 

sola autoridad interviene, es decir, la que revisa es la misma 

que dictó la resoluci6n impugnada. 

3.- Por los efectos que produce el recurso, se 

clasifican en suspensivos o devolutivos. 
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~ Recursos Suspensivos son aquellos que suspenden el 

curso del procedimiento. 
1.Q.§. ~ Devolutivos al contrario de los suspensivos, 

no interrumpen el desarrollo del proCedimiento, pero en caso 

de que el recurso prospere, la secuela procesal se devuelve 

hasta la resolución modificada. 

Un mismo recurso puede ser investido en difen!:ntes momentos 

de los dos efectos señalados anteriormente. 

Fijadas las notas generales de los recursos, pasaremos al 

estudio particular de cada uno de ellos. 
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3. 1. - Er. RECURSO DR APELACION 

Dentro de los medios de impugnación ordinarios, la apelaci6n 

es el de mayor trascendencia dentro del procedimiento penal. 

Apelación deriva de la palabra "apellatio", cuyo significado 

es: llamamiento o reclamación. 

Entre algunas de las definici.ones de lo que es el recurso de 

apelaci6n, proporcionadas por diversos tratadistas y que hacen 

referencia a elementos parecidos, tenemos las siguientes: 

Para Javier Piña y Palacios "es ul medio que la ley emplea 

para que el curso normal del proceso se reanude o termine 

mediante la intervención de un juez distinto al que cfectu6 el 

acto que desvi6 el curso normal del proceso." (S) 

Manuel Rivera Silva, establece que "La apclaci6n es un 

recurso ordinario, devolutivo, en virtud del cual un tribunal 

de segunda instancia confirma, revoca o modifica una resolución 

impugnada." <5) 

Por su parte Colín Sánchez define a la apelación diciendo que 

"es un medio de impugnación ordinario, a través del cual el 

ministerio público, el procesado, acusado o sentenciado, y el 

ofendido, manifiestan su inconformidad con la resoluci6n 

judicial que se les ha dado a conocer, originando con ello que 

un tribunal distinto y de superior jerarqu{a, previo estudio de 

lo que se consideran agravios, dicte una nueva resolución 
judicial." (?) 

5.- Plfu y Rlla::ic:s Javier, cit. ¡:ost. Arria;Jl Fiam /lrtllro, qi. cit. ¡á;¡. 4<ll. 

6.- Riwra Silva -· q:i. cit. ¡:á:¡. m. 
7.- Cl:ll.fn sntez ClJillm¡o, q:i. cit. ¡ñ;¡. lfE 
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De lo anterior podemos concluir que al recurso de apclaci6n 

es el medio por el cual las part.es en el procedimiento penal 

impu\]'nan la!; ccsoluciones judiciales de primera inst;incta, con 

el prop6slto de que el superior jerarqu[co del 6rgano que 

emitió la resoluci6n recurrida. la examine para determinar si en 

ella se aplicó inexactamente la ley, a fin de que se resuelva 

en definitiva1 ya sea confirmando, revocando o modificando la 
misma. 

Cabe hacer menci6n que el articulo 414 del C6dlgo de 

Procedi1Dlentoo Penales para el Dis.trlto Federal define •l 
el ta do recurso por sus resultados al establecer que "El recurso 

de apelacl6n tiene por objeto que el tribunal de segunda 
instancia confirme, revoque o modifique la resoluci6n apelada." 

Por el contrario el art[culo 363 del c6dlgo Federal lo 

define par su objeto al seifalar que 11 El recurso de apelaci6n 

tiene por objeto examinar si en la resolución recurrida no se 

aplic6 la Ley correspondiente o se aplic6 ésta inexactamente, 

si se violaron los principios reguladores de la valoraci6n de 

la prueba, si se alteraron los hechos o no se ·rundó o motiv6 

correctamente." 

tos citados preceptos legales permiten diferenciar claramente 

las relaciones existentes entre la primera y la segunda 

instancia, por lo cual podemos llegar a la conclusión de que la 

segunda instancia no es una continuaci6n de la primera. 

Ahora bien por lo que hace al fin perseguido por el recurso 

en estudio, diremos que es la reparación de las violaciones 

legales cometidas, lo cual s61o es posible lograrlo a través de 

la modificación o la revocaci6n de la resoluci6n impugnada, 

para lo cual se deberá dictar otra que resuelva lo procedente. 

A este respecto el tratadista Guillermo Col!n s&nchez, señala 

que si los agravios son procedentes por violaciones a las 

formalidades esenciales del procedimiento, al fin perseguido 
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ser&. la reposici6n de ~ste a partir del momento de la violaci6n 

cometida. Esto es, que el fin del racurso de apelaci6n lo 

constituye la rcinstauraci6n de l~s violaciones cometidas en la 

aplicaci6n inexacta de la ley o de los principios de la 

valoraci6n de la prueba, con la emisión de la resolución del 

tribunal de segunda instancia. 

En ésta segunda instancia la prohibici6n del jus novarum o 

derecho de las partes para aportar nuevas pruebas a la secuela 

procosal, es obvia, toda vez que dicha segunda instancia no 

puede tener otro objeto qpe el de juzgar sobre la legalidad de 

la resoluci6n recurrida. 

Asi inismo el Tribunal Superior de ,Justicia del Distrito 

Federal ha establecido lo siguiente: 

"La apelaci6n penal, no somete al superior más que a los 

hechos apreciados en la primara instancia y dentro de los 

limites marcados por la expresi6n de agravio; de lo contrario 

se convertir{a en una reviai6n de oficio en cuanto a los puntos 

no recurridos: y la Suprema Corte ha sustentado la tesis de que 

dicha rcvisi6n es contraria al articulo 21 Constitucional~' 

(Tomos XXV, XXVI, páginas 1667, 414). 

"La revisión de oficio con efecto de apelaci6n que en materia 

penal establecen leyes locales, pugnan abiertamente con las 

prevenciones del artículo 21 Constitucional que deja a cargo 

exclusivamente del Ministerio Público, el ejercicio de la 

acci6n penal, que comprende entre otros actos la interposición 

de los recursos legales procedentes." (Quinta ~poca, tomo XXX, 

página 202). 
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3.1.2.- CASOS DB PllOCBDEllCIA T EICBPCION 
Dl!L Rl!CUllSO DI! APELACIOl:I 

El recurso de apelaci6n ce encuentra regulado por los 

art!culos 414 a 434 del C6digo de Procedimientos Penales para 

el Distrito Federal y por sus similares 363 a 391 del c6digo 

Federal de Procedimientos Penales. 

Los numerales 418 del c6digo Distrital, as{ como 366 y 367 del 

anilogo Federal, enumeran a las resoluciones judiciales que 

pueden ser apelables, esto es, en que casos procede el recurso 

de apelaci6n. 

De acuerdo con el artfoulo 418 del C6digo Distdtal son 

apelablea las siguientes r~soluciones judiciales; 

"I.- Las sentencias dcflnitivae, hecha excepci6n de las 

que se pronuncien en los procesos que se instruyan 

por vagancia y malvivencia: 

II.- Los autoa 

juriadicci6n 

o continuar 

que se pronuncien sobre cuestiones de 

o competencia' los que mandan suspender 
la lnotrucci6n; el de formal prlsl6n o 

el que la niegue; el que conceda o niegue la 

libertad1 

III.- Loa que resuelvan las excepciones fundadas an 

alguna de las causas que extinguen la acci6n penal; 

los que declaran no haber delito que perseguir; los 

que concedan o nieguen la acumutaci6n, o los que 

decreten la separación de los procesos, y 

IV.- Todos aquellos en que este c6digo conceda 

expresamente el recurso .. " 
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Por su parte el C6digo Federal establece en su artículo 366 

que "Son apelables en ambos efectos solamente las sentencias 

definitivas en que se imponga alguna sanción.'' Y ser&n apelables 

en efecto devolutivo ( art 367 ) : 

11 1.- Las sentencias definitiva& que absuelven al 

acusado, excepto las que se pronuncien en relaci6n 

con delitos pu ni bles con no más de seis meses de 

prisión o con pena no privativa de libertad, cm los 

términos del primer párrafo del artículo 152; 

II .- Los autos en que se decrete el sobreseimiento en 

los casos de las fracciones Il I a VI del artículo 

298 y aquellos en que se niegue el sobreseimiento; 

III .- Los autos en que se niegue o conceda la suspensi6n 

del procedimiento judicial; los que concedan o 

nieguen la acumulación de autos; los que decreten o 

nieguen la separaci6n de autos; los que concedan o 

nieguen la recusaci6n; 

IV.- Los autos de formal prisi6n; los de sujeci6n a 

proceso; los de falta de elementos para procesar; y 

aquéllos que resuelvan situaciones concernientes a 

la prueba; 

V.- Los autos en que se conceda o niegue la libertad 

provisional bajo cauci6n; los que concedan o nieguen 

la libertad por desvanecimiento de datos, y los que 

resuelvan algún incidente no especificado; 

VI.- Los autos en que se niegue la orden de aprehensi6n 
o sa niegue la citaci6n para preparatoria. Estos 

autos sólo son apelables por el Ministerio Público. 

VII.- Los autos que nieguen el cateo, las medidas 
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precautorias de car&cter patrimonial o el arraigo del 

indiciado; 

VIII.- Los autos en que un tribunal se niegue a declarar su 

incompetencia por declinatoria, o a librar el oficio 

inhibitorio a que se refiere el artículo 436, y; 

IX.- Las dem&s resoluciones que marca la ley. 11 

La apelaci6n procede tanto en el efecto devolutivo como en el 

suspensivo. 

El recurso interpuesto en efecto devolutivo ocasiona que el 

tribunal inferior devuelva al superior la jurisdicci6n que 

recibi6 de é1, la interposición del recurso en efecto 

suspensivo origina que se suspenda la jurisdicci6n del 

inferior, transfiriendose 6sta al superior. 

Las sentencias condenatorias son apelables en ambas efectos, 

y las absolutorias únicamente en el devolutivo,. De ah{ que la 

interpoeici6n del recurso impida la ejecuci6n de las primeras, 

pero no la de las segundas. 

Para el caso de sentencias que contengan aspectos 

condenatorios y absolutorios, los efectos que produzca la 

interposici6n del recurso serán suspensivos pa.rd los primeros y 

devolutivos para los segundos. 

Los autos de formal prisi6n y de libertad por falta de 

méritoe para procesar son apelables únicamente en efecto 

devolutivo. 

La ejecuci6n provisional de una resolución apelada en efecto 

devolutivo, ocasiona en caso de ser revocada, que se restituyan 

las cosas al estado que guardaban hasta antes de la ejecuci6n. 

Ahora bien, por lo que hace a los casos en que no procede el 

recurso de apelaci6n, el articulo 410 del c6digo Distrital 
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señala que "No procederá ningún recurso, cuando la parte 

agraviada se hubiere conformado expresamente con una resoluci6n 

o procedimiento, o cuando no interponga el recurso dentro de 

los t~rmino que la ley sefiale.'' 

Esto es, que el recurso de apelaci6n se deberá interponer en 

el tiempo que establece la ley, y en el caso de que no sea as!, 

el recurso que se interponga no procederá, as{ pues el recurso 

de apelación en mu.teria del fuero común se deberá interponer en 

los siguientes momento~ (art. 416 C.P.P.D.F.): 

1.- En el momento de notificarse la resoluci6n o dentro 

de los tres d!as siguientes de hecha aquella si se 

trata de un auto. 

2.- En sentencia definitiva el apelante podrá manifestar 

su inconformidad al momento mismo de la notificaci6n 

o dentro de los cinco d{as siguientes. 

J.- Tratándose de otra resoluci6n (no establecida en la 

ley), al momento de ser notificada o dentro de los 

dos días siguientes. 

En materia federal el recurso de apelaci6n deber& 

interponerse en los siguientes momentos (art. 36B C.F.P.P.): 

1.- Cuando se trate de sentencias se interpondrá en el 

momento de notificarse la resoluci6n o dentro de loe 

cinco d{as siguientes. 

2.- Cuando se trate de un auto se interpondrá en el 

momento de notificarse o dentro de los tres d!as 

siguientes. 

Manuel Rivera Silva nos dice que le recurso de apelaci6n 

tiene diversas restricciones, tales como: 
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A) Restricci6n !!.g!. ~ !!g, ~ concedidos; se 

ha establecido que las resoluciones no apelables son revocables 
(arts. 412 C.P.P.D.F. y 361 C.F.P.P. ), concluyendose que s61o 

procede un recurso para cada caso. 

B) Restricci6n del tiempo; esto significa que la 

apelaci6n podrá interponerse en forma verbal o por escrito, en 

el acto de la notificaci6n o dentro de los tres días siguientes 

si se trata de un auto y cinco si se trata de sentencias# 

agregando que en el fuero comCtn se señalan doa d{as para 

interponerse en contra de cualquier otra resoluci6n. (arts.416 

C.P.P.D.F. y 368 C.F.P.P.). 

C) Restricci6n relativa i!. 1ª. necesidad ~ interponer tl 
~; significa que la c;~gunda instancia no se abre 

oficiosamente, pues para ello se necesita la petición de parte 

legitima. (arts. 415 C.P.P.D.F. y 364 C.F.P.P.). 

D) Restricci6n consistente !!!!. ™ .Pnicamente ll;! partes 

pueden interponn il ~ ~ apelación; como ya se ha 

establecido anteriormente, esto recurso s6Ío puede ser 

intarpuesto por el ministerio pCíblico, el acusado y su 

defensor, el ofendido y aun representantes leg{timos cuando 

coadyuven en la a:cción reparador~ y s6lo en lo relacionado a 

6sta. (arts. 417 C.P.P.D.f. y 365 C.f.P.P.). 

Es importante señalar que ésta Última restricci6n tiene su 

excepci6n, pues contra resoluciones de car&.cter meramente 

procesal o de fijaci6n de responsabilidad o de compr?baci6n del 

cuerpo del delito, el ofendido no tiene derecho a apelar (arts. 

417 c.P.P.o.F. y 365 c.F.P.P.). 

Dentro del tema de las personas que tiene derecho a apelar, 

se debe de establecer que hay autos en los que las partes en 

general pueden interponer el recurso de apelaci6n y hay otros 



132 

en que exclusivamente una parte puede interponer el recurso, 

como por ejemplo en los autos que niegan la aprehensi6n o de 

los que niegan la citaci6n para la audiencia prr1paratoria, de 

los cuales sólo puede apelar el ministerio público. {art. 367, 

fracci6n VI, C •• F.P.P.). 

A continuaci6n pasaremos a estudiar el procedimiento que se 

sigue para el desarrollo del recurso de apelaci6n en nuestras 

legislaciones del fuero común y federal. 

INTERPOSICION DEL RECURSO DE APELllCION 

La interposición del recurso de apelación se hace al momento 

de la notificaci6n o dentro del término de tres días si se 

trata de un auto y de cinco si se trata de unu sentencia, 

pudiendose interponer por escrito o verbalmente, no siendo 

necesario que se invoque el nombre del recurso, sino 

simplemente señalar la inconformidad con la resoluci6n. (arts. 

416 c.P.P.D.F. y 368 c.F.P.P.). 

Hecho lo anterior el · 6rgano jurisdiccional sin sustanciaci6n 

alguna deberá admitirlo o rechazarlo, quedando expedito el 

derecho del afectado para el caso de que no sea admitida la 

apelaci6n, se presente el recurso de denegada apelaci6n, 

evitando con esto que el recurrente repita el recurso después 

dE haber corregido o subsanado los defectos que originaron su 

lnadrnlslbllidad. 
Una vez interpuesto el recurso se pone en marcha la 

maquinaria proc.edimental que dará origen a la segunda instancia 

en caso de que sea admitido. 

Lo ar.terior es indispensable para realizar el objeto y fin de 

los medios de impugnaci6n. 
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ADHISION DEL RECURSO DE APELACIOH 

Interpuesto el recurso ante el juez autor de la resoluci6n 

impugnada ( Iudex ad qua, o tribunal de primera instancia), en el 

t6rmino que establece la ley, 6ste resolvera si lo admite o no. 

(arts. 421 c.P.P.D.F. y 370 c.F.P.P). 

Los preceptos antes citados hacen referencia en sus 

contenidos que para la admisi6n del recurso el juez únicamente 

atender5. a la legitimaci6n del sujeto y al factor crono16gico, 

esto es, si el recurso fue interpuesto o no en tiempo por quien 
tiene capacidad legal para ello. 

Admitido el recurso, el juez de primera instancia tcndr& que 

realizar la calif icaci6n de grado del recurso, esto es, el 

efecto en que es admitido, toda vez que se trata de una 

obligaci6n a su cargo y no de las partes. 

Si el recurso es admitido en efecto devolutivo el 

juez de pimera instancia enviará al superior jerárquico el 

contenido de las constancias o testimonios que las partes elijan 

y las que él mismo estime pertinentes. (art. ~372, párrafo 30 

C.F.P.P). 

Cuando el recurso es admitido en ambos efectos se suspende 

el procedimiento, remitiendose al tribunal de segunda instancia 

el original de la causa apelada. Si en la misma causa 

existierán varios acusados y s610 alguno o algunos de ellos 

impugnaran la resoluci6n, en este caso se remitirá copia o 

duplicado del expediente completo. (arts. 422 C.P.P.O.F. y 372 

C. F.P.P.). 

Trat&ndose de sentencias definitivas y cuando no se 

perjudique la instrucci6n se deber& remitir el original de la 

causa en que se act6a (art. 422 C.P.P.D.F. y 372 C.F.P.P. ). 
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Es importante señalar que contra el auto con el que se admite 

el recurso de apelación- no procede recurso alguno, pues así lo 

contemplan los C6digos Distrital y Federal de la materia en sus 

artículos 421 y 370, respectivamente. Pero se concede a las 

partes un medio de impugnación ante el tribunal de segunda 

instancia para el caso de que quieran impugnar el, o los 

efectos en que haya sido admitido. (arts. 423 C.P.P.D.F. y 374 

C.F.P.P). 

También es pertinente señalar que el "judex ad quem", o juez 

de segunda instancia puede decretar después de la cclebraci6n 

de la vista, la incorrecta admisi6n del recurso o el efecto o 

efectos en que fue admitido ~ste, en cuyo caso se devolverá el 

expediente al juzgado de su origen, sin revisarse la resoluci6n 

o sentencia apelada. (arts. 423 C.P.P.D.F. y 375 c.F.P.P.). 

AUTO DE RADICACION 

Una vez admitido el recurso, especificado el efecto o efectos 

en que fue admitido y remitidas las constancias procesales por 

el tribunal de primera al de segunda instancia, éste Último 

deberá real izar una serie de actos procesales entre los que se 

encuentra el llamado auto de radicación. 

El auto de radicación se inicia al igual que en la primera 

instancia al momento de recibirse las constancias procesales, 

lo que viene a ser la emisi6n de la primera resolución del 

''Iudex ad quem'', durante la segunda instancia. 

En éste auto se anotará el número de la causa rccibida,el 

número de fojas de que consta, el delito por el que se instruye, 

el nombre de la persona o personas a la que se le instruye el 

proceso, el motivo por el cual se recibio la causa y su 

tunda mento legal, la fecha y hora para la celebración de la 

audiencia de vista, as! como la sala y magistrados que la 

integran. 
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DILIGENCIAS PARA Kl!JOH PROVEER 

"Las diligencia!.: para mejor proveer son actos procedimentales 

a cargo del 6rgano jurisdiccional de segunda instancia o 

tribunal de apelaci6n a efecto de allegarse elementos que 

ilustren mejor su criterio para que esté en aptitud de emitir 
su resoluci6n ..• " (B) 

El fundamento legal de las diligencias para mejor proveer lo 

encontramos contenido Pon los numeralas 426 y 384 de los C6digos 

Di etr i tal y Federal, respectiva raen te y que a la letra señalan: 

Articulo fil·- "Cuando el tribunal, después de la 

vista, creyere necesaria, para ilustrar su criterio, la 

práctica de alguna diligencia, podrá decretarla para mejor 

proveer y la desahogará dentro de diez d{as, con sujeci6n al 

titulo segundo de este c6digo y al artículo 20 constitucional." 

Artículo IB·- sl después de celebrada la 

vieta el tribunal creyere necesario la práctica de alguna 

diligencia para ilustrar su criterio, podrá decretarla para 

mejor proveer, la practicarS dentro de los diez d!aa 

siguientes, con arregl.o a las disposiciones relativas de este 

c6digo .'' 

Al llevarse acabo la pr!ctica de las diligencias para mejor 

proveer, el tribunal de apelación deber~ en todo momento 

respetar las garantlas individuales del acusado Y si alguna 

probanza resultara centrarla a los intereses del inculpado, el 

tribunal no deber& de ton1arla en cuenta para agravar la 

situaci6n jurídica decretada en primera instancia. 
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Por otra parte, "la Suprema Corte de Justicia de la Nación, 

ha establecido que, las diligencias para mejor proveer han de 

ser da tal naturaleza que s6lo tengan por objeto aclarar algún 

punto dudoso que provenga de las pruebas aportadas por las 

partes o bien tiendan a ilustrar el criterio del juzgador para 

mejor cumplir con la misi6n de aplicar correctamente la ley.'' C9} 

La finalidad que se persigue con la pr~ctica de estas 

diligencias es complementar los elementos probatorios ya 

existentes en la causa penal correspondiente. 

SEÑALAllIEHTO DE AGRAVIOS 

El señalamiento de agravios lo encontramos regulado por los 

artículos 415 y 364 de los c6digos Distrital y Federal de la 

materia, respectivamente, los cuales nos indican que este 

deberá realizarse al momento de interponerse el recurso o en la 

vista. 

Del contenido de los artículos antes citados se entiende quo 

si el ·apelante expresa los agravios al momento de interponer el 

recurso, no podrá expresar nuevos agravios en el acto de la 

vista o ampliar los ya presentados. 

Por otra parte, se entiende por agravio todo daño o perjuicio 

que sufre una persona por la violaci6n de un precepto legal en 

una reso1uci6n judicial. 

"la tesis número 128 emitida en la quinta 6poca, establece el 

concepto de agravio, diciendo: "Se entiende por agravio, la 

lesi6n de un derecho cometida en una resoluci6n judicial, por 

haberse aplicado indebidamente la ley, o por haberse dejado de 

aplicar la que rige el caso; por consiguiente al expresarse 

9.- lbicB:t, ¡:{í;¡. 456. 
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cada agravio, debe el recurrente precisar cu~l es la parte de 

la sentencia que lo causa, citar el precepto legal violado y 

explicar el concepto por el cual fue infringido, no siendo apto 

para ser tomado en consideraci6n, en consecuencia, el agravio 

que carezca de estos requisitos. 11 (lO) 

La violaci6n los preceptos legales que originan un 

agravio, pueden ser producidas por la aplicaci6n inexacta de 

la ley (por haberse aplicado una norma indebidamente o por no 

haberse aplicado la que tenía que aplicarse), por la 

inobservancia de los principios reguladores de la prueba, por no 

haberse analizado y valorado las circunstancias que se 

refieren los artículos 51 y 52 del código Penal en lo que se 

refiere a la aplicaci6n de penas en las sentencias 

condenatorias y por quebrantar las formalidades esenciales del 

procedimiento, lo que origina la reposici6r. del mismo. (arta. 

431 C.P.P.D.F. y 388 C.F.P.P.). 

Por lo que se refiere al problema de determinar si los 

agravios que fuer6n expresados al momento de i .. nterponerse el 

recurso se pueden modificar o enriquecer, el articulo 410 del 

c6digo Distrita.l de la materia señala al respecto que: ºNo 

procederá ningún recurso, cuando la parte agraviada se hubiere 

conformado expresamente con una resoluci6n o procedimiento, o 

cuando no interponga el recurso dentro de los términos que la 

ley señale. 11 

Como se puede observar, la modificaci6n de los agravios 

resulta imposible en lo tocante al capitulo en que se conform6 

la parte agraviada, pero si tal rnodificaci6n no lesiona la 

conformidad señalada, si es posible hacerla, y en lo referente 

al enriquecimiento de los agravios se sigue el mismo concepto. 
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OFRECIMIENTO Y RECEPCION DE PRUEBAS 

De conformidad con lo estahle<.:ido por el artículo '120 del 

C6digo Distrital de la materia las partes podrán ofrecer 

pruebas durante la audiencia de vista o dentro de los tres días 

si la citación se hizo por instructivo, y al día siguiente de 

hecha la promoci6n, la s;ila decidir~ si son de admitirse o no 

las pruebas y en cuso de ser admitidas sr? desahogarán dentro de 

los cinco días siguientes. 

En materia Federal el artículo 373 señala que el ofreclmtent.o 

de pruebas se realizará dentJ:'o de los tres días siguientes a la 

recepci6n del proceso o constancias respectivas; y si no 

hubiere pruebas que ofrecer se sefialará día para la celebraci6n 

de la audiencia, la cual se efectuará dentro de los treinta 

días siguientes contados a partir del primer término. Para el 

caso de que sean ofrecidas pruebas el artículo 376 de la 

materia nos dice que hecha la promoción, el tribunal decidir& 

si es . aceptada o no dentro de los tres días siguientes y al ser 

admitidas se desahogarán en un plazo de cinco días para poder 

citar a la audiencia de vista. 

En ambos procedimientos el ofrecimiento de pruebas se 

efectuara expresando el objeto y naturaleza de las mismas, es 

decir la finalidad que se busca con la prueba y la claso de 

medio probatorio que se ofrece. 

La recepción de pruebas en segunda instancia degenera el 

recurso de apelaci6n en el que se debo conocer exclusivamente 

de lo que se examin6 en la primera instancia. Por lo que, sí 

el recurso es para corregir una resolución que no se apega a la 

ley, se deberán apreciar los mismos elementos de la primera 

otros pueden cambiar la instancia, 

situaci6n 

elementos 

pues la 

jurídica, 

existentes 

presencia 

impidiendo 

de 

se 

en el momento 

determine si con los 

en que se dict6 el auto o 

sentencia lo resuelto era co~recto o no. 
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irr.portante señalar cuales son las pruebas 

recurso de apelaci6n, al respecto los 

de los Códigos Distrital y FP.dcral de la 

materia, respectivamente, disponen que la prueba testimonial no 

se aceptará sino de hechos que no hayan sido materia de examen 

en la primera instancia; asimismo el númeral 300 del C6digo 

Federal señala que es permitida la admisión de los documentos 

públicos mientras no se declare vista la caus~. 

La admisi6n de pruebas en el recurso de apelaci6n estS. 

rogulada por los siguientes principios generales: 

l.- No se pueden admitir en segunda instancia pru~bas 

ofrecidas por el ministerio público, pues con el desahogO de 

ellas no se lograría la finalidad que se persigue, que es la de 

no castigar a un inocente; evitar una sanci6n más severa de la 

merecida y no coartar el derecho de defensa, toda vez que con 

ello podr!a aseverarse que se priv6 al inculpado do una 

adecuada defensa. 

2.- No deben admitirse pruebas dcsahogad~as en primera 

instancia. Para el tribunal de alzada no es necesario ordenar 

el desahogo de pruebas ya recibidas, a no ser que la recepci6n 

de las mismas hecha por el juez natural, la estime incompleta o 

con algún vicio, por lo cual el medio probatorio recibido en 

primera instancia no acusa cori claridad el objeto de la prueba. 

En este caso s{ es posible recibir nuevamente la prueba. 

3.- En términos generales no deben admitirse pruebas sino 

s6lo contra la apelaci6n de sentencias definitivas, pues en lo 

que toca a la apelaci6n de autos, no agotado el procedimiento 

de primera instancia, las pruebas se deben recibir y rendir en 

ella. 
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4.- De acuerdo con nuestras legislaciones 

procedimentales, la prueba testimonial no puede ser admitida, 

sino de hechos que no hayan sido materia de examen. 

5.- Los art{culos 207 y 380 del c6digo Federal, señalan 

que en esta materia s6lo se pueden recibir las pruebas 

confesional e instrumental, no así en lo que alude a la materia 

del fuero común, cuyo art{culo 137 del c6digo Distrital en lo 

que se refiere a la confesión judicial utiliza la frace 
11 sentencia definitiva .. , y no la de sentencia irrevocable como 

lo hace el federa 1, por lo cu a 1 ésta prueba no puede ser 

ofrecida. 

AUDIENCIA DE VIS'l'A 

En la segunda instancia inicia con una relaci6n del asunto 

hecha por el secretario, concediendo inmediatamente la palabra 

al apelante y a continuaci6n a las otras partes. 

Esta. audiencia se puede llevar a cabo sin la concurrencia de 

las partres y en prcsenciñ de dos magistrados (art. 424 C.P.P. 

D.F.). ~n materia federal la audiencia de vista se inicia en 

los mismos términos que en el fuero común (art. 382 c.F.P.P.). 

Declarado visto el recurso1 queda cerrado el debate y el 

tribunal dictará su fallo dentro de los diez días siguientes en 

marteria del fuero común y ocho en materia federal, dando as{ 

por concluido el recurso de apelaci6n. (arts. '125 c.P.P.D.F. y 

363 C.F.P.P.). 

Dicho fallo podrá ser dictado en los siguientes t~rminos: 

t.- Por resoluci6n dictada por el tribunal ad quem, que 

decida respecto de la procedencia o improcedencia del agravio. 

2.- Por desistimiento formulado por el ministerio 

público, el procesado o su defensor, indistintamente ante el 
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tribunal ad quem. No puede formularse ante el judex ad quo, 

ni con aG.n con anterioridad a la remisi6n del testimonio o de 

los autos originales, según sea el caso, pues la admisión del 

recurso origina la devolución de la jurisdicci6n al superior y 

por ende el inferior carece de ella para decidir sobre un auto 

que importa la terminaci6n del propio recurso. 

3 .. - Por abandono, es decir, por la omisi6n de algún acto 

cuya ejecuci6n sea necesaria para conservarlo. 

Oespu~s de dictada la resoluci6n se distinguen los diversos 

efectos producidos por la interposici6n del recurso y los que 

emanan de la resoluci6n del mismo, dichos efectos se dividen en 

inmediatos y mediatos: 

~ ~~ Inmediatos consisten en la suspensión o n~ 

suspensi6n del procedimiento, originando efectos suspensivos o 

devolutivos; en el efecto suspensivo el pr-ocedimiento queda 

suspendido y en el devolutivo la secuela de primera instancia 

prosigue su curso. 

~ efectos ~ se constituyen por la apertura de la 

segunda instancia, la cual es de car&ctcr provisional en lo 

tocante a la admisión hecha por el tribunal quC! dict6 la 

resoluci6n recurrida. 

Por otra parta, la resoluci6n de segunda instancia, desde el 

punto de vista teórico surte los niguientcs erectos: 

A) Si la resolución se confirma y el recurso fue 

admitido en el efecto suspensivo, detiene la actividad de 

primera instanciaf si fue admitido en el efecto devolutivo, 

permite la continuación del procedimiento de primera instancia 

que en ningún momento se hab{a detenido. 
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B) Si la ·re-so1Uci6n revoca o modifica y el recurso fue 

- ad mi tidO -en -.el, erecto stispensi vo, permi. te que el procedimiento 

adquiera otra vez movimiento y si fue admitido en el efecto 

devf?lUtivo, se .anula todo el procedimiento realizado con 

posterioridad a la resoluci6n recurrida, es decir devuelve el 

prOce.dimien-to al estado en que se encontraba al dictarse la 

resoluci6n recurridaw 

Por otra 

disposiciones 

establecida 

parte debemos sei'íillar que dentro de las 

que regulo el recurso de apelaci6n se encuentra 

la forma que deber& guardar la roposici6n del 

procedimiento el cual d0berá solicitarse a petici6n de parte, 

expres~ndose el agravio en que se apoya la petici6n, no 

pudiendo alegar aquél con el que la parte agraviada se hubiese 

conformado, habiendo lugar a la rcposici6n por alguna de las 

causas contempladas en los artículos 431 y 308 de los C6digos 

Procedimentales Distrital y Federal, respectivamente. 



3.1.3.- AUTORIDAD l!KCIU!GADA DI! RESOLVER EL RECURSO 
DR APl!LACIOK 

1'13 

Dentro del recurso de apelaci6n es muy importante señalar que 

en el intervienen dos autoridades; la primera es el juez que 

dict6 la resolución apelada y la segunda es quién va 

confirmar, modificar o revocar t.al resolución. Dichas 

autoridades son tambi~n conocidas como "Judex a quo y Judex ad 

quem", respectivamente, y es ésta segunda la de mayor jerarquÍd 

o tribunal de alzada como tambi~n se le conoce, la encargada de 

hacer la revisi6n a la resolución recurrida y es qui6n emite 

una nueva, la cual puede ser en tres sentidos: 

Confirmándola, es decir que en todas sus partes está 

de acuerdo con la resolución dictada. 

Modificándola, en este caso el tribunal d<! alzada s610 

está de acuerdo con alguña parte de ln 

resotuci6n impugnada. 

Fevoc~ndola, esto es, deja totalmente oin efectos la 

resoluci6n recurrida. 

"En nuestro Derecho el máximo tribunal ha establecido lo 

siguiente: 

11 La apelaci6n penal, 

hechos apreciados en 

llmites marcados por la 

no somete al superior más que a los 

la primera instancia y dentro de los 

expresi6n de agravio; de lo contrario 

se convertirla en una revisi6n de oficio en cuanto a los puntos 

no recurridos; y la Suprema Corte ha sustentado la tesis de que 

dicha revisi6n es contraria al art{culo 21 Constitucional". 

(Tomos XXV, XXVI, p&ginaa 1667,414). 
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"La revisi6n de oficio con efecto de apelaci6n que en materia 

penal establecen las leyes locales, pugnan abiertamente con las 

prevenciones del articulo 21 Constitucional que deja a cargo 

exclusivamente del Ministerio Público, el ejercicio de la 

acción penal, que comprende entre otros actos la interposición 

de los recursos legales procedentes". (Quinta ~poca, tomo XXX, 
página 202). (ll) 

Por lo antes expuesta di remos que en nuestro Derecho 

Procedimental la autoridad encargada de resolver el recurso de 

apelaci6n es el "Judex ad quem 11
, o tribunal de alzada, que en 

la pr~ctica está representado en el fuero común por Las Sa.tas 

del Tribunal Superior d0 ,Justicia y en el fuero federal por Los 

Tribunales Unitarios de Circuito. 

11.- !ka"2 Smtare Qlrlm M. q:i. cit. ¡á;¡. 222. 
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3.2.- BL RECURSO DB RBVOCACION 

Otro de los recursos ordinarios para la impugnaci6n de 

resoluciones que no han causado estado es el de revocaci6n, el 

cual es de car&cter no devolutivo, toda vez que es la misma 

autoridad jurisdiccional que dict6 la resoluci6n la que 

resuelve al recurso interpuesto. 

Este recurso tiene por finalidad anular o dejar sin erecto 

una resoluci6n. Generalmente es concedido contra resoluciones 
que no requieren de mayor estudio por tratarse únicamente de 

incidentes de mero trS.mi te y por lo tanto no es necesario que 

conozca de él otra autoridad para resolver; procede 

expresamente en los casos señalados en loe artículos 412 y 361 

de los C6digos Distrital y Federal, respectivamente y que a la 

letra nos dicen: 

i!l.· - El recurso de revoc~ci6n procede 

siempre que no se conceda por este c6digo el de apelaci6n. 
Sin embargo, ningún juez ni tribunal podr& revocar la 

sentencia que dicten. 

Art{culo l§..!.· - Solamente los autos contra los cuales 

no se conceda por este c6digo el recurso de apclaci6n, ser&n 

revocables por el tribunal que los dict6. 
Tambi6n lo serán las resoluciones que se dicten en segunda 

instancia antes de la sentencia. 

El recurso de rcvocaci6n tiene por objeto que el juez, previo 

estudio del auto contra el cual se interponga, lo reconsidere y 

de ser procedente, modifique la resoluci6n impugnada o la 

confirme. Esta resoluci6n una vez emitida inmediatamente causa 

estado, toda vez que contra ella no se da recurso alguno. 
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La revocación como medio de impugnaci6n es un derecho que 

tiene el procesado, el acusado o sentenciado, el defensor, el 

ministerio público y el ofendido. 

Su intc?C-posición no suspende el procedimiento en virtud de 

que, por la premura con que se dicta la resoluci6n, éste no se 

ve afectado, además de que en la práctica no se actúa en el 

expediente hasta en tanto no se resuelva. la revocación. 

El recurso de revocaci6n debe interponerse ante al Órgano 

jurisdiccional que ha dictad la resolución para que 61, en una 

forma directa lo reconsidere. 
Dicho recurso deber~ interponerse en el acto de notificación 

o al d{a siguiente hábil a hte (art. 413 c.r.P.D.f.). y 

respecto de un auto al cual no se conceda el recurso de 

apelación en materia del fuero común; en cambio en materia 

federal el plazo para interponer el recurso de revocaci6n y 

ofrecer pruebas será de cinco d{a5 contados a partir de que 

surta efectos la notificaci6n de la resoluci6n que se impugna, 

pues en caso contrario no será procedente (art. 362 C.F.P.P.). 
El procedimiento para sustanciar la revocación consiste en 

que una vez interpuesto, si el 6rgano jurisdiccional creyere 

necesario orr a las partes, as{ lo har.1 durante la audiencia 

verbal cuya celebraci6n tendrá efecto durante las 48 horas 

siguientes, desahogando las pruebas ofrecidas y dictará en la 

misma su resoluci6n contra la que no se da recurso alguna, pero 

si en esa audiencia no fuere posible que se realice tal 

desahogo probatorio, el 6rgano jurisdiccional convocará por una 

sola vez a otra audiencia.(arts. 413 C.P.P.D.f. y362 c.F.P.P.). 
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3.2.1.- CONCEPTO DR REVOCACION 

La palabra revocar proviene del lat {n revocare, compuesta de 

los vocablos re-reiterar o repetir y vocare-llamar, invocar, 

invitar: que significa dejar sin efecto un mandato o una 

rosoluci6n. (IZ) 

Para la materia en estudio la revocaci6n "es un recurso 

ordinario, no devolutivo, que poseen las part1.?s a efecto de 

solicitar directamente al mismo 6rg11no juriodlccional, deje sin 

efecto la resoluci6n que ha emitido y que le causa agravio y de 

la cual la ley no concede el recurso de apelac16n ~ ·• (l3) 

Rivera Silva nos señala que "La revocaci6n es un recurso 

ordinario, no devolutivo, qu~ tiene por finalidad anular o 

dejar sin efecto una reso1uci6n." (M) 

Por su parte Colín Sftnchez expresa que es un "recurso legal 

para aquellas resoluciones (autos) en contra de· las cuales no 

procede el de apelaci6n, y cuyo objeto es que el juez o 

tribunal que las dict6 laa deje sin efecto.'' (IS) 

De las definiciones antes citadas podemos deducir los 

siguientes elementos en comGn: 

l.- Es un recurso al que tiene derecho las partes. 
2.- Unicamente se interpone contra resoluciones que no 

admitan el recurso de apetaci6n. 

3 .. - Su interposici6n es hecha por la parte que sufrio el 

agravio. 

4.- Dicha interposición se har& ante la misma autoridad 

que erniti6 la resoluci6n que caus6 el agravio. 

12.- Dia::!am1o Eh::iclq:áliro <Wllet, 'ltm:S X, XI y XII, ¡:ág. 4:)2, 34 y 2f6. 
13.- l\rrla:p Flcres Arblro, q:¡. cit. ¡á;¡. 43'). 

14.- Rivera Silva ftlru!l, q:¡. cit. ¡{g. rn. 
15.- o:iUn ~dl'!Z Qiillerno, q:¡. cit. ¡{g. 525. 
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5.- La misma autoridad que emiti6 la resolución 

impugnada es la que resuelve el recurso. 

Por otra parte el Código de Procedimientos Penales para el 

Distrito Federal pÚblicado en el año de 1929, nos dice que 

"A la revocación se le ha llamado también reposición, para 

distinguirla de los recursos de esta {ndote que se interponen 

en la segunda instancia: pero en la actualidad se llama 

revocación al recurso que se interpone en primera o segunda 
instancia." (l5 l 

16.- arcllez BEt.atente J1m .:rcm, qo. cit. iá'J. m. 
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3.2.2.- CASOS DB PROCEDENCIA Y BXCBPCION 

Como se mencion6 anteriormente el recurso de revocación 

procede en los casos en que la ley no concede expresamente la 

apelaci6n. En materia federal. también procede contra 

resoluciones que se dicten en segunda instancia antes de la 

sentencia. (arts. 412 c.P.P.D.F. y J61 c.F.P.P.). 

De lo expuesto anteriormente podemos observar que nuestras 

leyes procesales s610 engloban los casos de procedencia del 

recurso hacia 

apelacl6n, sin 

aquellos en que no se admita el recurso de 

mencionar especfficamente en contra de que 

resoluciones se concede, pero si nos apegamoE; literalmente a lo 

que expresan los C6digos en cita, concluiremos que las 

resoluciones encontra de las que proceda la revocaci6n, ser&n 

contrario sensu,. las señaladas por la ley para el recurso de 

apelaci6n en los art!culos 418 del c6digo Dlstrltal; 366 y 367 

de su an!logo federal.• 

"As{, pues las resoluciones que son objeto de revocaci6n, 

como ya indicamos, no revisten car5cter complicado y 

generalmente se refieren a simples determinaciones de trámite, 

en las que la legalidad o Ilegalidad ea fkil percibirlas con 

una revisi6n. Está regla (otorgar el recurso de revocaci6n 

contra resoluciones que no revisten car5.cter complicado} sufre 

una excepci6n en materia federal, en donde expresamente se 

concede el recurso de revocaci6n contra todas las resoluciones 

que se dictan en segunda instancia antes de la sentencia. As! 

es indudable que muchas resoluciones de carácter importante son 

• s.;ra, pS;s. ¡z¡, 128 y 129. 
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objeto de revocación, mas como no es posible conceder un 

recurso devolutivo, por que ello implicaría una tercera 

inntanci a que ri?tardaría ln administraci6n de justicia, el 

legislador quebranta el principio ya apuntado, de otorgar la 

revocación exclusivamente contra resoluciones de poca 

importancia." (l7): al señalar en el segundo párrafo del 

articulo 361 del C6digo Federal de Procedimientos Penales que 

"También lo serán las resoluciones que se dicten en segunda 

instancia antes de la sentencia.•• 

El recurso de revocaci6n se deber! interponer en materia del 

fuero común en el acto de la notificación de la resol uci6n que 

causa agravio o al día hábil siguiente, ante el mismo juez o 

tribunal que la omitio (art. 413 C.P.P.D.F. ); y en el fuero 

federal el plazo para la interposici6n del recurso ser& de 

cinco d{as contados partir de que surta efectos la 

notificaci6n de la resoluci6n que se impugna. (art. 362 C.F.P.P.). 

El tribunal 

su admisi6n 

ante el que se interponga el recurso potlrá negar 

y lo desechar& de plano si creyere que no es 

necesario o{r a las partes (art. 413 C.P.P.D.F.), pero, si lo 

admite, se substanciar& mediante una audiencia verbal que se 

celebrar& en el fuero común dentro de las cuarenta y ocho horas 

siguientes al día en que se interpuso el recurso y en la misma 

audiencia dictará s11 resoluci6n, en contra de la que no cabe 

recurso alguno. (art. 413 C.P.P.D.F. ); en el fuero federal esta 

audiencia se llevara a cabo dentro de las cuarenta y ocho horas 

siguientes a la notificaci6n que se haga a la parte que no 

interpuso el recurso, y en ella se desahogarán las pruebas 

ofrecidas, se escuchá a las partes y se dictar& la resoluci&n 

17.- Ri"'"11 Silva Mln.l?l, q:i. cit. ¡:&;¡s. m y 328. 
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correspondiente, contra la cual no procede recurso alguno. 

Para el caso de que en dicha audiencia no fuere posible 

concluir el desahogo probatorio, el juez podrá citar por una 

sola vez a otra audiencia. (art. 362 C.F.P.P.). 

La revacaci6n no suspende el procedimiento, pero en virtud da 

la premura con que se dicta la resoluci6n, el proceso no se ve 

afectado, adem&a de que en la práctica no se actúa en el 

expediente hasta en tanto no se resuelva el recurso. 



3.2.3.- AIJTORIDAD ENCARGADA DE CONOCER Y 
RESOLVER 1!L RECURSO 
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Por lo que respecta a la autoridad responsab1e para conocer 

y resolver el recurso de revocación, ~ste al ser de cará.cter no 

devolutivo corresponde considerarlo a la misrna autoridad que 

dict6 la resoluci6n contra la q11e se interpuso el recurso. 

En base a lo anterior podemos decir que la interposici6n de 

la revocación procede ante el juez autor de la resoluci6n, sea 

éste de instrucción o tribunal de apelación, el cual resolver~ 

según sea el caso confirmando o revocando su propia resoluci6n. 

Finalmente diremos que el recurso de revocaci6n es una 

obligaci6n que tiene el 6rgano jurisdiccional como sujeto 

equilibrador de la relación procosal, de atender la 

manifestación del agravio cuando ~ste sea procedente. 



3.3.- LA DENEGADA APBLACION 

Otro recurso que regulan nuestras 

procedimentales es la denegada apelaci6n, 

estrecha vinculaci6n con el recurso de apelaci6n. 
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legislaciones 

la cual tiene 

La denegada apelaci6n es un recurso devolutivo ordinario que 

se concede cuando se niega la apelaci6n o cuando no se 

considere como parte al que la intente presentar. 
Este recurso se interpone ante el mismo juzgado que dicta la 

resoluci6n recurrida y posteriormente el tribunal de alzada 

interviene para declarar si es de admitirse o no la apelaci6n, 

cuya entrada se neg6. 

Et fundamento legal de la denegada ape1aci6n .. ¡o encontrarnos 

contenido en los art{culos 435 a 442 del C6digo Distrital de la 

materia y 392 a 398 del análogo Federal. 

La denegada apelaci6n se puede interponer verbalmente o por 

escrito dentro del término de dos días en el fuero común (art. 436 

c.P.P.D.F.) y tres d{as en el fuero federal. (art. 393C.F.P.P.). 



15~ 

3.3.1.- CONCEPTO DE DENEGADA APELACION 

"El recurso de denegada apelaci6n, más que un recurso 

propiamente dicho, 

las partes para 
apelaci6n."(IS) 

viene a ser un medio que la ley concede a 

impugnar la inadmisi6n inmotivada de la 

"La denegada apelaci6n es un recurso devolutivo, ordinario, 

que se concede cuando se niega la apelaci6n." (lg) 

" ••• es un medio de impugnaci6n ordinario, cuyo efecto 

inmediato es la manifestaci6n de inconformidad del agraviado 

con la resoluci6n del 6rgano jurisdiccional que niega la 

admisi6n de la apelaci6n, o del efecto devolutivo en que fue 

admitida, siendo procedente en ambos.'' {~) 
Tambi~n se considera a la denegada apelaci6n como un medio de 

control, en cuanto a que observa la inexacta interpretaci6n 

legal ·que hace el juzgador, lo que motiva la impugnaci6n para 

que el superior verifique y proceda conforme a la ley. 

De lo antes expuesto podemos decir que la denegada apelaci6nes 

A) Un medio de control o impugnaci6n de carácter 

ordinario con el que se intenta combatir una 

resoluci6n judicial que no ha causado estado, es 

decir que no a causado ejecutoria. 

8) Es devolutivo por que el juez de primera instancia 

devuelve su jurisdicci6n al d<! segunda instancia para 

que resuelva lo procedente. 

18.- l\rllla Ehs R!rrám, <l'· cit. ¡:&;¡. 100. 

19.- Ri1.eta Silva Jobrutl, c:p. dt. ¡:&;¡. 352. 

ZJ.- a:iUn sln:rez Qlille:no, q:>. cit. ¡:{e¡. s;o, 
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C) Es un derecho que poseen las partes. 

D) Intervienen dos autoridades, el juez de primera 

instancia (judex a quo), y el de segunda instancia 

(judex ad quem), que es el que resuelve. 

B) Es una obligaci6n para el juez de primera instancia 

remitir al de segunda instancia el certificado que 

contenga las diligencias practicadas y que son motivo 

d~ la negaci6n del recurso de apelaci6n. 

P) Es un deber para el juez de segunda instancia 

examinar si es procedente o no el recurso de apelaci6n 

interpuesto o admitido. 



Por lo que 

apelaci6n, los 

Pena les para el 
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3.3.2.- CASOS DE PROCEDENCIA 

hace a los casos en que procede la denegada 

artículos 435 del c6digo de ProcedimiPntos 

Distrito Fed,,ral y 392 del C6digo Federnl dP 

Procedimientos Penales, coinciden en esencia al establecer: 

fil.. - El recurso de denegada apelaci6n 

proceder& siempre que se hubiere negado la apelaci6n en uno o 

en ambos efectos, aun cuando el motivo de la denegaci6n sea que 

el que intente el recurso no se considere como parte. 

Art{culo 121.· - El recurso de denegada apelaci6n 

procede cuando ésta sn haya negado, o cuando se conceda sólo en 

el efecto devolutivo siendo procedente en ambos, aun cuando el 

motivo de la denegaci6n sea que no se considera como parte al 

que intente el recurso. 

En casi todos los ordenamientos procedimentales en '?l puit:i, 

el recurso de denegada apelaci6n procede cuando no se admite la 

apelaci6n o cuando es admitida s6lo en efecto devolutivo. 

Atendiendo 

podemos dec l r 

corregir el 

a lo expuesto por los artículos antes cita dos, 

que a trav6s de la denegada apelaci6n se pretende 

error cometido por el 6rgano jurisdiccional al 

rechazar la apelaci 6n en forma ilegal o cqui vacada, no 

existiendo posibilidad alguna de negar su admisi6n, pues existe 

la obligaci6n ineludible por parte del juez, de aceptar el 

recurso y darle el trSmite correspondiente. 

Por lo que hace a la naturaleza jurídica del recurso ie 

denegada apelaci6n, al igual que la apelaci6n constituya ur 

derecho para el ministerio público; el procesado, acusado o 
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sentenciado; lo mismo puede decirse del defensor en la mayor!a 

de los casos, salvo en situaciones como podr{a ser que en 

ausencia del procesado y ante un probable perjuicio a sus 

intereses, deber! entenderse como una obligaci6n para aqu~l. 

Tambi&n el ofendido y su legal representante gozan de esa 

derecho, en cambio para el 6rgano jurisdiccional su admisi6n 

representa una obligaci6n ineludible, as{ como la de proveer lo 

necesario para su substanciaci6n. 

La denegada apelaci6n, atendiendo los articulas antes 

citados tiene por objeto estudiar si el impugnante tiene o no 

derecho a apelar, si la rcsoluci6n judicial del caso es 

apelable, y si es as!, en que grado lo es, por lo cual et fin 

perseguido con este recurso es que el Tribunal Superior revise 

la resoluci6n judicial que niega la admlsi6n de la apelacl6n o 

el efecto con que ésta debi6 admitirse. 

La denegada apelaci6n puede ser interpuesta por los sujetos a 

quien~s la ley faculta para apelar, es decir, el ministerio 

pCÍblico, el procesado, acusado o sentenciado, 51} defensor y el 

ofendido o su leg!timo representante (arts. 417 C.P.P.D.F. Y 

365 c.F.P.P.}, sin embargo tambi~n podr& ser interpuesto por 

todo aqu61 quien le haya sido desechado el recurso de 

apelaci6n, aun y cuando s6lo sea para examinar si tiene o no 

personalidad. (arts. 435 C.P.P.D.F. y 392 C.F.P.P.). 



En lo 

resolver 

158 

3.3.3.- AUTORIDAD ENCARGADA DE CONOCER T 
RESOLVER EL RECURSO 

que 

la 

toca 

denegada 

a la autoridad 

apelaci6n: 

encargada de conocer y 

6ste en virtud de ser un 

recurso de carácter devolutivo ordinario, se interpone ante la 

misma autoridad que emiti6 la resoluci6n contra la que se neg6 

la apelaci6n, para que posteriormente el tribunal de alzada 

intervenga a efecto de declarar si la apelaci6n es de admitirse 

o no. 

A este respecto se refieren los art{culos 437 y 394 de los 

c6digos procedimentales Distrital y federal, respectivamente, 

siendo m~s preciso el primero de ellos al citar que: 

Artículo fil·- Interpuesto el recurso, el juez, sin 

m&s tr.S.mite, enviará al Tribunal Superior, dentro de los tres 

d{as siguientes, un certificado autorizado por el secretario, 

en el que consten la naturaleza y el estado del proceso, el 

punto sobre que recaiga el auto apelado, insertándose éste a la 

letra, y el que lo haya declarado inapelable, as{ como las 

actuaciones que creyere convenientes. 

Como se puede observar es indispensable para el trámite del 

recurso que el juez de primera instancia remita al de segunda 

instancia la documentaci6n a que se refiere el articulo antes 

citado y cuando ello no suceda as{ el interesado podrá ocurrir 

por escrito al tribunal de segunda instancia, solicitandole se 

libre orden al juez de primera instancia para que remita el 

certificado respectivo. (arts. 438 c.P.P.D.F y 395 C.F.P.P). 

Una vez que el interesado a presentado su escrito solicitando 

al tribunal de seg~nda instancia que se remita el certificado 
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correspondiente, el juez de primera instancia tendr& un plazo 

de cuarenta y ocho horas en el fuero comGn y veinticuatro en el 

fuero federal para hacerlo, (arts. 439 C.P. P. D.F. y 395 C.F.P.P.). 

Si del informe resultare alguna responsabilidad al juez, lo 

consignar& al ministerio público. (art. 439 C.P.P.D.F.). 

Recibidas en el Tribunal Superior los documentos a que se ha 

hecho alusi6n, se dicta un auto radicando el asunto en la sala, 

y se ordena dar vista a las partes por cuarenta y ocho horas 

para que manifiesten si faltan o nO actuaciones sobre las que 

se tenga que alegar. En caso afirmativo, el tribunal librar& 

oficio al inferior para que dentro del plazo que señale, remita 

copia certificada de tas actuaciones. (art. 440 C.P.P.D.F. ), 

El C6digo Federal a diferencia del Distrital, permite que la 

documentaci6n del caso se entregue al promovent~ y ~ste sea 

quián la ponga a disposici6n del Tribunal de Apelacl6n en un 

t~rmino de tres d!as, contados a partir de que se le entregue, 

cuando el tribunal resida en el mismo lugar, y si reside en 

otro, el de primera instancia señalar& aparte de· los tres dtas, 

el tt§rmino que considere necesario, atendiendo las distancias y 

los medios de comunicaci6n, y sin que el t6rmino total exceda 

de treinta d!as. (art. 396 C.F.P.P. ). 

En el fuero común se citará para sentencia una vez que sea 

recibida la documentaci6n, la cual se dictará dentro de los 

tres días siguientes a partir de la Última notificaci6n1 y los 

alegatos se presentarán por escrito dentro de ese t~rmino. 

(art. 441 c.P.P.D.F. ). 

En materia. federal la sentencia se dictar4 dentro de los 

cinco d!as siguientes a la notificaci6n. (art. 397 C.F.P.P.). 

Para el caso de que sea declarada admisible la apelaci6n que 

habla sido negada, se sol icl tad al tribunal de primera 

instancia el expediente o el testimonio, segGn sea el caso, 
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para substanciar la segunda Instancia. (arta. 442 C.P.P.D.F. y 
398 c.F.P.P.). 

En conclusión podemos decir que la denegada apelación, tanto 

en el fuero común, como en el federal se caracteriza por la 

gran celeridad conque se desarrolla y al igual que el recurso 

de apelaci6n, en ella intervienen dos autoridades, el "Judex a 

qua y el Judex ad quem"; la primera de ellas es la encargada de 

recibir la inconformidad de las partes y remitir un informe a 

la segunda sobre los hechos que motivaron la misma, para que 

~sta sea ta encargada de resolver el recurso. 



CAPJ:TULO CUl\RTO 

EXCBPCION AL RECURSO DB APBLACIOH EN CUESTION 
DB LA Pl!UBBA BX BL PROCESO PBRllL l>BL l'UERO COMDll 



4.- EXCEPCION AI, RECURSO DI! llPELllCION EN CUESTION 
DE Lll PRUEBA EN EL PROCESO PENAL DEL FUERO COHDN 
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En innumerables ocasiones, en la práctica cotidiana de los 

procedimientos penales, a menudo se presentan situaciones que 

no se encuentran debidamente reglamentadas por nuestros 

ordenamientos legales, lo cual provoca que nuestras 

legislaciones se tornen incompletas e insuficientes para dar 

soluci6n a dichas situaciones, lo que ocasiona un grave 

perjuicio la lmpart!ci6n pronta expedita de la 

adm!nistraci6n de justicia. 

Para lograr que esa impartici6n de justicia tenga realmente 

el car&cter de pronta y expedita conforme al mandato contenido 

en nuestra Constituci6n Política, es necesario realizar el 

estudio de diversos ordenamientos legales, atendiendo a los 

diferentes planteamient.os que sobre el particular sean 

sometidos al Ejecutivo Federal, a fin de que se esté en 

posibilidades de realizar las reformas correspondientes. 

Tal es el caso del tema principal del presente trabajo, cuyo 

objeto primordial es dar a conocer la diferencia de criterios 

que existe actualmente en la aplicaci6n de los preceptos 

legales contenidos en las leyes procedimentales del Oistri to 

Federal y 

principios 

posibles 

Federal en lo que se refiere a la valoraci6n de los 

reguladores de la prueba lo que pudiera originar 

violaciones constitucionales derivadas de la 

aplicaci6n de dichos preceptos. 

La excepci6n al recurso de apelaci6n en cuesti6n de la prueba 

en el proceso penal del fuero común, consiste en la necesidad 

de adecuar a su análogo federal los preceptos contenidos en el 

C6digo de Procedimie.ntos Penales para el Distrito Federal, en 
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lo que se refiere a la valoraci6n de los principios reguladores 
de la prueba. 

Actualmente en nuestra legislaci6n procedimental del fuero 

comdn, la no admisión de la prueba ofrecida o la mala 

valoraci6n de la misma, es impugnable a través del recurso de 

revocaci6n, lo que provoca que a una cuesti6n tan importante 

para la resolución de un proceso no se le dé la atención 

debida, toda vez que dicha impugnación se realiza ante la misma 

autoridad que tomó la determinación y que es la encargada do 

revisar su actuación anterior, originando con ello que la 

mayoría de las veces la inconformidad no sea procedente o que 

confirme ella misma su reso1uci6n emitida. 
Por el contrario, en materia federal si se permite la 

interpoeici6n del recurso de apelaci6n cuando existe violaci6n 

a los principios reguladores de la valoraci6n de la prueba, 

lograndose con ello una visi6n mSs amplia de los problemas 

colectivos de la sociedad en lo que respeta a la impartici6n de 

justicia, evitando en ese aspecto que pue;iierá existir 

violaci6n a las garantías individuales de los procesados. 

No debemos olvidar que el principal medio de impugnaci6n con 

que cuentan las partes en el procedimiento es el recurso de 

apelaci6n, el que s6lo podr& interponerse cuando se den dos 

hip6tes!s: la no aplicac!6n de la ley o su apl!cac!6n inexacta. 
Lo anterior nos lleva a deducir que si a las partes en el 

proceso no les fuera valorada conforme a derecho una prueba que 

sea el único medio con que cuentan para sustentar su posici6n 

legal, se les estarfa dejando pr&cticamente en estado de 

indefensi6n, cometiendose con esto una violación a la garantía 

de legalidad consagrada en nuestra Constituci6n Política, y con 

ello se estaría presentando cualquiera de las dos hip6tesis que 

dan origen a la interposición del recurso de pelaci6n. 



163 

En el presente capítulo realizaremos el an.Slisis de los 

articulas correspondientes que regulan el recurso de apelaci6n, 

tanto en materia del fm!ro común como del fuero federal, para 

posteriormente exponer la problem~tica del tema abordado, as{ 

como señalar la necesidad de adicionar el artículo que regula 

al recurso de apclaci6n en el c6digo de Procedimientos Penales 

para el Distrito Federa 1, a efecto de que se eviten violaciones 

a las garant{as constitucionales, para finalizar mencionando 

las consecuencias jur{dicas que ocasionarla dicha refor~a. 



4.1.- lll!GLAS APLICABLES AL OPKBCIKIEHTO 
DE PRUEBAS Ell EL PROCESO Pl!llAL. 
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El ofrecimiento de pruebas es el primer momento con el que se 

inicia la etapa probatoria, en la cual el oferente deberá rela
cionar las pruebas que ofrezca con los hechos materia del juicio 

ya sea confirmandolos o negandolos. 

El fundamento legal para el ofrecimiento de pruebas lo 

encontramos contenido en los art{culos 307 y 314 del C6digo 

Procedimental Distrital y 150 del anhogo Federal, que señala 

como regla general que las partes dispondrán de diez días 

comunes, contados desde el d{a siguiente a la notificación del 

auto de formal prisión o de sujeci6n a proceso para que 

propongan pruebas. En el procedimiento ordinario del fuero 

común éste término ser& dentro de los quince días siguientes a 

dicha notificaci6n. 

Lo anterior significa que las pruebas deberán ofrecerse 

generalmente durante la instrucci6n, es decir durante el 
perlado de proceso. 

El acusado al real izar su ofrecimiento de pruebas gozará de 

la garantía constitucional contenida en la fracci6n V del 

articulo 20, que señala: 
11 Artículo 20. - En todo juicio del orden criminal tendr5. 

el acusado las siguientes garantías; 

Fracci6n v.- Se le recibirán los testigos y demás prue 

bas que ofrezca, concediéndosele el tiempo 

que la ley estime necesario al efecto 

auxiliándosele para obtener la comparecen 

cia ~e las personas cuyo testimonio solici 

te, siempre que se encuentren en el lugar 
del proceso" 
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De conformidad con lo establecido por el artículo 20, en su 

fracción v, tenernos que los numerales 135, Último párrafo y 206 

de los Códigos Distrital y Federal respectivamente, nos dic"?n: 

"Se admitirá como prueba en los t.érminos !h..!l .-:irt:.ículo 20 

fracci6n V de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos, todo aquello que se ofrezca como tal, siempre que 

pueda ser conducente, y no vaya contra el derecho, a juicio del 

juez o tribunal. Cuando la autoridad judicial lo estime 

necesario, podrá por algún otro medio de prueba, establecer su 

autenticidad." 

Estas dos disposiciones citadas anteriormente, están apegadas 

al sistema de prueba libre 1 que es el mismo que estatuye la 

fracci6n V del artículo 20 constitucional, y sirven para que el 

acusado o su defensa, así como el Ministerio PÚblico, tengan 

absoluta libertad de escoger los medios de convicción respecto 

de los hechos materia del proceso. 

De lo anterior debemos entender que las pruebas ofrecidas 

deberán ajustarse los principios generales en materia 

probatoria, como puede ser, el que sean idóneas, posibles, o 

jurídica y moralmente procedentes. 

Por lo que respecta a las reglas aplicables al ofrecimiento 

de pruebas, sabemos que no existe una reglamentación expresa al 

respecto, pero comunmente ést.as consisten en que los medios 

probatorios propuestos no sean contrarios a derecho, no 

admitiendose probanzas que no tengan relación con la naturaleza 

del proceso o no sean idóneas para esclarecer hechos 

controvert.idos en éste, además de que, quién ofrece la prueba 

debe proporcionar los elementos de que disponga para tal 

efecto, así como precisar las circunstancias necesarias para el 

desahogo de aquella o indicar ~a finalidad que con la misma se 

persigue, relacionando la prueba con los hechos que se 

pretendan acreditar. 
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El problema fundamental de éstas reglas consiste en 

determinar cuales son los medios de prueba contrarios a derecho 

medios que no serán admisibles en et proceso penal. 

La prueba es prohibida en sentido absoluto cuando el derecho 

prohíbe, en todo caso, la adquisición de una cierta prueba, 

desde un punto de vista general o en forma limitada a 

determinado objeto. 

La prueba es prohibid a es sentido relativo cuando e 1 

ordenamiento jurídico aún admitiendo un cierto medio de prueba, 

condiciona su legitimidad a la ·abservaci6n de determinadas 

formas. A su vez, la prohibición puede provenir de la ley 

procesal o de una lay diversa de aquellas (por ejemplo, 

constitucional o penal); puede ser expresa o puede deducirse de 

los principios generales. 

En opinion de Pietro Nuvolone, la violaci6n de la prohibición rreramente 

procesal deberla ser generalmente sancionada con la nulidad del 

acto realizado violando la prohibici6n y con la nulidad de la 

decisi6n que se funda sobre los resultados de la verificaci6n 

irregular. Asimismo el procesalista Italiano Sostiene que en 

caso de que se deba reconocer que una prueba ha sido 

ilicitamente obtenida, debe conciderarse ilegal y como tal no 

podrá ser utilizada en el proceso.(l) 

Estas reglas aplicables al ofrecimiento recogen el principio 

de la relevancia de la prueba, al est~blecer que no se 

admitirán probanzas que no tengan relaci6n con la materia (u 

objeto del proceso -es decir, con los hechos punibles 

señalados en los autos de formal prisi6n o de sujeci6n a 

proceso-, y la exigencia de idoneidad o aptitud de la prueba 

para esclarecer los hechos controvertidos en el proceso. Por 

tanto para que los medios de prueba ofrecidos sean admitidos 

por el juez, deberán referirse a 1os hechos imputados al 

1.- La Reforma Jurídica de 1984 en la Administraci6n de Justicia,pág.264 y 

265. Procuraduría General de la RepÚblica. 



167 

procesado (tanto los elementos constitutivos del delito y sus 

modalidades, como los que lo excluyen): a las circunstancias 

concernientes la individualización de la pena: a las 

consecuencias y monto patrimoniales de los hechos imputados; o 

en fin a hechos a través de los cuales se pueda inferir de 

manera directa o indirecta las existencia o inexistencia de los 

hechos, consecuencias o circunstancias anteriores. 

Además de la relevancia o pertinencia de los medios de prueba 

el juez también deberá considerar, al momento de admitir o 

excluir aquéllos, su aptitud o idoneidad para verificar los 

hechos a que se refieren. Ciertos hechos sólo pueden probarse 

con determinados medios de prueba: así por ejemplo, el estado 

civil de las personas, por regla, sólo puede acreditarse a 

través de las correspondientes copias certificadas de la actas 

del Registro Civil; los antecedentes penales sólo podrán serlo 

por medio de las constancias o documentos respectivos, 

etcétera. Es evidente que no resul tar{an aptos o idóneos para 

probar estos hechos el testimonio, la confesi6n, el dictamen 

perici~l, etcétera. 

No podemos dejar de mencionar en este punto a las pruebas 

supervenientes, que como ya se mencionó anteriormente• son 

aquellas de las que no se tenía conocimiento al momento normal 

del ofrecimiento y que pudierán ser de vital importancia para 

determinar en forma decisiva el destino del proceso, toda voz 

que podrían modificar totalmente el planteamiento inicial. 

Este tipo de pruebas excepcionalmente sólo se podrán ofrecer 

en el supuesto a que se refiere el segundo párrafo del artículo 

314 del Código de Procedimientos Penales para el Distrito 

Federal, durante la audiencia de vista en los términos del 

artículo mencionado, en relaci6n con el 328 de la misma ley, 

siempre y cuando si? realice ha~ta antP.S de Ja citación para 

sentencia, y en la SP.gunda instancia. 

* Supra, pág. 105. 
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Los medios probatorios supervenientes generalmente se tratan 

de documentos públicos o privados (art. 243 C.P.P.D.F.), y RU 

ofrecimiento, r~cepci6n, valorari6n y desGhogo esta qUjP~r1 

las mismas reglas de un medio probatorio común. 



4.2.- ANALISIS DEL ARTICULO 363 DEL CODIGO 
FEDBRAL DE PROCEDIMIENTOS PENALES EH CDBSTION 

DE LA PRUEBA. 

16'1 

Después de haber estudiado de manera general el recurso de 

apelación en materia penal, consideramos de vital importancia 

para el tema a desarrollar, realizar el análisis de uno de los 

principales artículos que lo regulan en materia federal, nos 

referimos al artículo 363, el cual establece: 

"Articulo lli·- El recurso de apelación tiene por 

objeto examinar si en la resolución recurrida no se aplicó la 

ley correspondiente o se aplicó ésta inexactamente, si se 

violaron los principios reguladores de la valoración de la 

prueba, si se alteraron los hechos o no se fundó o motiv6 

ccirrectamente." 

Del cc•ntenido de éste artículo, podemos observar que se 

define al recurso de apelaci6n en cuanto a su objeto, es decir, 

nos señala cual es la finalidad que se persigue con la 

interposición de dicho recurso. 

El Órgano jurisdiccional de segunda instancia al estudiar los 

llamados agravios presentados por la parte apelante, as{ como 

los diferentes <ispectos que contienen aquéllos, estará fijando 

el objeto del recurso de apelaci6n. 

Por otra parte, tenemos que el citado precepto legal permite, 

a nuestro parecer, dilucidar las relaciones existentes entre la 

primera y la segunda instancia y así llegar a la conclusión de 

que ésta no es una continuación de aquélla. 

Tanto el objeto como l<J finalidad del artículo 363 del Código 

Federal consisten en permitir que las partes no se vean 

afectadas en sus intereses particulares cuando la ley 
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correspondiente no haya sido aplicada o que esta se aplique en 

forma imprecisa en la resolución que emita el juez. 

Tambi6n sefiala que se podrán apelar aquellas resoluciones que 

emita el tribunal de primera instancia cuando en ellas hayan 

sido modificados los hechos materia del juicio o cuando dicha 

resolución no haya sido fundada o motivada correctamente. 

Pero la principal finalidad que para nosotros entraña el 

contenido del 

interposici6n 

artículo 363, es en el sentido de autorizar ta 

del recurso de apelación cuando hayan sido 
violados los principios reguladores de la valoración de la 

prueba. 

Lo anterior resulta de gran importancia para las partes en el 

proceso ya que el aspecto jurídico renovador de la legislación 

procesal penal en materia federal se ve fortalecido al 

armonizarse el contenido de dicho artículo con los preceptos de 

las garantías individuales consagradas en la Constitución 

Mexicana en lo que se refiere a no permitir que durante la 

secuela procesal las partes se vean limitadas en sus propósitos 

probatorios e inclusive que pudieran quedar -en estado de 

indefensión por una mala apreciación o valoración que realice 

el órgano jurisdiccional de sus medios probatorios ofrecidos. 

Ahora bien, es necesario que para la clara comprensión de 

éste artículo señalemos que los principios que debe aplicar el 

juzgador 

legalidad, 

para la plena valoración de las pruebas son el de 

publicidad, idoneidad, contradicción y el de la 

prohibición de aplicar el conocimiento privado propio del juez. 

De acuerdo con los principios antes sefialados, el juzgador no 

podrá proceder da manera arbitraria, sino sujet~ndose a estos y 

a las reglas de la sana crítica que son la lógica y el sentido 

común. 
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También e~ importante señalar que con la regulación que se 

hace eñ el articulo en estudio respecto de la valoración de las 

pruebas , el juzgador, en la primara instancia a 1 admi ti. rL.is 

en los términos a que se refiere el artículo 206 del Código 

Federal de Procedimientos Penales, está obligado a concederles 

el valor necesario, a fin de poder establecer su autenticidad. 

Dicho valor será apreciado por los tribunales teniendo en 

cuenta a los principios enunciados, la naturaleza de los hechos 

y el enlace lógico y natural más o menos necesario que exista 

entre la verdad conocida y la que se busca. Es decir, usarán 

el arbitrio judicial para la valoraci6n correcta de las pruebas 

y evitar con ello que las partes se inconformen con su 

determinación interponiendo el recurso de apelación por 

considerar que sus pruebas ofrecidas no fuerón valoradas 

correctamente. 

Lo anteriormente expuesto es el fin que persiguio el 

legislador al plasmar en el articulo 363 del multicitado C6digo 

Proced_imental Federal la posibilidad de interponer el recurso 

de apelaci6n en los casos de que las pruebas ofrecidas no sean 

apreciadas debidamente por el juez, es decir, que éste no les 

dé el valor probatorio necesario que pudiera permitir en su 

momento la expedita impartici6n de justicia. 

De lo antes expuesto podemos concluir que la impartici6n de 

justicia en materia federal está armonizada 16gica 

y racionalmente, superando en en ese sentido al Código Procesal 

Distrital. 



4.3.- BL ARBITRIO JUDICIAL Y ET. ARTICULO 414 DEL CODIGO 
DE PROCEDIKil!NTOS PENALES PARA EL DISTRITO FEDERAL 

EN CUESTION DR LA PRUEBA 

17? 

El arbitrio judicial es la "Facultad que se deja a los jueces 

para la apreciaci6n circunstancial a que la ley no alcanza." (2) 

Es la facultad discrecional que tiene el órgano 

jurisdiccional de aplicar su criterio en la apreclaci6n y 

valoraci6n de las circunstancias objet!vas y subjetivas que 

concurran en la comisi6n de un delito, con el fin de realizar 

la individualización de las penas a aplicar. 

El 6rgano jurisdiccional posee un derecho en cuanto la ley le 

concede facultades o capacidad para aplicar la ley al caso 

concreto, pero no debe tomar ese derecho como potestad, sino 

como una facultad conotitucional para la impartici6n de 

justicia, la cual deberá realizar siguiendo l?s lineamientos 

que la misma ley le seílala y en algunos casos aplicando las 

reglas de la sana crítica, como son la 16gica y Ql sentido 

común, es decir, aplica el. arbitrio judicial. 

Esta facultad del juzgador se encuentra muy restringida en el 

fuero común en lo que respecta a las cuestiones probatorias, en 

comparaci6n con el fuero federal. 

Pc.r lo que respecta al artículo 414 del Código Distrltal, 

tiste regula al recurso de apelaci6n señalando que: "el recurso 

de apelación tiene por objeto que el tribunal de segunda 

instancia, confirme, revoque o modifique la resoluci6n 
apelada. 11 

Esta concepto que nos proporciona el numeral 414, define al 
recurso de apelación en cuanto a sus resultados, confundiendo 

2.- Diccionario Enciclopédico Quillet, Tomo !, pág. 401. 
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el objeto con el fin, siendo obvio que en la segunda instancia 

no se podr~ tener otro objeto que el de juzgar la legalidad de 

ld sentencia de primera. Por el contrario, como S{) vi"> 

anteriormente el numeral 363 del C6digo Federal Procedimental 

precisa claramente esta situaci6n. 

En la regulaci6n contenida en el C6digo D!strital de la 

materia, en cuanto al recurso de apelación, no existe: un 

artículo que contemple el objeto que persigue su interposición, 

sobre todo en lo que respecta a la violaci6n de los principios 

reguladores de la valoraci6n de la prueba. 
En éste sentido el Código Federal de Procedimientos Penales, 

se amold6 a la ley sustantiva (C6d!go Penal), a la que tiene 

que complementar, concediendo expresamente autorizaci6n a los 

jueces para que obtengan durante la instrucción del proceso 

todos los datos necesarios para conocer las circunstancias 

peculiares del inculpado, motivos que lo impulsaron a delinqui~ 

condiciones econ6micas y en general, las especiales en que se 

enconbraba en el momento de la comisión del delito. 

Por su parte el código Penal ha establecido un sistema 

racional de arbitrio judicial, en los t6rminos de los articulas 

51 y 52, a fin de que el juzgador pueda apreciar y valorar 

libremente las circunstancias objetivas y subjetivas que 

concurran en la comisi6n de un delito, con el fin de realizar 

la ind1vidual1zac16n de las penas. A éste sistema es al que se 

apeg6 el C6d!gé> Federal de la materia, armonizando l6glca y 

racionalmente el articulado de los cap{ tul os de apelaci6n, 

y valoraci6n de la prueba, superando en esta materia al C6digo 

Procedimental para el Distrito Federal. 

Inclusive, el C6digo Federal ya no enumera en su art{culo 206 

los diferentes medios de prueba, únicamente establece que se 

admitirá como prueba todo aquello que se ofrezca como tal. 
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Esto significa que los medios probatorios que aporten las 

partes durante el proceso constituirán meros indicios, 

excepción hecha de la confesión rendida en los términos del 

artículo 207 del C6digo Federal, los documentos públicos y la 

inspecci6n. 

El valor jurídico de los indicios será apreciado por los 

tribunales, teniendo en cuenta la naturaleza de los hechos y el 

enlace 16gico y natural más o menos necesario que exista entre! 

la verdad conocida y la que se busca, es decir, los tribunales 

harán uso del arbitrio judicial para la valoraci6n de las 

pruebas .. 

En conclusi6n, diremos que lo antes expuesto no serta posible 

sin la figura del arbitrio judicial, que es pieza fundamental 

para el juzgador en el aspecto de apreciaci6n de las pruebas, 

lo cual en parte no es posible en la impartici6n de justicia en 

materia del fuero común, ya que los jueces dan pleno valor 

probatorio a la declaraci6n de los testigos, cuando reúnen 

ciertos requisitos, independientemente dt? que dichos 

testimonios hayan cr~ado en el juez una determinada convicc16n~ 

Lo cual hace evidente que el juez no pueda ni deba as,1mir 
frente a la verif1caci6n de los hechos punibles el papel de un 

investigador cient!fico que tiene plena libertad de indagaci6n 

y la mayor disponbilidad de recursos, técnica y tiempos para 

lograr sus objetivos en la busqueda de la verdad. Por lo cual 

es claro que el papel del juez se encuentra condicionado por su 

posici6n en el proceso, como sujeto imparcial; por Ql proceso 

mismo., que exige que la actividad probatoria se desarrolle por 

causes precisos, respetando reglas y principios fundamentales 

que hacen que no sea posible el pleno desarrollo del arbitrio 

judicial como en la materia fed~ral. 
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4.4.- NECESIDAD DE ADICIONAR BL ARTICULO 414 DEL CODIGO 
DB PROCEDIMIENTOS PENALES PARA EL DISTRITO FEDERAL 
A FIN DE EVITAR VIOLACIONES CONSTITUCIONALES. 

175 

La necesidad que existe de adicionar el artículo 41'1 del 

Código 

pueda 
Procedimental Distrital tienP. por objeto que se 

permitir la interposición del recurso de apelación en los 

casos en que las partes en el proceso consideren que con la 

vatoraci6n de las pruebas por parte del juez, se les está 

causando un agrr.vio. toda vez que actualmente el citado 

artículo únicamente hace referencia a los resultados a quP. se 

pudierán llegar con la interposición de dicho recurso, sin 

hacer mención del objeto que se persigue y, que en éste caso 

sería que el tribunal de alzada revisará si se violaron los 

principios reguladores de la valoración de la prueba. 

Lo anterior permitiría nuestra legislación local, 

equipararse con su similar en materia federal en cuanto a la 

regulación del recurso de apelación, ya que es 6ste el medio de 

impugnación ordinario más importante con que cuentan las partes 

y su perfeccionamiento técnico trabajaría en favor de una mejor 

administraci6n y procuración de justici~. 

En la actualidad el hecho de que las partes no puedan 

impugnar a través del recurso de apelación una resolución que 

les cause agravio en ese sentido, podría originar que se 

cometieran violaciones constitucionales. Tratándose del 

acusado se pudierá dar el caso de que se le estuviera dejando 

en estado de indefención, en virtud de que se estarla violando 

la fracción V del artículo 20 constitucional. 
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Con la reforma aplicada se permitiría que la prueba procesal 

se llevará a cabo bajo la estricta sujeci6n de los principios 

de legalidad, contradicción y publicidad. 

Dicha adici6n pretende asegurar la adecuada comprobación de 

los hechos tomando en cuenta la congruencia e idoneidad de las 

pruebas ofrecidas para los fines del proceso, depurando 

prevenciones existentes a fin de reconocer con sus respectivas 

concecuencias, la naturaleza de algunos medios de convicción 

como la confesi6n, el testimonio, el dictamen pericial y la 

1nspecc16n. 



4.5.- CONSECUENCIAS JORIDICAS DE LA EXCEPCJON 
EN RELACION AL RECURSO DE Al'ELACION AL 

TEMA ABORDADO 

177 

Las consecuencias jur{dicas que traer ta 
interposici6n del recurso de apelnci6n para el 

consigo la 

caso de que 

existieran violñciones los principios reguladores de la 

valoraci6n de la prueba en el 9roceso penal del fuero común, 

ser{an las siguientes: 

1.- §!:! ampliarían 1.9.§. derechos ~ procesado al 

permitirse que en las resoluciones apelables se acepten las que 

no admitan o desechen el ofrecimiento de pruebas y aquellas en 

que el juez disponga por si mismo el desahogo de una probanza, 

es decir, en diligencias para mejor proveer. 

Lo anterior hace manifiesta la trascendencia de ampliar los 

derechos del acusado ante la negativa de la recepcl6n de una 

prueba o su mal desahogo, que difícilmente se puede enfrentar y 

corregir a través del recurso de revocaci6n, en el que existe 

jurisdicci6n retenida, por ser la misma autoridad que emiti6 la 

resoluci6n, la que conoce del recurso. 

2.- g extendería debidamente tl alcance Qg, las 

garantías constitucionales del procesado, lo que resultarla de 

gran importancia para las partes en el proceso, toda vez que se 

daría un nuevo aspecto jur{dico renovador a la lcgislaci6n 

procedimental del fuero comGn al armonizar el contenido de el 

artículo 414 con los preceptos de las garant!as individuales 

consagradas en la constituci6n Mexicana, con lo anterior se 

estaría dando una verdadero cumplimiento a la garantía de 

seguridad jurfdica que se consagra en la fracci6n V del 

articulo 20 constitucional. 
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3.- ll Contenido ~ los art{culos fil y lli de los 

C6digQ§. Procedimentales Distrital y_ Federal, respectivamente, 

~ armonizarfan lógica y racionall'lcnte, lo que permitir[a a 

los tribunales realizar la aplicaci6n de sanciones más acordes 

a lo dispuesto por los numerales 51 y 52 del C6digo Penal para 

el Distrito Federal. 

Lo anterior serla de gran relevancia si se adicionara el 

contenido del citado art!culo 414 del c6digo Distrital, en lo 

que respecta a permitir la interposici6n del recurso de 

apelaci6n cuando exista la violaci6n los principios 

reguladores de la valoraci6n de la prueba, pues actualmente en 

los t~rminos de dicho art[culo se aprecia poca congruencia con 

los preceptos antes citados, e~pecialmente con el contenido del 

articulo 363 del c6digo Procedimental Federal, toda vez que en 

este Ó.ltimo se refleja la preocupación del legislador por 

resolver uno de los principales problemas que se encuentran 

actualmente en nuestra 1eglslac16n, como lo es el de la defensa 

de la libertad, pero que al estar discordantes dichas 

disposiciones, la aplicación de justicia se da en forma 

desigual, lo que puede dar margen a arbitrariedades de las 

autoridades y desvfos en la aplicaci6n de justicia en materia 

del fuero comdn. 

4.- ~ darta lugar 'ª' ~ .tl juzgador pueda ~ rn 
mayor ~ las circunstancias obietivas y subjetivas ™ 
concurran ~ 1A comisi6n ~ yn. delito, lo cual asegurarla la 

adecuada comprobaci6n de los hechos y la responsabilidad 

atribuida al procesado. 

De tal manera que con esta adici6n al multicitado precepto en 

lo que se refiere al juzgador especfficamente se le estarla 

obligando a emitir resoluciones m~s precisas y apegadas a las 
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disposiciones legales al tener que valorar correctamente las 

pruebas ofrecidas por las partes y evitar con ello que dichas 

resoluciones 

apelaci&n y 

actualmente. 

fueren ir:ipugnadas a 

no del recurso de 

trav~s del recurso de 

revocaci6n como sucede 
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COHCLUSIOllES 

1.- El procedimiento penal es una serie de actos 

juddicos realizados por autoridad competente y regulados por 

el derecho procesal penal y cuyo objeto es investigar que 

hechos pueden ser considerados como delitos, para que en su 

momento se aplique la sanci6n correspondiente al caso concreto. 

2.- El procedimiento penal consta de cuatro perlodosi 

1.- Averiguaci6n Previa. 

II.- Instrucci6n. 

III .- Juicio. 

IV.- Sentencia. 

J .. - La averiguaci6n previa es la etapa o periodo con la 

cual se inicia el procedimiento penal y en lR que el Ministerio 

Pdbllco redne los elementos, indicios y pruebas tendientes a 

determinar el cuerpo del delito y la presunta responsabilidad 

en una conducta catalogada como delito a fin de ejercitar la 

acci6n penal o abstenerse de ello. 

4.- La instrucci6n es la etapa o periodo procedimental 

en la que 

comprobaci6n 

se realizan actos procesales encaminados a la 

de los elementos del cuerpo del delito y al 

conocimiento de la responsabilidad o inocencia del indiciado1 y 

en la que el 6rgano jurisdiccional a trav&e de la prueba 

conocer~ la verdad hist6rica y la personalidad del procesado 

para estar en aptitud de resolver en su oportunidad la 

situaci6n jur{dica planteada. 

s.- El juicio propiamente dicho, es un acto de voluntad 

del tribunal, que se traduce en la sentencia. 
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6.- El juiciO es la -._etapa en l~ Cual el. t'finisterio 

Pt'iblico a de establecer·· su aCusaci6.ñ., :é·1 p-[.oCesádQ' su derensa y 
el ó~9an~ 'j·u;·i-.~~-ÍccibO-a'I--: hil. 'a-e· \.~·a1-~-Í:'-ar ·1;;is Pru~bas 
proporci_onadas a fin _de" emitir .5-~ res~lu~i6~ ~ la controversia 

penal planteada~ 

7~- La· sentencia es el -acto -Procesal a cargo del juez, - ·- - . 
mediante el cui:i1· ·aplica el derecho, adecuando la conducta o 

hecho al tipo penal, ~ con el objetD de detnrminilr la 

culpabilidad, inculpabilidad, procedencia o improcedencia de 

una causa de justiricaci6n, de una excusa absolutoria o 

cualquier otra eximente, para que, seg6n sen el cuso decrete la 

libertad, la aplicaci6n de una pena o una medidn de se1uridad. 

8.- r.os medios de prueba son 1.os elementos, modos, 

formSs o actos que sirven de instrumento para proporcionar a 

el juez el conocimiento de lo que ser~ el objeto de la pruoha. 

9.- Los 

legislación son: 

medios de prueba que cr;ntempla nucst.ra 

J.- La Confesión. 

II.- [,os Documentos P6blicos y Privados. 

III.- Los Dictamenes de Peritos. 

IV.- La Inspccci6n Judicial. 

V.- l,a !J0cl~ra~i6n c)P T~stiqos. 

VI.- Las Presunciones. 

10.- L:i diferr:>nci.i cntrl? medio, 6rgano y objeto de 

prueba, consiste en que el mc;-dio de prueba proporciona 

conocimientos a 1 ju7.g,drir sohrr:- hP.chos que van u determinar el 

objeto de la prueb<l; ol Órgano de prueba es la persona r!sica 

portadora de un medio de prueba r..p1c va a servir al juzgador 

para suministrarle el conocimiento del objeto de prueba dentro 
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del proceso; -el -objeto de prueba es la' vei:'dad: que se busca 

encontrar dentro del proceso. 

11.- Los sistemas probatorios aceptados por la 

legislaci6n y la doctrina son: 

1.- Sistema Libre: es la facultad otorgada al 

juez para disponer de los fines espec!ficos del 

proceso, 

conciencia 

valor~ndolos bajo el dictado de su 

y a la responsabilidad que debe 

tener en el cumplimiento de sus funciones. 
IJ.- Sistema Tasado: es aquel que se encuentra 

regulado por las normas establecidas por la ley 

y en el cual sólo se ofrecen los medíos 

probatorios que la misma ley scílala. 

III.- Sistema Mixto: es una combinaci6n de los dos 

sistemos antf?riores y se caracteriza por que 

las pruebas son señaladas por 1'1 ley, pero la 

autoridad competente esta en libertad de 

aceptar todo elemento que se ie· pre5ente como 

tal. 

12.- El desahogo probatorio tanto en el fuero común 

como en el federal, por t"egla general se realizará durant.e la 

instrucción y después del auto que recaiga a la admisión rle 

pruebas. 

13.- Los sujetos que pueden ofrecer pruebas r.on: 

1.- El presunto responsable y su defensor. 

II .- El ofendido y su representante cuando actúen 

como coadyuvantes del Ministerio Público. 

IIY.- Los Testigos. 
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del _)?roces~_; el objeto de prueba es la verdad que se busca 

encontrar dentro del proceso. 

11.- Los 

legislaci6n y la 

1.-

sistemas probatorios 

doctrina son: 

~~;es la 

aceptados por la 

facultad otorgada al 

juez para disponer de los fines espec{ficos del 

proceso, 
conciencia 

valorándolos bajo el dictado de su 

y la responsabilidad que debe 

tener en el cumplimiento de sus funciones. 

IJ.- sistema Tasado: es aquel que se encuentra 

regulado por las norma& establecidas pee lil ley 

y en el cual oóto se ofrecen los medios 

probatorios que la misma ley señala. 

IIJ .. - sistema Mixt.q,: es una combinación de los dos 

sistemas anteriores y se caractcriz,3 por que 

las pruebas son señaladas por la ley, pero la 

autoridad competente esta en libertad de 

aceptar todo elemento que se le' presente como 

tal. 

12.- El desahogo probatorio tanto en el fuero común 

como en el federal, por rcgL:i general se realir;arti dur;:rnLc l.J 

instrucción y después del auto que rec;iiga ;¡ l;i admisión rle 

pruebas. 

13.- Los sujetos que pueden ofrecer pruebas son: 

I.- El presunto responsable y su defensor. 

II.- El ofendido y su representante cuando actúen 

como coadyuvantes del Ministerio Público. 

III.- Los Testigos. 
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21.- La excepci6n al recurso de apelación en cuestión de 

la prueba en el proceso penal del fuero común consiste en la 

necesidad de adicionar el articulo 41'1 del Código de 

Procedimientos Penales para el Distrito Federal a efecto de que 

proceda el recurso de apelaci6n cuando exista una violación a 

los principios reguladores de la valoración de la prueba. 

22.- El ardculo 363 del C6digo Federal de Procedimientos 

Penales defiene al recurso de apelación tomando en cuenta el 

objeto que persigue la interposición del citado recurso. 

23.- El arbitrio judicial es la facultad discrecional que 

tiene el 6rgano jurisdiccional de aplicar su criterio en la 

apreciación y valoración de las circunstancias objetivas y 

subjetivas que concurran en la comisión de un delito, con el 

fin de realizar la individualizaci6n de las penas a aplicar. 

24.- El art{culo 414 del C6digo de Procedimientos Penales 

para el Distrito Federal define al recurso de apelación de 

acuerdo al fin que se persigue, es decir, confirmar, modificar 

o revocar la resoluci6n impugnada. 

25 .. - La necesidad que existe de adicionar el art{culo 

4141 del C6digo Procedimental Distrital, es con la finalidad de 

evitar que la defensa del procesado se vea limitada l?n un 

momento determinado por considerar que se estan violando los 

principios reguladores de la valoración de la prueba, lo que 

inclusive podr{a llevar que se le dejara en estado de 

indefensi6n. 

26.- Las consecuencias jurfdicas que traería consigo la 

adici6n al art!culo 414 del C6digo de Procedimientos Penales 

para el Distrito Federal son1 
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I.- Se ampliarfan los derechos del procesado. 

II.- se asegurarf'an debidamente las garantías 

constitu~ion~les del proc0sado. 

IIJ.- Se darfa lugar que el juzgador pudiera 

valorar can mayor 1 ibertad las circunstancias 

objetivas subjetivas que concurran en la 

comisión de un delito, es decir estarla 

haciendo uso del 

libertad para la 

presentadas. 

arbitrio judici.:il con mayor 

valoración de las pruebas 

·~ 
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